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para el Año Fiscal 2020; la Ley Nº 27619, Ley que regula 
la Autorización de Viajes al Exterior de Servidores y 
Funcionarios Públicos y su Reglamento, aprobado con 
el Decreto Supremo Nº 047-2002-PCM y su modificatoria 
aprobada con el Decreto Supremo Nº 056-2013-PCM; el 
Decreto Supremo Nº 002-2004-DE/SG y sus modificatorias, 
que reglamentan los Viajes al Exterior del Personal Militar 
y Civil del Sector Defensa; el Decreto Supremo Nº 262-
2014-EF, modificado con Decreto Supremo Nº 414-
2019-EF, que establece disposiciones respecto a montos 
por Compensación Extraordinaria por Servicios en el  
Extranjero, en Misión Diplomática, Comisión Especial en 
el Exterior, Misión de Estudios, Comisión de Servicios y 
Tratamiento Médico Altamente Especializado de personal 
militar y civil del Sector Defensa e Interior;

Estando a lo propuesto por el Comandante General 
de la Marina;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar el viaje al exterior en Misión 
de Estudios del Teniente Primero SN.(O) Roberto Carlos 
GARCIA Zegarra, CIP. 00173058, DNI. 45536641, para 
que participe en la rotación externa internacional en el 
Programa Académico de Cirugía Bucal y Maxilofacial, 
a realizarse en la Universidad Santo Tomás Seccional 
Bucaramanga, Ciudad de Bucaramanga, República de 
Colombia, del 1 de febrero al 31 de marzo del 2020; así 
como, autorizar su salida del país el 31 de enero y su 
retorno el 1 de abril del 2020.

Artículo 2.- El Ministerio de Defensa - Marina de 
Guerra del Perú, efectuará los pagos que correspondan, 
de acuerdo a los conceptos siguientes:

Pasajes Aéreos: Lima - Bucaramanga (República de Colombia) - Lima

US$. 1,224.81 US$. 1,224.81

Compensación Extraordinaria por Servicio en el Extranjero:

US$. 5,346.90 x 2 meses (febrero-marzo 2020) US$. 10,693.80
  -----------------------
 TOTAL A PAGAR: US$. 11,918.61

Artículo 3.- El otorgamiento de la Compensación 
Extraordinaria Mensual por Servicio en el Extranjero, 
se hará por días reales y efectivos de servicios en 
el exterior, conforme a lo dispuesto en el Reglamento 
de Viajes al Exterior del Personal Militar y Civil del 
Sector Defensa, aprobado por el Decreto Supremo 
Nº 002-2004-DE/SG y de acuerdo a las disposiciones 
establecidas en el Decreto Supremo Nº 262-2014-EF, 
con cargo al respectivo Presupuesto Institucional del 
Año Fiscal correspondiente.

Artículo 4.- El monto de la Compensación 
Extraordinaria Mensual será reducido, por la Marina de 
Guerra del Perú, en la misma cantidad que la bonificación 
otorgada de conformidad con los Literales a), b) o c) del 
Artículo 8 del Decreto Legislativo Nº 1132, en cumplimiento 
al segundo párrafo del Numeral 2.1 del Artículo 2 del 
Decreto Supremo Nº 262-2014-EF.

Artículo 5.- El Comandante General de la Marina 
queda facultado para variar la fecha de inicio y término 
de la autorización a que se refiere el Artículo 1, sin 
exceder el total de días autorizados y sin variar la 
actividad para la cual se autoriza el viaje, ni el nombre 
del participante.

Artículo 6.- El Oficial Subalterno designado deberá 
cumplir con presentar un informe detallado ante el Titular 
de la Entidad, describiendo las acciones realizadas y los 
resultados obtenidos durante el viaje autorizado, dentro 
de los quince (15) días calendario contados a partir de la 
fecha de retorno al país.

Artículo 7.- El mencionado Oficial Subalterno revistará 
en la Dirección General de Educación de la Marina, por el 
período que dure la Misión de Estudios.

Artículo 8.- El citado Oficial Subalterno está impedido 
de solicitar su pase a la Situación Militar de Disponibilidad 
o Retiro, hasta después de haber servido en su respectiva 
Institución Armada el tiempo mínimo, más el tiempo 
compensatorio dispuesto en la ley de la materia.

Artículo 9.- La presente Resolución Ministerial no 
dará derecho a exoneración ni liberación de impuestos 
aduaneros de ninguna clase o denominación.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

WALTER MARTOS RUIZ
Ministro de Defensa

1850595-1

ECONOMIA Y FINANZAS

Decreto Supremo que dispone el reajuste 
de pensiones del régimen del Decreto Ley 
Nº 20530 y autorizan Transferencia de 
Partidas

DECRETO SUPREMO
Nº 006-2020-EF

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, el literal a) del artículo 4 de la Ley Nº 28449, Ley 
que establece las nuevas reglas del régimen de pensiones 
del Decreto Ley Nº 20530, dispone que las pensiones 
percibidas por beneficiarios que hayan cumplido sesenta 
y cinco (65) años o más de edad y cuyo valor no exceda 
el importe de dos (02) Unidades Impositivas Tributarias 
vigentes en cada oportunidad, son reajustadas al inicio 
de cada año mediante Decreto Supremo con el voto 
aprobatorio del Consejo de Ministros y a propuesta del 
Ministerio de Economía y Finanzas, teniendo en cuenta 
las variaciones en el costo de vida anual y la capacidad 
financiera del Estado;

Que, de acuerdo al artículo 1 de la Ley Nº 28789, Ley 
que precisa la Tercera Disposición Transitoria de la Ley                                                                                                                 
Nº 28449, Ley que establece nuevas reglas del régimen de 
pensiones del Decreto Ley Nº 20530, el valor anualizado 
de las pensiones para efectos de determinar el monto 
máximo mensual y del reajuste de pensiones de cesantía, 
invalidez y sobrevivencia del régimen de pensiones 
regulado por el Decreto Ley Nº 20530, Régimen de 
Pensiones y Compensaciones por Servicios Civiles 
prestados al Estado no comprendidos en el Decreto Ley 
Nº 19990, es de veintiocho (28) Unidades Impositivas 
Tributarias (UIT) vigentes a la fecha en que corresponda 
el pago de la pensión;

Que, al respecto, conforme lo dispone el Decreto 
Supremo Nº 380-2019-EF, durante el año 2020 el valor de 
la UIT es de S/ 4 300,00 (CUATRO MIL TRESCIENTOS 
Y 00/100 SOLES); es decir, el valor anualizado de las 
pensiones al que se hace referencia en el considerando 
anterior no debe exceder los S/ 120 400,00 (CIENTO 
VEINTE MIL CUATROCIENTOS Y 00/100 SOLES);

Que, por su parte, el Instituto Nacional de Estadística 
e Informática (INEI) ha publicado el porcentaje de inflación 
anual acumulada a diciembre de 2019, siendo este de 
1,90%; 

Que, en ese sentido, tomando en cuenta la capacidad 
financiera del Estado, resulta viable otorgar un reajuste en 
las pensiones equivalente a S/ 30,00 (TREINTA Y 00/100 
SOLES);

Que, en el Presupuesto del Sector Público para el Año 
Fiscal 2020, aprobado mediante el Decreto de Urgencia 
N° 014-2019, Decreto de Urgencia que aprueba el 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2020, 
se han previsto los recursos para la atención del reajuste 
de las pensiones percibidas por los pensionistas del 
régimen del Decreto Ley N° 20530, de aquellas entidades 
cuyas planillas se financian con fondos del Tesoro Público, 
por lo que resulta necesario autorizar una Transferencia 
de Partidas en el Presupuesto del Sector Público para el 
Año Fiscal 2020 y una modificación presupuestaria en el 
nivel funcional programático, según corresponda, hasta 
por la suma de S/ 68 852 160,00 (SESENTA Y OCHO 
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MILLONES OCHOCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL 
CIENTO SESENTA Y 00/100 SOLES, a favor de diversos 
pliegos;

De conformidad con lo establecido en el artículo 54 
del Decreto Legislativo Nº 1440, Decreto Legislativo del 
Sistema Nacional de Presupuesto Público; en la Ley Nº 
28449, Ley que establece las nuevas reglas del régimen 
de pensiones del Decreto Ley Nº 20530 y en la Ley Nº 
28789, Ley que precisa la tercera disposición transitoria 
de la Ley Nº 28449, Ley que establece nuevas reglas del 
régimen de pensiones del Decreto Ley Nº 20530;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

DECRETA: 

Artículo 1. Reajuste de pensiones

1.1 Reajustar a partir de enero de 2020 las pensiones 
percibidas por los beneficiarios del régimen del Decreto 
Ley Nº 20530 que hayan cumplido sesenta y cinco (65) 
años o más de edad al 31 de diciembre de 2019 cuyo 
valor anualizado no exceda el importe de veintiocho (28) 
Unidades Impositivas Tributarias.

1.2 El monto de dicho reajuste asciende a S/ 30,00 
(TREINTA Y 00/100 SOLES) para los pensionistas que 
cumplan las condiciones descritas en el numeral anterior.

1.3 En ningún caso, el valor anualizado de las pensiones 
después de efectuado el reajuste, que se define como la 
suma de las pensiones reajustadas, pensiones adicionales, 
gratificaciones o aguinaldos, bonificación por escolaridad y 
cualquier otro concepto que sea puesto a disposición del 
pensionista en el año, puede superar el tope de veintiocho 
(28) Unidades Impositivas Tributarias anuales. Asimismo, 
en caso de percibirse más de una pensión, el reajuste se 
hace sobre la pensión de mayor monto.

Artículo 2. Transferencia de partidas

2.1 Autorízase una Transferencia de Partidas en el 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2020, 
hasta por la suma de S/ 68 279 760,00 (SESENTA Y 
OCHO MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y NUEVE 
MIL SETECIENTOS SESENTA Y 00/100 SOLES), para 
atender el financiamiento del reajuste de las pensiones 
dispuesto en el artículo 1 de la presente norma, de 
acuerdo al detalle siguiente:

DE LA: En Soles

SECCIÓN PRIMERA  : GOBIERNO CENTRAL
PLIEGO 009 : Ministerio de Economía y 
   Finanzas
UNIDAD EJECUTORA 001 : Administración General

ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS
QUE NO RESULTAN EN PRODUCTOS
ACTIVIDAD 5000415 : Administración del Proceso
   Presupuestario del Sector 
   Público

FUENTE DE FINANCIAMIENTO 1 : Recursos Ordinarios

GASTOS CORRIENTES
2.0 Reserva de Contingencia 68 279 760,00
 --------------------
 TOTAL        68 279 760,00
 ===========

A LA: En Soles

SECCIÓN PRIMERA  : GOBIERNO CENTRAL
PLIEGOS  : Gobierno Nacional
ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS
QUE NO RESULTAN EN PRODUCTOS
FUENTE DE FINANCIAMIENTO 1 : Recursos Ordinarios

GASTOS CORRIENTES
2.2 Pensiones y Otras Prestaciones Sociales 31 777 200,00
 -------------------
 TOTAL GOBIERNO CENTRAL      31 777 200,00
 ===========

SECCIÓN SEGUNDA  : INSTANCIAS 
   DESCENTRALIZADAS
PLIEGOS  : Gobiernos Regionales
ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS
QUE NO RESULTAN EN PRODUCTOS
FUENTE DE FINANCIAMIENTO 1 : Recursos Ordinarios

GASTOS CORRIENTES
2.2 Pensiones y Otras Prestaciones Sociales 36 502 560,00
 --------------------
 TOTAL INSTANCIAS DESCENTRALIZADAS           36 502 560,00

 ===========
 TOTAL          68 279 760,00

 ===========

2.2 Los pliegos habilitados en la Sección Primera 
y Sección Segunda del numeral 2.1, se detallan en el 
Anexo: “Transferencia de Partidas - Pliegos Habilitados”, 
que forma parte integrante de la presente norma, el 
cual se publica en el portal institucional del Ministerio 
de Economía y Finanzas (https://www.gob.pe/mef), en 
la misma fecha de publicación del presente Decreto 
Supremo en el Diario Oficial El Peruano. 

2.3 En el caso de las entidades que no perciben 
recursos del Tesoro Público para el pago de pensiones, 
el gasto que irrogue la aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 1 de la presente norma es financiado con cargo a 
sus respectivos presupuestos institucionales.

Artículo 3. Procedimiento para la aprobación 
institucional

3.1 Los Titulares de los pliegos habilitados en 
la Transferencia de Partidas aprueban, mediante 
Resolución, la desagregación de los recursos autorizados 
en el numeral 2.1 del artículo 2 de la presente norma, a 
nivel programático, dentro de los cinco (5) días calendario 
de la vigencia del presente dispositivo legal. Copia 
de la Resolución se remite dentro de los cinco (5) días 
calendario de aprobada a los organismos señalados en 
el numeral 31.4 del artículo 31 del Decreto Legislativo 
Nº 1440, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de 
Presupuesto Público.

3.2 La Oficina de Presupuesto, o la que haga sus 
veces en los pliegos involucrados, solicita a la Dirección 
General de Presupuesto Público las codificaciones que 
se requieran como consecuencia de la incorporación de 
nuevas Partidas de Ingresos, Finalidades y Unidades de 
Medida.

3.3 La Oficina de Presupuesto, o la que haga sus 
veces en los pliegos involucrados, instruye a las Unidades 
Ejecutoras para que elaboren las correspondientes “Notas 
para Modificación Presupuestaria” que se requieran, 
como consecuencia de lo dispuesto en la presente norma.

Artículo 4. Modificación presupuestaria en el nivel 
funcional programático

Dispóngase que para el financiamiento del reajuste 
de las pensiones dispuesto en el artículo 1 del presente 
Decreto Supremo, el Ministerio de Economía y Finanzas 
realiza modificaciones presupuestarias en el nivel funcional 
programático conforme a lo señalado en el artículo 54 
del Decreto Legislativo N° 1440, Decreto Legislativo del 
Sistema Nacional de Presupuesto Público, con cargo a 
los recursos de la Reserva de Contingencia, hasta por la 
suma de S/ 572 400,00 (QUINIENTOS SETENTA Y DOS 
MIL CUATROCIENTOS Y 00/100 SOLES), por la fuente 
de financiamiento Recursos Ordinarios.

Artículo 5. Limitación al uso de los recursos
Los recursos de la Transferencia de Partidas a que 

hace referencia el artículo 2, así como los recursos a los 
que se refiere el artículo 4, del presente Decreto Supremo 
no pueden ser destinados, bajo responsabilidad, a fines 
distintos para los cuales fueron autorizados.

Artículo 6. Refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por la 

Ministra de Economía y Finanzas.
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DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL

Única. Regularización del abono del reajuste 
Las entidades que a la fecha de entrada en vigencia 

del presente Decreto Supremo que pagaron pensiones 
correspondientes al año 2020, regularizan el abono 
del reajuste que dispone el artículo 1 en el pago 
correspondiente al mes siguiente.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los 
veintinueve días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas

1850691-6

Autorizan Transferencia de Partidas en el 
Presupuesto del Sector Público para el Año 
Fiscal 2020 a favor de diversos pliegos del 
Gobierno Nacional

DECRETO SUPREMO
N° 007-2020-EF

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, el numeral 14.11 del artículo 14 del Decreto 
de Urgencia N° 018-2019, Decreto de Urgencia que 
establece medidas extraordinarias para la promoción e 
implementación de los proyectos priorizados en el Plan 
Nacional de Infraestructura para la Competitividad (PNIC), 
señala que de manera excepcional, se autoriza durante el 
Año Fiscal 2020, a transferir recursos hasta por la suma 
de S/ 13 222 300,00 (TRECE MILLONES DOSCIENTOS 
VEINTIDÓS MIL TRESCIENTOS Y 00/100 SOLES), por 
la fuente de financiamiento Recursos Ordinarios, con 
cargo a los recursos a los que se refiere el artículo 53 
del Decreto Legislativo N° 1440, a favor del Ministerio 
de Cultura, Ministerio de Agricultura y Riego, Servicio 
Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones 
Sostenibles, Servicio Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas por el Estado, Autoridad Nacional del Agua 
y Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre, para 
financiar el acompañamiento al desarrollo de la línea de 
base de dieciséis (16) proyectos priorizados en el PNIC 
que se señalan en el Anexo 3 del referido Decreto de 
Urgencia;

Que, mediante Oficio N° 00060-2020-MINAM/SG, el 
Ministerio del Ambiente solicita recursos adicionales hasta 
por la suma de S/ 4 063 256,00 (CUATRO MILLONES 
SESENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS CINCUENTA 
Y SEIS Y 00/100 SOLES) a favor del pliego Servicio 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado 
y hasta por la suma de S/ 888 628 00 (OCHOCIENTOS 
OCHENTA Y OCHO MIL SEISCIENTOS VEINTIOCHO Y 
00/100 SOLES) a favor del pliego Servicio Nacional de 
Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles, 
para financiar el acompañamiento al desarrollo de la línea 
de base de dieciséis (16) proyectos priorizados en el 
PNIC;

Que, mediante Oficio Nº 00012-2020-DM/MC el 
Ministerio de Cultura solicita recursos adicionales hasta 
por la suma de S/ 2 274 800,00 (DOS MILLONES 
DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MIL OCHOCIENTOS 
Y 00/100 SOLES), para financiar el acompañamiento al 
desarrollo de la línea de base de dieciséis (16) proyectos 
priorizados en el PNIC;

Que, mediante Oficio N° 009-2020-MINAGRI-DM 
el Ministerio de Agricultura y Riego solicita recursos 
adicionales hasta por la suma de S/ 5 875 220,00 (CINCO 
MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL 
DOSCIENTOS VEINTE Y 00/100 SOLES) a favor del 
pliego Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre, 

para financiar el acompañamiento al desarrollo de la línea 
de base de dieciséis (16) proyectos proyectos priorizados 
en el PNIC;

Que, los artículos 53 y 54 del Decreto Legislativo 
N° 1440, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de 
Presupuesto Público, establecen que las Leyes de 
Presupuesto del Sector Público consideran una Reserva 
de Contingencia que constituye un crédito presupuestario 
global dentro del presupuesto del Ministerio de Economía 
y Finanzas, destinada a financiar los gastos que por 
su naturaleza y coyuntura no pueden ser previstos en 
los presupuestos de los pliegos, disponiendo que las 
transferencias o habilitaciones que se efectúen con cargo 
a la Reserva de Contingencia se autorizan mediante 
decreto supremo refrendado por la Ministra de Economía 
y Finanzas;

Que, de acuerdo a la información proporcionada por 
el Ministerio del Ambiente y el Ministerio de Agricultura 
y Riego, la Dirección General de Gestión Fiscal de los 
Recursos Humanos a través del Informe N° 068-2020-
EF/53.04 efectúa la estimación del costo para financiar 
la contratación de personal bajo el Régimen Laboral 
Especial del Decreto Legislativo Nº 1057, requerido 
por los pliegos Servicio Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas por el Estado y Servicio Nacional Forestal y 
de Fauna Silvestre;

Que, en consecuencia, resulta necesario autorizar 
una Transferencia de Partidas en el Presupuesto del 
Sector Público para el Año Fiscal 2020, con cargo a los 
recursos de la Reserva de Contingencia del Ministerio 
de Economía y Finanzas, hasta por la suma de S/ 13 
096 604,00 (TRECE MILLONES NOVENTA Y SEIS MIL 
SEISCIENTOS CUATRO Y 00/100 SOLES), a favor de los 
pliegos Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas 
por el Estado, Servicio Nacional de Certificación Ambiental 
para las Inversiones Sostenibles, Ministerio de Cultura 
y Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre, para 
financiar el acompañamiento al desarrollo de la línea de 
base de dieciséis (16) proyectos priorizados en el PNIC, 
contenidos en el Anexo 3 del Decreto de Urgencia N° 018-
2019, teniendo en cuenta que los citados recursos no han 
sido previstos en el presupuesto institucional de dichos 
pliegos en el presente año fiscal;

De conformidad con lo dispuesto en el numeral 
14.11 del artículo 14 del Decreto de Urgencia N° 018-
2019, Decreto de Urgencia que establece medidas 
extraordinarias para la promoción e implementación 
de los proyectos priorizados en el Plan Nacional de 
Infraestructura para la Competitividad (PNIC) y en 
los artículos 53 y 54 del Decreto Legislativo N° 1440, 
Decreto Legislativo del Sistema Nacional de Presupuesto 
Público;

DECRETA: 

Artículo 1.- Objeto 
Autorízase una Transferencia de Partidas en el 

Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2020, hasta por la suma de S/ 13 096 604,00 (TRECE 
MILLONES NOVENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS 
CUATRO Y 00/100 SOLES), a favor de diversos pliegos 
del Gobierno Nacional, para financiar el acompañamiento 
al desarrollo de la línea de base de dieciséis (16) proyectos 
priorizados en el Plan Nacional de Infraestructura para la 
Competitividad (PNIC), de acuerdo al siguiente detalle:

DE LA     En Soles

SECCIÓN PRIMERA  : Gobierno Central 

PLIEGO  009 : Ministerio de Economía y Finanzas

UNIDAD EJECUTORA 001 : Administración General

CATEGORÍA

PRESUPUESTARIA  9002 : Asignaciones Presupuestarias que 

   No Resultan en Productos

ACTIVIDAD  5000415 : Administración del Proceso 

   Presupuestario del Sector Público

FUENTE DE

FINANCIAMIENTO  1 : Recursos Ordinarios

 GASTO CORRIENTE

 2.0 Reserva de Contingencia    11 268 209,00
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condiciones para la mencionada optimización, en un plazo 
de 30 días de publicada esta Ley. En el caso de los fondos 
destinados a garantías, por decreto supremo refrendado 
por el Ministro de Economía y Finanzas se podrá disponer 
su reasignación al Tesoro Público.”

DÉCIMA SEGUNDA. Modificación del acápite a. del 
numeral 2 y del numeral 4 del inciso a) del artículo 37 
modificado por la Única Disposición Complementaria 
Modificatoria del Decreto Legislativo N° 1424, Decreto 
Legislativo que modifica la Ley al Impuesto a la Renta

Modifícase el acápite a. del numeral 2 y el numeral 
4 del inciso a) del artículo 37 modificado por la la Única 
Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto 
Legislativo N° 1424, Decreto Legislativo que modifica la 
Ley del Impuesto a la Renta, en los siguientes términos:

“Artículo 37. (…)

a) (…)
2. (…)
a. Las empresas del sistema financiero y de seguros 

señaladas en el artículo 16 de la Ley Nº 26702- Ley 
General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros 
y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros; y, 
a las empresas de factoring no comprendidas en el ámbito 
de la citada Ley, obligadas a inscribirse en el “Registro de 
empresas de factoring no comprendidas en el ámbito de 
la Ley General” a las que se refiere el Capítulo VI de la 
Resolución SBS N° 4358-2015 o norma que la sustituya.

(…)

4. Tratándose de bancos y empresas financieras, así 
como las empresas de factoring no comprendidas en 
el ámbito de la citada Ley, obligadas a inscribirse en el 
“Registro de empresas de factoring no comprendidas en el 
ámbito de la Ley General” a las que se refiere el Capítulo 
VI de la Resolución SBS N° 4358-2015 o norma que la 
sustituya, deberá establecerse la proporción existente 
entre los ingresos financieros gravados e ingresos 
financieros exonerados e inafectos y deducir como gasto, 
únicamente, los cargos en la proporción antes establecida 
para los ingresos financieros gravados.

(…)”.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós 
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

ROCÍO INGRED BARRIOS ALVARADO
Ministra de la Producción y 
Encargada del despacho del Ministerio de Comercio
Exterior y Turismo

MARÍA ANTONIETA ALVA LupERDI
Ministra de Economía y Finanzas

EDMER TRuJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

1848441-1

DECRETO DE URGENCIA
Nº 014-2020

DECRETO DE URGENCIA qUE REGUlA 

DIspOsICIONEs GENERAlEs NECEsARIAs 

pARA lA NEGOCIACIóN COlECTIvA EN 

El sECTOR públICO

EL pRESIDENTE DE LA REpÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 

parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia, de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo N° 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, se requiere una regulación de la negociación 
colectiva para el Sector Público, que contenga condiciones 
económicas, no económicas y de productividad, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 28 y 42 
de la Constitución Política del Perú y los Convenios de 
la Organización Internacional del Trabajo N° 98 y N° 151;

Que, deben respetarse los parámetros establecidos 
en las sentencias del Tribunal Constitucional recaídas en 
los Expedientes N° 0003-2013-PI/TC, 0004-2013-PI/TC 
y 0023-2013-PI/TC; y N° 0025-2013-PI/TC, 0003-2014-
PI/TC, 0008-2014-PI/TC, 0017-2014-PI/TC, según las 
cuales, la negociación colectiva en el Sector Público es 
un derecho de configuración legal, por lo que es necesario 
que se expida una norma que regule dicho derecho y 
garantice su adecuado ejercicio;

Que, en virtud de dichas sentencias, la norma a ser 
emitida debe ser coherente con el principio de equilibrio 
presupuestario establecido en los artículos 77 y 78 
de la Constitución Política del Perú y en los Decretos 
Legislativos N° 1436, Decreto Legislativo Marco de la 
Administración Financiera del Sector Público y N° 1440, 
Decreto Legislativo del Sistema Nacional de Presupuesto 
Público;

Que, el artículo 4 de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 
Civil, establece que la Autoridad Nacional del Servicio 
Civil (SERVIR) es el rector del sistema administrativo de 
gestión de recursos humanos, siendo parte integrante 
de este sistema la Dirección General de Gestión Fiscal 
de los Recursos Humanos del Ministerio de Economía y 
Finanzas, regulada por el Decreto Legislativo N° 1442, 
Decreto Legislativo de la Gestión Fiscal de los Recursos 
Humanos en el Sector Público;

Que, asimismo, corresponde encargar a SERVIR el 
proceso de negociación colectiva en el Sector Público, 
y en materia económica y financiera al Ministerio de 
Economía y Finanzas;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al Congreso, una vez que 
éste se instale;

DECRETA:

Artículo 1. Objeto
El Decreto de urgencia tiene por objeto emitir 

disposiciones generales para regular la negociación 
colectiva en el Sector Público.

Artículo 2. Negociación colectiva de las entidades 
del Sector Público

2.1 Las entidades del Sector Público participan en la 
negociación colectiva que incluye la negociación directa 
y, de ser el caso, el arbitraje de índole laboral, con sus 
servidoras/es públicas/os o trabajadoras/es en caso de 
empresas públicas, bajo los siguientes principios:

1. Legalidad.
2. Autonomía colectiva.
3. Buena fe negocial.
4. Equidad.
5. Respeto de funciones y competencias.
6. Previsión y provisión presupuestarias.
7. Responsabilidad y sostenibilidad fiscal.

2.2 Son materias de la negociación colectiva 
las condiciones económicas y no económicas, y de 
productividad.

2.3 Los convenios colectivos y los laudos arbitrales 
no son de aplicación a las/os funcionarias/os públicas/
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os, las/os directivas/os públicas/os ni a las/os servidoras/
es de confianza, trabajadoras/es que ocupan puestos de 
dirección y trabajadoras/es que desempeñan cargos de 
confianza en empresas públicas, las/os miembros de las 
Fuerzas Armadas o de la Policía Nacional, y las/os jueces 
y fiscales. Es nulo e inaplicable todo pacto en contrario.

Artículo 3. Entidades del Sector Público
3.1. para efectos del presente Decreto de urgencia, 

son entidades del Sector Público que participan de la 
negociación colectiva las siguientes:

1. Entidades Públicas:

a. poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.
b. Ministerio público, Jurado Nacional de Elecciones, 

Oficina Nacional de procesos Electorales, Registro 
Nacional de Identificación y Estado Civil, Junta 
Nacional de Justicia, Defensoría del pueblo, Tribunal 
Constitucional, Contraloría General de la República, así 
como la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria (SuNAT).

c. universidades públicas.
d. Gobiernos Regionales.
e. Gobiernos Locales.
f. Organismos públicos de los niveles de gobierno 

regional y local.

2. Empresas Públicas:

a. Empresas Públicas del Gobierno Nacional, de los 
Gobiernos Regionales y de los Gobiernos Locales, fuera 
del ámbito del Fondo Nacional de Financiamiento de la 
Actividad Empresarial del Estado (FONAFE).

b. Empresas Públicas bajo el ámbito del FONAFE.

3. Otras formas organizativas que administren 
recursos públicos, tales como:

a. Seguro Social de Salud (ESSALuD).
b. Administradores de Fondos Públicos.

3.2. Para efectos de la negociación colectiva regulada 
en el presente Decreto de urgencia, las entidades del 
Sector Público se agrupan de la siguiente manera:

1. Poder Ejecutivo, que comprende a Ministerios 
y sus organismos públicos adscritos y universidades 
públicas, con excepción a los previstos en los incisos 3 y 
4 del numeral 3.2 del artículo 3 del presente Decreto de 
urgencia.

2. Los gobiernos regionales y sus organismos públicos 
adscritos.

3. Sectores en relación a las/os servidoras/es públicas/
os comprendidos en las siguientes normas:

a. Para el Sector Salud: las/os profesionales de la 
salud y personal de la salud, técnico y auxiliar asistencial 
de la salud que prestan servicios al Estado, a los que se 
refiere el Decreto Legislativo N° 1153, Decreto Legislativo 
que regula la política integral de compensaciones y 
entregas económicas del personal de la salud al servicio 
del Estado; a cargo del Ministerio de Salud.

b. Para el Sector Educación: las/os docentes y 
auxiliares de educación de la Ley N° 29944, Ley de 
Reforma Magisterial y la Ley N° 30512, Ley de Institutos 
y Escuelas de Educación Superior y de la carrera pública 
de sus docentes; y las/os docentes universitarios de la 
Ley N° 30220, Ley universitaria; a cargo del Ministerio de 
Educación.

4. poder Legislativo, poder Judicial, Ministerio público, 
Contraloría General de la República, Jurado Nacional de 
Elecciones, Oficina Nacional de procesos Electorales, 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, Junta 
Nacional de Justicia, Defensoría del pueblo, Tribunal 
Constitucional, SuNAT, ESSALuD, Instituto Nacional 
Penitenciario (INPE), gobiernos locales, organismos 
públicos de gobiernos locales y empresas públicas, que 
no se encuentren en los incisos 1, 2 y 3 del numeral 3.2. 
del artículo 3 del presente Decreto de urgencia.

Artículo 4. Negociación colectiva en el Sector 
Público

4.1 La negociación del Sector Público se realiza en 
tres (3) niveles:

1. Negociación colectiva a nivel centralizado, para las 
entidades a que se refieren los incisos 1 y 2 del numeral 
3.2 del artículo 3 del presente Decreto de urgencia, bajo 
las siguientes características:

a. Se desarrolla entre la comisión ad hoc del Poder 
Ejecutivo, designada conforme a lo previsto en el 
Reglamento de la presente norma, y las/os representantes 
designadas/os por las organizaciones sindicales de 
servidoras/es públicas/os sujetos a los regímenes 
laborales regulados por:

i. Decreto Legislativo N° 276, Ley de Bases de la 
Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector 
Público.

ii. Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral.

iii. Decreto Legislativo N° 1057, Decreto Legislativo que 
regula el régimen especial de contratación administrativa 
de servicios.

iv. Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil.

b. En la negociación colectiva a nivel centralizado se 
negocian las condiciones económicas y de productividad 
y sus alcances se regulan en el Reglamento del presente 
Decreto de urgencia.

c. Las condiciones no económicas en este nivel se 
negocian a nivel descentralizado, con la comisión ad 
hoc de cada entidad del Sector Público. En el caso de 
entidades que pertenezcan al Sector Educación y Sector 
Salud se establecen Mesas Especiales, cuyos criterios 
de conformación se desarrollan en el Reglamento del 
presente Decreto de urgencia.

2. Negociación colectiva a nivel centralizado especial, 
para los sectores a que se refiere el inciso 3 del numeral 
3.2 del artículo 3 del presente Decreto de urgencia, bajo 
las siguientes características:

a. Se desarrolla entre la comisión ad hoc del Poder 
Ejecutivo, designada conforme a lo previsto en el 
Reglamento de la presente norma, y las/os representantes 
designadas/os por las organizaciones sindicales de 
servidoras/es públicas/os comprendidos en las normas de 
carreras especiales del respectivo sector.

b. La negociación se realiza por sector y sus alcances 
son para todos las/os servidoras/es comprendidos en el 
mismo.

c. Se negocian condiciones económicas y no 
económicas, y de productividad.

d. En el caso de entidades que pertenezcan a los 
Sectores Salud y Educación, se establecen Mesas 
Especiales cuyos criterios de conformación se desarrollan 
en el Reglamento del presente Decreto de urgencia.

3. Negociación colectiva a nivel descentralizado, para 
las entidades del Sector público a que se refiere el inciso 
4 del numeral 3.2 del artículo 3 del presente Decreto de 
urgencia, bajo las siguientes características:

a. Se desarrolla entre la comisión ad hoc de 
cada entidad, designada conforme a lo previsto en el 
Reglamento de la presente norma, y las/os representantes 
designadas/os por las organizaciones sindicales de 
servidoras/es públicas/os o de trabajadoras/es de la 
respectiva entidad o empresa pública.

b. Se negocian condiciones económicas y no 
económicas, y de productividad.

4.2 La legitimidad para negociar de las/os servidoras/
es públicas/os y de trabajadoras/es de empresas públicas 
se rige por las siguientes reglas:

1. En la negociación colectiva a nivel centralizado, 
participa la organización sindical o las organizaciones 
sindicales de las/os servidoras/es públicas/os agrupadas 
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que tengan mayor representatividad de manera conjunta, 
de acuerdo a lo que señale el Reglamento.

2. En el caso del nivel centralizado especial:

a. Para el Sector Educación, corresponde la negociación 
a la organización sindical más representativa, pudiendo 
conformarse una coalición de organizaciones sindicales.

b. Para el Sector Salud, corresponde la negociación 
a la organización sindical o las organizaciones sindicales 
que afilien a la mayoría absoluta.

c. Las organizaciones sindicales que no representen a 
la mayoría absoluta, pueden conformar una coalición de 
organizaciones sindicales.

3. En el caso del nivel descentralizado:

a. Corresponde la negociación colectiva a la 
organización u organizaciones sindicales mayoritarias. 
Los efectos del convenio colectivo o laudo arbitral, de 
llevarse a cabo, son para la totalidad de las/os servidoras/
es públicas/os de la entidad o de las/os de trabajadoras/
es de la empresa pública, según corresponda.

b. De no existir organización mayoritaria, negocian las 
organizaciones sindicales minoritarias. Los efectos del 
convenio colectivo o laudo arbitral, de llevarse a cabo, son 
únicamente para sus afiliadas/os.

c. En el caso de no haber organización sindical, la 
negociación puede hacerse a través de delegados.

Artículo 5. Reglas generales para la negociación 
colectiva de las entidades del Sector Público

5.1 La representación de las/os servidoras/es públicas/
os y de las/os trabajadoras/es de empresas públicas 
presenta ante su entidad o empresa pública, según 
corresponda, un solo pliego de reclamos de acuerdo 
al nivel de negociación y según lo establecido en el 
Reglamento, para que lo remita a SERVIR y este lo remita 
al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), a fin de que 
este emita el respectivo Informe Económico Financiero, 
al que hace referencia el artículo 6 del presente Decreto 
de urgencia.

5.2 Los pliegos de reclamos se presentan cada dos (2) 
años, entre el 1 y el 30 de junio. No pueden presentarse 
en el año anterior a las elecciones que correspondan.

5.3 El cumplimiento del convenio colectivo o laudo 
arbitral producto de los pliegos de reclamos presentados 
conforme al numeral 5.1 se realiza de acuerdo a lo siguiente:

1. En los casos de convenios colectivos suscritos 
hasta el 28 de febrero, el titular del sector o entidad, según 
corresponda, debe considerar el monto del convenio colectivo 
en el proceso de programación multianual y formulación 
presupuestaria del año vigente, para su implementación con 
cargo al presupuesto institucional del siguiente Año Fiscal.

2. En los casos de convenios colectivos o laudos 
arbitrales suscritos después del 28 de febrero, el titular del 
sector o entidad, según corresponda, debe considerar el 
monto del convenio colectivo en el proceso de programación 
multianual y formulación presupuestaria de la entidad 
en el año siguiente, para su implementación con cargo al 
presupuesto institucional del subsiguiente Año Fiscal.

3. En los supuestos mencionados en los numerales 
1 y 2 precedentes, no se puede superar el límite máximo 
determinado en el Informe Económico Financiero al que 
hace referencia el artículo 6 del presente Decreto de 
urgencia.

5.4 Todo convenio colectivo suscrito o laudo arbitral 
de índole laboral tiene una vigencia mínima de dos (2) 
años. Asimismo, tiene carácter no acumulativo y fuerza 
vinculante en el ámbito de lo acordado y se aplica para 
todos las/os servidoras/es públicos y las/os trabajadoras/
es de entidades o empresas públicas, en el nivel de 
negociación, según corresponda.

5.5 En el caso de empresas públicas y de ESSALuD, 
el convenio colectivo debe ser aprobado por su respectivo 
Directorio, teniendo en cuenta el Informe Económico 
Financiero emitido por el MEF, así como las disposiciones 
dictadas por FONAFE o quien haga sus veces y las que 
se desarrollen en el Reglamento de la presente norma.

5.6 Los alcances de los convenios colectivos de 
los niveles de negociación centralizado y centralizado 
especial, son establecidos en el Reglamento del presente 
Decreto de urgencia.

Artículo 6. Informe Económico Financiero emitido 
por el Ministerio de Economía y Finanzas

6.1 Corresponde al MEF emitir un Informe Económico 
Financiero a partir del cual inician las reuniones entre 
las partes, siempre que se cumpla con lo señalado en 
el numeral 5.1 del artículo 5 del presente Decreto de 
urgencia.

6.2 El Informe Económico Financiero contiene 
la valorización del pliego de reclamos, la situación 
económica, financiera y fiscal del Sector público, 
la situación económica, financiera y disponibilidad 
presupuestaria, su proyección y la gestión fiscal de los 
recursos humanos de la entidad o empresa pública, según 
corresponda, así como el máximo negociable,  conforme 
a lo que se desarrolle en el Reglamento del presente 
Decreto de urgencia, en el cual se establece además las 
fuentes de financiamiento aplicables a la disponibilidad 
presupuestaria antes mencionada.

6.3 El Informe Económico Financiero debe tener 
en cuenta la existencia de las siguientes situaciones 
excepcionales:

1. Si el año previo a que se realice la negociación 
colectiva, los ingresos del gobierno general, como 
porcentaje del Producto Bruto Interno (PBI), caen en más 
de 2.0 puntos del PBI respecto al año previo, según las 
estadísticas oficiales públicas.

2. Si se publica una ley que disponga la aplicación de 
las cláusulas de excepción, en el marco de lo establecido 
en el Decreto Legislativo N° 1276, Decreto Legislativo que 
aprueba el Marco de la Responsabilidad y Transparencia 
Fiscal del Sector Público No Financiero. Este supuesto se 
aplica únicamente para el año que se publica dicha ley.

3. Si se presentan desastres naturales y antrópicos 
de gran magnitud que ameriten la priorización del uso de 
recursos en la atención de los mismos.

6.4 Si el convenio colectivo o el laudo arbitral contraviene 
lo establecido en el Informe Económico Financiero, se 
configura causal de nulidad del respectivo convenio colectivo 
o el laudo arbitral y, para dicho efecto, el Procurador Público 
correspondiente o quien haga sus veces, es competente 
para impugnar el convenio colectivo o el laudo arbitral, 
según corresponda, sin perjuicio del inicio de las acciones 
civiles y penales correspondientes, independientemente 
de las acciones administrativas, contra los que resulten 
responsables. El plazo de impugnación se contabiliza a 
partir de la fecha de publicación del convenio colectivo o del 
laudo arbitral en el Registro al que se refiere el artículo 8 del 
presente Decreto de urgencia.

6.5 Para el caso de las entidades del Sector Público, 
según corresponda, es requisito indispensable para la 
emisión del Informe Económico Financiero, que las/os 
servidoras/es públicas/os y las/os trabajadoras/es de 
empresas públicas, y sus ingresos se encuentren previa 
y debidamente registrados en el Aplicativo Informático 
para el Registro Centralizado de Planillas y de Datos de 
los Recursos Humanos del Sector Público (AIRHSP), 
de acuerdo al Decreto Legislativo N° 1442 y el Decreto 
de urgencia N° 038-2019, bajo responsabilidad. para 
tal efecto, las entidades deben mantener actualizada la 
información antes mencionada.

Artículo 7. Disposiciones sobre arbitraje de índole 
laboral

7.1 Créase el Registro Nacional de Árbitros de 
Negociaciones Colectivas para entidades y empresas del 
Sector público a cargo de SERVIR, para los arbitrajes de 
índole laboral a los que se refiere la presente norma. El 
Registro habilita a que el árbitro inscrito en él participe 
en un arbitraje de índole laboral en el ámbito del sector 
público y emita el laudo arbitral correspondiente.

7.2 El arbitraje de índole laboral respecto a la 
negociación colectiva en el Sector Público es regulado 
por el presente Decreto de urgencia, de acuerdo con las 
siguientes reglas:
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1. Sólo es aplicable en la negociación colectiva a 
nivel descentralizado, y está a cargo de un tribunal 
arbitral integrado por tres (3) miembros, los cuales deben 
estar inscritos en el Registro Nacional de Árbitros de 
Negociaciones Colectivas para entidades y empresas del 
Sector Público.

2. Para la designación del tribunal arbitral, corresponde 
a cada una de las partes elegir a un árbitro y a estos 
efectuar la designación del presidente del tribunal arbitral, 
de entre los árbitros que se encuentren en el Registro 
Nacional de Árbitros de Negociaciones Colectivas para 
entidades y empresas del Sector Público. En caso que los 
árbitros no se pongan de acuerdo en la designación del 
presidente del tribunal arbitral dentro del plazo establecido 
en el Reglamento del presente Decreto de urgencia, 
SERVIR realiza el sorteo respectivo, dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes de haber tomado conocimiento 
de este hecho.

3. Cuando el árbitro incumple lo establecido en el 
Informe Económico Financiero, previo procedimiento 
sancionador a cargo de SERVIR, es excluido del Registro 
Nacional de Árbitros de Negociaciones Colectivas para 
entidades y empresas del Sector Público, no pudiendo 
ser designado en nuevos arbitrajes de índole laboral en 
el ámbito del Sector Público, siendo excluido además de 
aquellos en los que haya sido designado.

4. Mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Presidente del Consejo de Ministros y por la Ministra de 
Justicia y Derechos Humanos, se definen las reglas para 
la elección y designación de los árbitros, para su inclusión 
en el Registro, así como otras causales de exclusión del 
mismo derivadas del incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el Decreto Legislativo N° 1071, Decreto 
Legislativo que norma el arbitraje, en la presente norma 
y en sus normas reglamentarias y complementarias 
aprobadas por decreto supremo. Asimismo, se establece 
las medidas correctivas y cautelares aplicables al 
procedimiento sancionador.

Artículo 8. Registro
Créase el Registro de informes económicos 

financieros elaborados por el MEF, convenios colectivos 
celebrados y laudos arbitrales emitidos a partir de la 
vigencia del presente Decreto de urgencia. Dicho Registro 
es publicado por SERVIR en su portal institucional. Los 
requisitos para su inscripción y publicación se establecen 
en el Reglamento del presente Decreto de urgencia.

Artículo 9. Refrendo
El presente Decreto de urgencia es refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros, y por la Ministra de 
Economía y Finanzas.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIMERA. Normas reglamentarias
Mediante Decreto Supremo refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros y la Ministra 
de Economía y Finanzas, se aprueban normas 
complementarias y reglamentarias que requiere el 
presente Decreto de urgencia.

SEGUNDA. Interpretación y supletoriedad
SERVIR y la Dirección General de Gestión Fiscal 

de los Recursos Humanos del Ministerio de Economía 
y Finanzas interpretan las disposiciones del presente 
Decreto de urgencia y su respectivo Reglamento, en 
materia de sus respectivas competencias.

Son de aplicación supletoria a lo establecido en el 
presente Decreto de urgencia, la Ley N° 30057, Ley 
del Servicio Civil, el Texto Único Ordenado de la Ley de 
Relaciones Colectivas de Trabajo, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 010-2003-TR, la Ley N° 29497, 
Nueva Ley Procesal de Trabajo, el Decreto Legislativo N° 
1071, Decreto Legislativo que norma el arbitraje, y la Ley 
Nº 27556, Ley que Crea el Registro de Organizaciones 
Sindicales de Servidores Públicos, en cuanto corresponda.

TERCERA. Responsabilidad
El incumplimiento de las normas del presente Decreto 

de urgencia y su Reglamento constituye falta de carácter 

disciplinario, siendo responsabilidad de todos los/as 
servidores/as y las/os trabajadoras/es de las entidades o 
empresas del Sector Público que participan de un proceso 
de negociación colectiva efectuar la denuncia respectiva 
ante SERVIR.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

PRIMERA. Vigencia de los convenios colectivos
Todos los acuerdos por convenios colectivos o 

laudos arbitrales anteriores a la vigencia del presente 
Decreto de urgencia, siempre y cuando hayan quedado 
firmes o, habiendo sido judicializados, cuenten con 
calidad de cosa juzgada, son registrados en el AIRHSP 
en tanto cuenten con disponibilidad presupuestaria, 
según corresponda.

En el caso que los convenios colectivos o laudos 
arbitrales afecten la disponibilidad presupuestaria de la 
entidad del Sector Público o en los supuestos previstos 
en el numeral 6.3 del artículo 6 del presente Decreto de 
urgencia, el titular de la entidad solicita al MEF un Informe 
Económico Financiero con la finalidad de iniciar una 
revisión del convenio colectivo o laudo arbitral, a fin de 
que el mismo se inaplique total o parcialmente de manera 
temporal, conforme a lo establecido en el Reglamento del 
presente Decreto de urgencia.

SEGUNDA. Tratamiento de negociación colectiva 
en curso

Las negociaciones colectivas y arbitrajes de índole 
laboral de entidades del Sector Público que se encuentren 
en proceso, se adecúan a lo establecido en el presente 
Decreto de urgencia.

En tanto se implemente el Registro al que se refiere 
el numeral 7.1 del artículo 7, las partes pueden designar 
como árbitros a profesionales de reconocido prestigio 
autorizados por SERVIR.

En el caso de procesos arbitrales en que los árbitros 
no se hayan puesto de acuerdo en la elección del 
presidente del tribunal arbitral o que dicho tribunal esté 
pendiente de instalarse, corresponde a SERVIR designar 
al presidente del tribunal arbitral, bajo sanción de nulidad 
de las actuaciones llevadas a cabo y del laudo arbitral 
correspondiente.

TERCERA. Presentación del pliego de reclamos 
durante el Año Fiscal 2020

Durante el Año Fiscal 2020, únicamente pueden 
presentar su pliego de reclamos las organizaciones 
sindicales de las entidades del Sector Público que no 
tengan o no hayan iniciado alguna negociación colectiva 
que incluya condiciones económicas durante los años 
2016, 2017, 2018 y 2019, teniendo en cuenta los tres (3) 
niveles de negociación colectiva.

La presentación de dicho pliego de reclamos se 
puede realizar hasta el 31 de marzo del 2020. Para 
tal efecto, exonérese a las organizaciones sindicales 
referidas en el párrafo anterior, de lo establecido en 
el numeral 5.2 del artículo 5 del presente Decreto de 
urgencia.

Los convenios colectivos y laudos arbitrales producto 
de dichas negociaciones son implementados con cargo al 
presupuesto de los Años Fiscales 2021 o 2022, teniendo 
en cuenta el límite máximo negociable determinado en el 
Informe Económico Financiero.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós 
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA ANTONIETA ALVA LupERDI
Ministra de Economía y Finanzas

1848441-2
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DECRETO DE URGENCIA
Nº 016-2020

DECRETO DE URGENCIA QUE ESTABLECE 
MEDIDAS EN MATERIA DE LOS RECURSOS 

HUMANOS DEL SECTOR PÚBLICO

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia, de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, el inciso 2 del artículo 2 de la Constitución 
Política del Perú reconoce la igualdad ante la Ley y 
el artículo 40 establece que la Ley regula el ingreso 
a la carrera administrativa y los derechos, deberes 
y responsabilidades de las servidoras públicas y los 
servidores públicos;

Que, el Decreto Legislativo Nº 1442, Decreto 
Legislativo de la Gestión Fiscal de los Recursos 
Humanos en el Sector Público, tiene por objeto establecer 
disposiciones sobre la Gestión Fiscal de los Recursos 

Humanos en el Sector Público, como mecanismo para 
fortalecer y modernizar el Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos;

Que, en virtud al Principio de Exclusividad de la 
Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Sector 
Público, previsto en el inciso 2 del artículo 2 del Decreto 
Legislativo Nº 1442, la Dirección General de Gestión Fiscal 
de los Recursos Humanos del Ministerio de Economía y 
Finanzas tiene competencia exclusiva y excluyente en 
materia de ingresos correspondientes a los recursos 
humanos del Sector Público, así como para desarrollar 
normas sobre dicha materia, en lo que corresponda;

Que, en concordancia con el Principio de Equilibrio 
presupuestario establecido en el artículo 78 de la 
Constitución Política del Perú, en el Decreto Legislativo 
Nº 1440, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de 
Presupuesto Público;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con el cargo de dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al Congreso, una vez que 
éste se instale;

DECRETA:

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto 

establecer medidas en materia de los Recursos Humanos, 
a efectos de regular el ingreso de las servidoras y los 
servidores a las entidades del Sector Público; y, garantizar 
una correcta gestión y administración de la Planilla Única 
de Pago del Sector Público.

Artículo 2. Reglas para el ingreso a las entidades 
del Sector Público

Para el ingreso a las entidades del Sector Público, 
comprendidas en el inciso 1 del numeral 4.2 del artículo 
4 del Decreto Legislativo Nº 1442, con independencia del 
régimen laboral al que pertenecen, se debe observar lo 
siguiente:
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1. El ingreso a las entidades del Sector Público 
se realiza a través de un concurso público en estricto 
cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y 
complementarias vigentes, que regulan la contratación de 
personal, así como las normas de ingreso de personal de 
cada Sector.

2. Lo dispuesto en el numeral 1 no es aplicable para 
la designación en cargos de confianza y de directivos 
superiores de libre designación y remoción, conforme 
a los documentos de gestión de la entidad, a la Ley Nº 
28175, Ley Marco del Empleo Público, a la Ley Nº 30057, 
Ley del Servicio Civil, y demás normativa sobre la materia, 
según corresponda.

3. Cuando se trate de Programas y Proyectos 
Especiales, la servidora pública y el servidor público 
debe ser contratado según la naturaleza del Programa 
o Proyecto, de acuerdo a lo establecido en la Ley Nº 
29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, considerando 
un plazo máximo de vigencia no mayor al año fiscal, 
en el marco de la normativa vigente, renovable según 
corresponda por la necesidad del servicio, y que no 
exceda la vigencia del Programa y Proyecto Especial 
respectivo. Dichas contrataciones deben realizarse en 
concordancia con las medidas de austeridad, disciplina 
fiscal y calidad del gasto público establecidas en las 
Leyes Anuales de Presupuesto y en la normatividad 
vigente vinculada a dichas modalidades de contratación. 
Concluido el Programa o Proyecto, finaliza el vínculo 
entre la entidad y la servidora pública o el servidor 
público.

4. La contratación bajo el régimen laboral especial 
del Decreto Legislativo Nº 1057, Decreto Legislativo que 
regula el régimen especial de Contratación Administrativa 
de Servicios, no es aplicable a la ejecución de inversiones 
bajo el ámbito del Sistema Nacional de Programación 
Multianual y Gestión de Inversiones, ni a Proyectos que 
no se encuentren bajo el ámbito de dicho sistema.

Artículo 3. Ingreso por mandato judicial a las 
entidades del Sector Público

3.1 Los mandatos judiciales que ordenen la reposición, 
la reincorporación o el reconocimiento de vínculo laboral 
en entidades del Sector Público comprendidas en el inciso 
1 del numeral 4.2 del artículo 4 del Decreto Legislativo 
Nº 1442, con independencia del régimen laboral al que 
se refiera la demanda, el motivo de la desvinculación del 
demandante o la forma en la que esta se haya realizado, 
deben observar, bajo responsabilidad, las siguientes 
reglas:

1. Sólo puede efectuarse en la entidad del Sector 
Público que fue parte demandada en el proceso judicial.

2. Sólo procede en una plaza a tiempo indeterminado 
cuando la persona haya ingresado por concurso público 
en una plaza presupuestada, de naturaleza permanente y 
vacante, de duración indeterminada; y, se trate del mismo 
régimen laboral en el cual fue contratada.

3. Para el caso de reconocimiento de vínculo laboral 
dispuesto por sentencia judicial, el demandante debe ser 
incorporado al régimen laboral vigente que corresponda 
a la Entidad. El cambio de régimen laboral únicamente 
procede mediante un nuevo concurso público.

3.2 Para dictar una medida cautelar, además de 
verificar el cumplimiento de los requisitos previstos para su 
interposición en la normatividad vigente, debe cumplirse 
lo establecido en el numeral 3.1 del presente artículo.

3.3 Cuando no sea posible proceder conforme a lo 
establecido en el numeral 3.1 del presente artículo, se 
toman en cuenta las siguientes reglas:

1. Dentro de un proceso judicial en trámite sobre 
reposición, reincorporación o reconocimiento de vínculo 
laboral, el juez de oficio o a pedido de parte dispone la 
indemnización prevista en el inciso 3 del presente numeral 
3.3. Asimismo, en ejecución de sentencia, previo traslado 
a las partes, el juez puede excepcionalmente disponer la 
indemnización prevista en el inciso 3 del presente numeral 
3.3 por lo dispuesto en la sentencia.

2. No puede solicitarse conjuntamente, sea en sede 
administrativa y/o judicial, la reposición, reincorporación 
o el reconocimiento de vínculo laboral y la indemnización 
establecida en el inciso 3 del presente numeral 3.3, 
así se trate de pretensiones subordinadas. Cuando la 
servidora pública o el servidor público solicite el pago de 
la indemnización, se excluye su pretensión de reposición, 
reincorporación o el reconocimiento de vínculo laboral; 
y, viceversa. Se trata de pretensiones alternativas y 
excluyentes entre sí.

3. El pago de la indemnización establecida equivale 
a una compensación económica y media mensual o 
remuneración y media mensual por cada año completo 
de prestación de servicios, según corresponda al 
régimen laboral al que pertenezca, hasta un tope de doce 
(12) compensaciones económicas o remuneraciones 
mensuales. Las fracciones de año se abonan por dozavos 
y treintavos. No procede la indemnización en el caso 
de las servidoras públicas o los servidores públicos de 
confianza. El otorgamiento de la indemnización excluye la 
posibilidad de ordenar la reposición, la reincorporación o 
el reconocimiento de vínculo laboral.

4. Para el cálculo de la indemnización a que se 
refiere el inciso 3 del presente numeral 3.3, se debe 
tomar como referencia la última remuneración mensual o 
compensación económica percibida por el demandante en 
la entidad en la cual ha laborado o ha prestado servicios.

3.4 Salvo lo establecido en el numeral 3 del artículo 
2 del presente Decreto de Urgencia, para disponer por 
mandato judicial la reubicación, reincorporación o el 
reconocimiento de vínculo laboral del personal de un 
Programa o Proyecto Especial extinguido o fusionado 
con otra entidad, en otra entidad del Sector Público, sólo 
procede dicho mandato cuando exista una norma con 
rango de Ley que así lo permita, la misma que establece 
el procedimiento para su financiamiento, sin demandar 
recursos adicionales al Tesoro Público.

3.5 En caso que el Procurador Público competente 
advierta que no se han seguido las reglas contenidas 
en el presente artículo, debe iniciar las acciones legales 
pertinentes. De corresponder, el Procurador Público 
interpone la demanda a que hace referencia el artículo 
178 del Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil.

Artículo 4. Prohibición de ingreso de personal al 
Régimen del Decreto Legislativo Nº 276

4.1 Se encuentra prohibido el ingreso, contratación 
o nombramiento de servidoras públicas o servidores 
públicos bajo el régimen laboral del Decreto Legislativo 
Nº 276, Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de 
Remuneraciones del Sector Público en las entidades del 
sector público.

4.2 Las entidades del Sector Público sujetas al régimen 
del Decreto Legislativo Nº 276, que requieran contratar 
personal efectúan dicha contratación únicamente a través 
del contrato administrativo de servicios, regulado por el 
Decreto Legislativo Nº 1057, Decreto Legislativo que 
regula el régimen especial de contratación administrativa 
de servicios.

4.3 La prohibición regulada en el presente artículo 
no resulta aplicable para la designación de funcionarios 
públicos, directivos públicos de libre designación o 
remoción o empleados de confianza durante el año 2020, 
para efectos de la contratación de las servidoras públicas 
o servidores públicos en el marco de lo establecido en los 
artículos 6 y 7 del presente Decreto de Urgencia.

Artículo 5. Procedimiento especial para el tránsito 
al régimen del Servicio Civil de las entidades públicas 
que iniciaron sus operaciones o funcionamiento a 
partir del año 2014

5.1 Exonérase a las entidades públicas que iniciaron 
sus operaciones o funcionamiento a partir del año 2014, 
de lo dispuesto en la Tercera Disposición Complementaria 
Transitoria de la Ley Nº 30057.

5.2 Mediante Decreto Supremo se regula el 
procedimiento simplificado que deben seguir las entidades 
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públicas a que se refiere el numeral anterior, para transitar 
al régimen del Servicio Civil regulado por Ley Nº 30057. 
El Poder Ejecutivo emite dicho Decreto Supremo dentro 
de los treinta (30) días hábiles siguientes a la vigencia del 
presente Decreto de Urgencia, a propuesta de la Autoridad 
Nacional del Servicio Civil (SERVIR), refrendado por 
el Presidente del Consejo de Ministros y la Ministra de 
Economía y Finanzas.

5.3 Exonérase a las entidades a las que se refiere el 
presente artículo de lo dispuesto en la Octava Disposición 
Complementaria Final del Decreto de Urgencia Nº 014-
2019, Decreto de Urgencia que aprueba el Presupuesto 
del Sector Público para el Año Fiscal 2020. En tal sentido, 
facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a emitir los 
Decretos Supremos a los que se refiere el artículo 52 de la 
Ley Nº 30057 para la aprobación de las compensaciones 
económicas de los titulares de las entidades a las que se 
refiere el presente artículo, las cuales son incorporadas 
al Cuadro de Puestos de la Entidad (CPE), una vez que 
sea aprobado.

5.4 Lo establecido en el presente artículo se financia 
con cargo al presupuesto institucional de las entidades 
correspondientes.

Artículo 6. Ingreso de profesores del Ministerio de 
Defensa a la carrera pública magisterial de la Ley Nº 
29944

6.1 Los profesores nombrados con título pedagógico 
bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 276 que se 
encuentran laborando en las instituciones educativas 
de educación básica y técnico productiva del Ministerio 
de Defensa, previa aprobación de una evaluación 
excepcional a cargo del Ministerio de Educación, en 
coordinación con el Ministerio de Defensa, ingresan a la 
carrera pública magisterial regulada en la Ley Nº 29944, 
Ley de Reforma Magisterial, siéndoles de alcance todo 
lo establecido en dicha Ley. En un plazo no mayor de 
ciento ochenta (180) días calendario contados a partir 
de la vigencia del presente Decreto de Urgencia, se 
aprueba mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Ministerio de Educación, en coordinación con el Ministerio 
de Defensa y el Ministerio de Economía y Finanzas, los 
criterios, condiciones, procedimientos y mecanismos, así 
como las disposiciones complementarias necesarias para 
la implementación de lo dispuesto en el presente numeral.

6.2 A partir del Año Fiscal 2021, el Ministerio 
de Educación y los Gobiernos Regionales, según 
corresponda, realizan la contratación de docentes de las 
instituciones educativas de educación básica y técnico 
productiva del Ministerio Defensa en el marco de la Ley Nº 
30328, Ley que establece medidas en materia educativa y 
dicta otras disposiciones.

6.3. Para el financiamiento de la evaluación 
excepcional de ingreso a la carrera pública magisterial, 
a que se refiere el numeral 6.1, autorízase al Ministerio 
de Defensa con cargo a los recursos de su presupuesto 
institucional y sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público, a efectuar las modificaciones presupuestarias en 
el nivel institucional a favor del Ministerio de Educación, 
las cuales se aprueban mediante Decreto Supremo 
refrendado por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
el Ministerio de Educación y el Ministerio de Defensa, a 
solicitud de este último.

6.4. El financiamiento de lo establecido en el presente 
artículo, en cuanto a la implementación de la Ley Nº 
29944, respecto a remuneraciones, derechos, beneficios, 
evaluaciones, capacitaciones, entre otras acciones de 
personal, se efectúa con cargo al presupuesto institucional 
del Ministerio de Educación y los Gobiernos Regionales, 
según corresponda.

6.5. El Ministerio de Defensa se encarga de la 
gestión de los recursos humanos de los profesores 
comprendidos en el ámbito de aplicación del presente 
artículo, hasta la incorporación de los profesores en la 
carrera pública magisterial. Una vez incorporados, el 
Ministerio de Educación y los Gobiernos Regionales, 
según corresponda, asumen la gestión de dicho personal.

6.6. La servidora pública o el servidor público 
nombrado, bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 

276, que realiza función docente y no ingrese a la carrera 
pública magisterial en el plazo establecido en el Decreto 
Supremo a que se refiere el numeral 6.1 del presente 
artículo, no puede seguir realizando función docente, 
correspondiendo al Ministerio de Defensa asignarle las 
funciones pertinentes en el marco del Decreto Legislativo 
Nº 276.

Artículo 7. Ingreso de docentes del Ministerio de 
Defensa a la carrera pública de docentes de la Ley Nº 
30512

7.1. Los docentes nombrados bajo el régimen del 
Decreto Legislativo Nº 276 que se encuentran laborando 
en los institutos o escuelas de educación superior 
tecnológica del Ministerio de Defensa ingresan a la carrera 
pública docente de la Ley Nº 30512, Ley de Institutos y 
Escuelas de Educación Superior y de la Carrera Pública 
de sus Docentes, siéndoles de alcance lo establecido 
en las disposiciones de la carrera pública del docente. 
En un plazo no mayor de ciento ochenta (180) días 
calendario contados a partir de la vigencia del presente 
Decreto de Urgencia, se aprueba mediante Decreto 
Supremo refrendado por el Ministerio de Educación, 
en coordinación con el Ministerio de Defensa y, con 
el Ministerio de Economía y Finanzas, los requisitos, 
criterios, condiciones, procedimientos y mecanismos 
para ubicar a los docentes nombrados en las categorías 
de la carrera pública docente de la Ley Nº 30512, así 
como las disposiciones complementarias necesarias para 
implementar este numeral.

7.2. A partir del Año Fiscal 2021, el Ministerio de 
Defensa realiza la contratación de docentes de las 
instituciones educativas de educación superior tecnológica 
bajo su gestión en el marco del artículo 101 de la Ley Nº 
30512.

7.3. El financiamiento de lo establecido en el presente 
artículo, en cuanto a la implementación de la Ley Nº 
30512, respecto a remuneraciones, derechos, beneficios, 
evaluaciones, capacitaciones, entre otras acciones de 
personal, se efectúa con cargo al presupuesto institucional 
del Pliego 026: Ministerio de Defensa. Para ello, se 
autoriza al Ministerio de Defensa a realizar modificaciones 
presupuestarias en el nivel funcional programático 
quedando exonerado de lo establecido en el artículo 6 
y del numeral 9.1 del artículo 9 del Decreto de Urgencia 
Nº 014-2019. La referida modificación se efectúa previo 
informe favorable de la Dirección General de Presupuesto 
Público, con opinión técnica favorable de la Dirección 
General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del 
Ministerio de Economía y Finanzas.

7.4. El Ministerio de Defensa se encarga de la 
gestión de los recursos humanos de los docentes 
comprendidos en el ámbito de aplicación del presente 
artículo, sujetándose a lo dispuesto por el Ministerio de 
Educación, en el marco de la Ley Nº 30512. Para tal 
efecto, se exonera al Ministerio de Defensa del artículo 8 
del Decreto de Urgencia Nº 014-2019.

7.5. La servidora pública o el servidor público nombrado 
bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 276 que 
realiza función docente que no cumpla con los requisitos 
regulados en la Ley Nº 30512 para ingresar a la carrera 
pública docente, tiene un plazo no mayor de dos (02) años 
desde la entrada en vigencia de la presente norma para 
ingresar a la carrera pública docente, de conformidad 
con el Decreto Supremo al que se hace referencia en el 
numeral 7.1 del presente artículo. En caso no ingrese, 
no puede realizar función docente, correspondiendo al 
Ministerio de Defensa asignarle las funciones pertinentes 
en el marco del Decreto Legislativo Nº 276.

Artículo 8. Ingreso de docentes al Centro de 
Formación en Turismo en el marco de la Ley Nº 30512

8.1. El ingreso de docentes en el Centro de Formación 
en Turismo (CENFOTUR) del Ministerio de Comercio 
Exterior y Turismo se enmarca en lo establecido por la 
Ley Nº 30512, Ley de Institutos y Escuelas de Educación 
Superior y de la Carrera Publica de sus Docentes. 
Mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministerio 
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de Educación, en coordinación con el Ministerio de 
Comercio Exterior y Turismo y, el Ministerio de Economía 
y Finanzas, se establecen los requisitos, criterios, 
condiciones, procedimientos y mecanismos, así como 
las disposiciones complementarias necesarias para la 
implementación de lo dispuesto en el presente numeral.

8.2. A partir del Año Fiscal 2020, CENFOTUR del 
Ministerio de Comercio Exterior y Turismo realiza la 
contratación de docentes de las instituciones educativas 
de educación superior tecnológica bajo su gestión en 
el marco del artículo 101 de la Ley Nº 30512, siéndoles 
aplicables las remuneraciones establecidas en la 
referida Ley según el tipo de docentes como Escuela de 
Educación Superior (EES). Para el caso del número de 
docentes altamente especializados es aplicable un límite 
de 30% en cantidad de docentes, disminuyendo dicho 
porcentaje en 5% cada dos años hasta llegar al 10% a 
partir del primer año de implementación del numeral 8.1 
del presente artículo.

8.3. El financiamiento de lo establecido en el presente 
artículo, en cuanto a la implementación de la Ley Nº 
30512, respecto a remuneraciones, derechos, beneficios, 
evaluaciones, capacitaciones, entre otras acciones 
de personal, se efectúa con cargo al presupuesto 
institucional del Pliego 180: Centro de Formación 
en Turismo – CENFOTUR sin demandar recursos 
adicionales al Tesoro Público. Para ello, se autoriza a 
dicha entidad a realizar modificaciones presupuestarias 
en el nivel funcional programático, quedando exonerada 
de lo establecido en el artículo 6 y del numeral 9.1 del 
artículo 9 del Decreto de Urgencia Nº 014-2019. La 
referida modificación se efectúa previo informe favorable 
de la Dirección General de Presupuesto Público, con 
opinión técnica favorable de la Dirección General de 
Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Ministerio 
de Economía y Finanzas.

8.4. El CENFOTUR se encarga de la gestión de los 
recursos humanos de los docentes comprendidos en el 
ámbito de aplicación del presente artículo, sujetándose 
a lo dispuesto por el Ministerio de Educación, en el 
marco de la Ley Nº 30512. Para tal efecto, se exonera 
al CENFOTUR del artículo 8 del Decreto de Urgencia Nº 
014-2019.

8.5. EL CENFOTUR, sólo para efectos de la Carrera 
Pública Docente de la Ley Nº 30512, se entiende como 
Escuela de Educación Superior (EES), haciendo las 
veces de la Dirección Regional de Educación.

Artículo 9. Ordenamiento de percepción de 
ingresos y adecuación de cargos del personal del 
Sector Salud

9.1 Autorízase por única vez al Ministerio de Salud, al 
Instituto Nacional de Enfermedades Neoplásicas y a los 
Gobiernos Regionales, en coordinación con el Ministerio 
de Economía y Finanzas, a través de la Dirección General 
de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos, hasta el 30 
de junio de 2020, a realizar lo siguiente:

1. La adecuación de los ingresos del personal 
profesional administrativo nombrado bajo el régimen 
del Decreto Legislativo Nº 276, conforme a los ingresos 
de dicha carrera, que a la fecha perciben ingresos 
regulados mediante el Decreto Legislativo Nº 1153, 
Decreto Legislativo que regula la política integral de 
compensaciones y entregas económicas del personal de la 
salud al servicio del Estado, identificados por el Ministerio 
de Salud a partir de la información proporcionada en el 
proceso de implementación de la Nonagésima Octava 
Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 30879, 
Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2019.

2. La adecuación del cargo del personal técnico 
y auxiliar registrado en el Aplicativo Informático para 
el Registro Centralizado de Planillas y de Datos de los 
Recursos Humanos del Sector Público (AIRHSP), con 
cargo administrativo del régimen laboral del Decreto 
Legislativo Nº 276, que perciben ingresos en el marco del 
Decreto Legislativo Nº 1153, a fin que sean registrados 
como personal asistencial de la Ley Nº 28561, Ley que 

regula el trabajo de los técnicos y auxiliares asistenciales 
de salud.

3. La referida adecuación, corresponde al personal 
técnico y auxiliar asistencial identificado por el Ministerio 
de Salud, en el marco de la implementación de la 
Nonagésima Octava Disposición Complementaria Final 
de la Ley Nº 30879, considerando el perfil, formación 
académica o la acreditación de la experiencia no menor 
de tres (3) años en el cargo a la entrada en vigencia 
de la presente norma. En caso algún personal técnico 
y auxiliar asistencial nombrado no cumpla con dichos 
requisitos, éste se mantiene dentro del régimen laboral 
del Decreto Legislativo Nº 276, desempeñando labores 
administrativas.

9.2. La implementación de lo establecido en el numeral 
9.1 del presente artículo, en ningún caso, afecta los 
ingresos del personal. Las cargas sociales están sujetas 
según el régimen laboral respectivo.

9.3. En los casos que corresponda, el monto 
diferencial resultante de la aplicación de lo señalado en el 
numeral 9.1 del presente artículo constituye un beneficio 
extraordinario transitorio, previa opinión de la Dirección 
General de Gestión Fiscal de los Recursos Humanos. 
Dicho monto no tiene carácter remunerativo, no constituye 
base para el cálculo de otros beneficios y es percibido 
por la servidora pública o el servidor público en tanto se 
mantenga bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 276.

9.4. La implementación de lo establecido en el 
presente artículo se registra en el Aplicativo Informático 
para el Registro Centralizado de Planillas y de Datos de 
los Recursos Humanos del Sector Público (AIRHSP) a 
cargo del Ministerio de Economía y Finanzas.

9.5. La implementación del presente artículo se financia 
con cargo a los presupuestos institucionales de los pliegos 
involucrados, sin demandar recursos adicionales del 
Tesoro Público. Para tal efecto, se exonera al Ministerio de 
Salud, al Instituto Nacional de Enfermedades Neoplásicas 
y a los Gobiernos Regionales del artículo 6 del Decreto 
de Urgencia Nº 014-2019 y del literal a.5 de la Novena 
Disposición Transitoria de la Ley Nº 28411, Ley General 
del Sistema Nacional de Presupuesto.

Artículo 10. Contratación de Procuradores 
Públicos bajo los alcances de la Ley Nº 29806

10.1 Autorízase a las entidades del Sector Público 
correspondientes, en el marco de la implementación de 
la Procuraduría General del Estado creada por el Decreto 
Legislativo Nº 1326, Decreto Legislativo que reestructura 
el Sistema Administrativo de Defensa Jurídica del Estado y 
crea la Procuraduría General del Estado y su Reglamento 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 018-2019-JUS, a 
contratar al Procurador General del Estado, al Procurador 
General Adjunto del Estado, al Gerente General de la 
Procuraduría General del Estado, a los Procuradores 
Públicos Especializados y sus respectivos Adjuntos, 
bajo los alcances de la Ley Nº 29806, Ley que regula la 
contratación del Personal Altamente Calificado (PAC).

10.2 Para la contratación señalada en el numeral 
anterior, se debe contar con la opinión favorable 
del Ministerio de Economía y Finanzas, quien fija 
los niveles de la contraprestación de acuerdo a su 
grado de responsabilidad, así como los requisitos y/o 
procedimientos mediante Decreto Supremo.

Artículo 11. Beneficio de jubilación en el marco de 
la Ley Nº 27803

11.1 A partir de la vigencia del presente Decreto de 
Urgencia y hasta el 31 de diciembre de 2020, los ex 
trabajadores que se encuentren debidamente inscritos 
en el Registro Nacional de Trabajadores Cesados 
Irregularmente en el marco de la Ley Nº 27803, Ley 
que implementa las recomendaciones derivadas de las 
comisiones creadas por las Leyes Nº 27452 y Nº 27586 
encargadas de revisar los ceses colectivos efectuados 
en las Empresas del Estado sujetas a Procesos de 
Promoción de la Inversión Privada y en las entidades 
del Sector Público y Gobiernos Locales, y la Ley Nº 
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30484, Ley de Reactivación de la Comisión Ejecutiva 
creada por la Ley Nº 27803, que habiendo optado por el 
beneficio de la reincorporación o reubicación laboral en 
las entidades del Sector Público de los tres (3) niveles 
de gobierno, comprendidas en el artículo 5 del Decreto 
Legislativo Nº 1436, incluidas las empresas del Estado, 
no hayan accedido al indicado beneficio, y que alcancen 
la edad de jubilación hasta el 31 de diciembre de 2020, 
pueden optar por única vez y de manera excepcional 
por el reconocimiento de los años de aporte pensionario 
que fueron dejados de aportar por efecto de los ceses 
colectivos para acceder a una pensión de jubilación.

11.2 El reconocimiento de los años de aporte 
pensionario se otorga por un periodo no mayor a doce 
(12) años para jubilación, por el tiempo en que se extendió 
el cese del trabajador, y no incluye el pago de aportes 
por períodos en los que el ex trabajador hubiera laborado. 
Para efecto de la determinación de los aportes, estos 
deben calcularse considerando como remuneración 
de referencia la última remuneración percibida por el 
beneficiario a la fecha de cese.

11.3 Autorízase a las entidades del sector público 
comprendidas en el numeral 11.1 del presente artículo, o 
a las que hagan sus veces, según se determine mediante 
decreto supremo, al pago de los aportes pensionarios 
por el periodo que el trabajador estuvo cesado a partir de 
la fecha de su cese irregular, debiéndose descontar los 
periodos en los que el trabajador efectivamente laboró y/o 
se efectuaron los aportes respectivos. Para el caso del 
Sistema Nacional de Pensiones, la naturaleza del aporte 
tiene la calidad de obligatorio y, en el caso del Sistema 
Privado de Pensiones, la naturaleza de aporte tiene la 
calidad de voluntario con fin previsional.

11.4 Autorízase por única vez al Ministerio de Economía 
y Finanzas a habilitar los registros correspondientes en 
el Aplicativo Informático para el Registro Centralizado 
de Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del 
Sector Público (AIRHSP) a las entidades que, a la fecha 
de entrada en vigencia del presente Decreto de Urgencia, 
culminaron el proceso de reincorporación o reubicación a 
favor de los ex trabajadores beneficiarios.

11.5 Mediante Decreto Supremo refrendado por la 
Ministra de Economía y Finanzas y la Ministra de Trabajo 
y Promoción del Empleo, a propuesta de esta última, 
se establecen medidas complementarias para la mejor 
aplicación de lo establecido en el presente artículo.

Artículo 12. Ingresos del personal sujeto al 
régimen laboral del Decreto Legislativo Nº 728 del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, 
y de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, y 
aprobación de la Compensación Económica de sus 
titulares en el marco de la Ley Nº 30057

12.1 Autorízase al Ministerio de Economía y Finanzas, 
durante el Año Fiscal 2020, a aprobar una escala de 
ingresos para los trabajadores sujetos al régimen laboral 
del Decreto Legislativo Nº 728, Ley de Productividad 
y Competitividad Laboral del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (RENIEC) y de la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales (ONPE), la cual tiene 
carácter transitorio hasta la implementación del régimen 
de la Ley Nº 30057, que debe culminar el 31 de julio 
del año 2021. La aprobación de la escala de ingresos 
se sujeta a lo establecido en el artículo 8 del Decreto 
Legislativo Nº 1442. Para dicho efecto, la ONPE y el 
RENIEC deben cumplir con actualizar su información en 
el Aplicativo Informático para el Registro Centralizado de 
Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del Sector 
Público (AIRHSP). La citada disposición se encuentra 
exonerada de lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto de 
Urgencia Nº 014-2019.

12.2. Dispóngase que todos los ingresos de los 
trabajadores del Registro Nacional de Identificación 
y Estado Civil (RENIEC) y de la Oficina Nacional de 
Procesos Electorales (ONPE) sujetos al Régimen 
Laboral del Decreto Legislativo Nº 728, previamente a 
la aprobación de la escala de ingresos a que se refiere 
el numeral 12.1 del presente artículo, se consolidan 
en un único monto, el mismo que tiene naturaleza 

remunerativa y se encuentra afecto a carga social. Para 
tal efecto:

1. Dispóngase que el RENIEC y la ONPE remitan al 
Ministerio de Economía y Finanzas hasta el 31 de marzo 
de 2020, la información que sustente aquellos ingresos 
no registrados en el AIRHSP, incluyendo convenios 
colectivos, laudos arbitrales judicializados o no, y otros 
similares.

2. La información que no sea remitida en la fecha 
establecida, no es considerada para efectos de la 
consolidación a que se refiere el numeral precedente. 
En tales casos, esos conceptos quedan sin efecto y la 
entidad se encuentra prohibida de efectuar su pago, 
bajo responsabilidad de los funcionarios y/o servidoras 
públicas o servidores públicos que corresponda.

12.3 Dispóngase que para la emisión del Decreto 
Supremo a que hace referencia el último párrafo del 
artículo 52 de la Ley Nº 30057 para los titulares del 
RENIEC y de la ONPE, se les exonera del artículo 6 y de la 
Octava Disposición Complementaria Final del Decreto de 
Urgencia Nº 014-2019, y de las prohibiciones contenidas 
en la Ley Nº 28212, Ley que regula los ingresos de los 
Altos Funcionarios Autoridades del Estado y dicta otras 
medidas, bajo las siguientes reglas:

1. Dichas compensaciones económicas se aplican a 
partir de la vigencia del referido Decreto Supremo y son 
consideradas en el Cuadro de Puestos de la Entidad 
(CPE), al momento de su aprobación.

2. El monto de la compensación económica se paga a 
razón de doce (12) veces por año, más dos (2) veces por 
concepto de aguinaldos, uno (1) por Fiestas Patrias y uno 
(1) por Navidad.

12.4 Lo dispuesto en el presente artículo se financia 
con cargo al presupuesto institucional del RENIEC y de 
la ONPE, sin demandar recursos adicionales al Tesoro 
Público, exceptuándose a la ONPE de lo establecido en el 
numeral 9.1 del artículo 9 del Decreto de Urgencia Nº 014-
2019, lo que no exime a dicha entidad del informe previo 
favorable de la Dirección General de Presupuesto Público 
y de la opinión técnica de la Dirección General de Gestión 
Fiscal de los Recursos Humanos a la que se refiere el 
mencionado numeral.

12.5 El monto de los ingresos y las compensaciones 
económicas se registran en el AIRHSP, a cargo del 
Ministerio de Economía y Finanzas.

Artículo 13. Disposiciones para la adecuada 
ejecución del Decreto Legislativo Nº 1442

13.1 La Dirección General de Gestión Fiscal de 
Recursos Humanos del Ministerio de Economía y 
Finanzas, en el marco del Decreto Legislativo Nº 1442, 
es competente para los ingresos correspondientes a los 
Recursos Humanos del Sector Público, de acuerdo a lo 
siguiente:

1. La Gestión Fiscal de los Recursos Humanos en el 
Sector Público, parte del subsistema de compensaciones, 
incluye:

a. Ingresos de Personal: son las contraprestaciones 
en dinero, permanentes o periódicas, o excepcionales u 
ocasionales, que realizan las entidades del Sector Público 
a favor de la servidora pública o del servidor público, bajo 
cualquier modalidad de contratación; las mismas que 
comprenden compensaciones, entregas, valorizaciones, 
bonificaciones, asignaciones, retribuciones, incentivos, 
beneficios de naturaleza económica, otorgados en el 
marco de una norma con rango de Ley del Gobierno 
Nacional y/o con Decreto Supremo, negociación colectiva 
y/o laudo arbitral.

b. Gastos por Encargo: incluyen los gastos 
financiados por fondos públicos destinados al pago de 
estipendios, subvenciones de las modalidades formativas, 
propinas y otros de similar naturaleza, que se otorguen en 
el marco de una norma con rango de Ley del Gobierno 
Nacional y/o con Decreto Supremo.
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2. La Gestión Fiscal de las pensiones y reconocimientos 
estatales incluye:

a. Pensiones: son las prestaciones económicas que 
se otorgan periódicamente a una persona que ha cumplido 
con los requisitos establecidos en la normatividad de la 
materia, y que sirven para afrontar los riesgos de la vejez 
o la incapacidad permanente para el trabajo, creadas por 
norma con rango de ley emitida por el Gobierno Nacional 
o Decreto Supremo.

b. Reconocimientos Estatales: son las asignaciones, 
incentivos o beneficios de cualquier naturaleza que otorga 
el Estado a cualquier persona natural por una labor o 
contribución a la sociedad de trascendencia nacional en 
beneficio del país. Es creado por norma con rango de Ley 
del Gobierno Nacional y/o Decreto Supremo.

13.2 La Programación Multianual de los Ingresos 
correspondientes a los Recursos Humanos del Sector 
Público, comprende la determinación de los costos de 
los ingresos de personal, gastos por encargo, pensiones 
contributivas y reconocimientos estatales, además del 
costo de la carga social en materia de seguridad social 
a cargo de la entidad pública; y aquellos otros aportes 
establecidos mediante norma con rango de Ley del 
Gobierno Nacional y/o Decreto Supremo.

13.3 La Planilla Única de Pagos del Sector Público 
incluye ingresos correspondientes a los recursos 
humanos, descuentos y aportes. El Aplicativo Informático 
de la Planilla Única de Pago del Sector Público comprende 
el Módulo de Ingresos de Personal y Gastos por Encargo; 
el Módulo de Pensiones y Reconocimientos Estatales; y, 
el Módulo de Planilla.

13.4 Se excluye de las entidades comprendidas en los 
incisos 1 y 2 del numeral 4.2 del artículo 4 del Decreto 
Legislativo Nº 1442, al Banco Central de Reserva del Perú 
(BCRP) y a la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP 
(SBS), así como cualquier referencia a éstas en la citada 
norma.

Artículo 14. Autorización para continuar el proceso 
de nombramiento dispuesto en la Ley Nº 30957

14.1 Autorízase al Ministerio de Salud, sus organismos 
públicos, los gobiernos regionales y las comunidades 
locales de administración en salud (CLAS), la continuación 
del proceso de nombramiento de hasta el 40% (cuarenta 
por ciento) durante el año 2020, de los profesionales de 
la salud, técnicos y auxiliares asistenciales de la salud, 
que resultaron aptos durante el proceso iniciado en el año 
2019 en el marco de la Ley Nº 30957, Ley que autoriza 
el nombramiento progresivo como mínimo del veinte por 
ciento (20%) de los profesionales de la salud, técnicos y 
auxiliares asistenciales de la salud que a la entrada en 
vigencia del Decreto Legislativo Nº 1153 tuvieron vínculo 
laboral y fueron identificados en el marco de la Disposición 
Complementaria Final Nonagésima Octava de la Ley 
Nº 30693, Ley de Presupuesto del Sector Público para 
el Año Fiscal 2018, y cumplieron con las condiciones y 
requisitos establecidos por el Ministerio de Salud para el 
mencionado nombramiento.

14.2 Para la aplicación de lo establecido en el numeral 
14.1 del presente artículo, el Ministerio de Salud aprueba, 
hasta el 31 de marzo de 2020, mediante Resolución 
Ministerial, la relación nominal del total del personal que 
resultó apto durante el proceso iniciado en el año 2019 
en el marco de la Ley Nº 30957, y cumplieron con las 
condiciones y requisitos establecidos por el Ministerio de 
Salud.

14.3 Para el proceso de nombramiento es requisito 
que las plazas o puestos a ocupar se encuentren 
aprobados en el Cuadro para Asignación de Personal 
(CAP), en el Cuadro para Asignación de Personal 
Provisional (CAP Provisional) o en el Cuadro de Puestos 
de la Entidad (CPE), y en el Presupuesto Analítico de 
Personal (PAP), según corresponda. Asimismo, que las 
plazas o puestos a ocupar se encuentren registrados en 
el Aplicativo Informático para el Registro Centralizado de 
Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del Sector 
Público (AIRHSP) a cargo de la Dirección General de 

Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Ministerio 
de Economía y Finanzas, y cuenten con la respectiva 
certificación del crédito presupuestario.

14.4 Para efecto de lo establecido en el numeral 14.1 
del presente artículo, autorízase, durante el Año Fiscal 
2020, al Ministerio de Salud, a sus organismos públicos 
y a los gobiernos regionales para realizar modificaciones 
presupuestarias en el nivel funcional programático, 
con cargo a su presupuesto institucional, quedando 
exceptuadas dichas entidades de lo dispuesto en los 
numerales 9.1 y 9.4 del artículo 9 del Decreto de Urgencia 
Nº 014-2019. Asimismo, el Ministerio de Salud, sus 
organismos públicos y los gobiernos regionales quedan 
exceptuados de lo establecido en el numeral 8.1 del 
artículo 8 el Decreto de Urgencia Nº 014-2019.

14.5 Asimismo, autorízase al Ministerio de Salud 
para realizar modificaciones presupuestarias en el nivel 
institucional con cargo a la fuente de financiamiento 
Recursos Ordinarios, a favor de sus organismos públicos 
y de los gobiernos regionales para el financiamiento 
del proceso de nombramiento cuya continuación se 
autoriza en el presente artículo. Dichas modificaciones 
presupuestarias se autorizan mediante Decreto Supremo 
refrendado por la Ministra de Economía y Finanzas y la 
Ministra de Salud, a propuesta de esta última.

14.6 El financiamiento de lo dispuesto en la presente 
disposición se realiza con cargo a los recursos señalados 
en los literales b) y c) del numeral 27.1 del artículo 27 del 
Decreto de Urgencia Nº 014-2019, Decreto de Urgencia 
que aprueba el Presupuesto del Sector Público para el 
Año Fiscal 2020.

14.7 Autorízase al Poder Ejecutivo, para aprobar 
modificaciones presupuestarias en el nivel institucional a 
favor de la Reserva de Contingencia a la que se refiere 
el artículo 53 del Decreto Legislativo 1440, Decreto 
Legislativo del Sistema Nacional de Presupuesto Público, 
con cargo a los recursos asignados en el presupuesto 
institucional del Ministerio de Salud, por la fuente de 
financiamiento Recursos Ordinarios, destinados al 
nombramiento al que se refiere el presente artículo, no 
ejecutados o transferidos hasta el tercer trimestre del Año 
Fiscal 2020. Dichas modificaciones presupuestarias se 
aprueban mediante Decreto Supremo refrendado por la 
Ministra de Economía y Finanzas y la Ministra de Salud.

Artículo 15. Incentivo para el tránsito al Servicio 
Civil

15.1 En el marco del régimen del Servicio Civil regulado 
por la Ley Nº 30057, autorízase excepcionalmente y por 
única vez, a las entidades del Poder Ejecutivo, durante 
el Año Fiscal 2020, a abonar a las servidoras públicas y 
servidores públicos nombrados bajo el régimen laboral del 
Decreto Legislativo Nº 276, la suma de dos (2) unidades 
de ingreso del Sector Público (UISP) siempre que tales 
entidades cuenten con el Cuadro de Puestos de la Entidad 
(CPE) aprobado hasta el 31 de diciembre de 2020. Para 
tal efecto, las respectivas entidades quedan exoneradas 
de lo dispuesto en el artículo 6 del Decreto de Urgencia 
Nº 014-2019.

15.2 La implementación de lo establecido en el 
presente artículo se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades correspondientes.

Artículo 16. Refrendo
El presente Decreto de Urgencia es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, la Ministra de 
Economía y Finanzas, la Ministra de Trabajo y Promoción 
del Empleo, la Ministra de Educación, la Ministra de Salud, 
el Ministro de Defensa, el Ministro de Comercio Exterior y 
Turismo y la Ministra de Justicia y Derechos Humanos.

DISPOSICIONES
COMPLEMENTARIAS FINALES

PRIMERA. Normas reglamentarias
Mediante Decreto Supremo refrendado por el Ministerio 

de Economía y Finanzas, se emiten las disposiciones 
reglamentarias y complementarias necesarias para la 
aplicación del presente Decreto de Urgencia, dentro de 
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los sesenta (60) días calendario desde la entrada en 
vigencia del presente Decreto de Urgencia.

SEGUNDA. Internos de Medicina Humana y de 
Odontología

Precísase que los internos de Medicina Humana y de 
Odontología perciben los Aguinaldos por Fiestas Patrias 
y Navidad conforme a lo dispuesto en el artículo 7 del 
Decreto de Urgencia Nº 065-2002. La implementación 
de la presente disposición se financia con cargo al 
presupuesto institucional de los pliegos involucrados, sin 
demandar recursos adicionales al Tesoro Público.

TERCERA. Precisión del literal k) del artículo 6 del 
Decreto Legislativo Nº 1057

Precísase que la referencia a base imponible en el literal 
k) del artículo 6 del Decreto Legislativo Nº 1057, modificado 
por el Decreto de Urgencia Nº 028-2019, y en la Segunda 
Disposición Complementaria Final del citado Decreto de 
Urgencia, corresponde a una base imponible máxima.

CUARTA. Aplicación inmediata
Lo establecido en los artículos 2, 3 y 4 del presente 

Decreto de Urgencia es de aplicación inmediata para 
todos los procedimientos y procesos en trámite.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

PRIMERA. Percepción de ingresos transitorios 
de personal de los profesores de instituciones 
educativas de educación básica y técnico productiva 
del Ministerio de Defensa

En tanto se realice el proceso de ingreso a la carrera 
pública magisterial establecida en el artículo 6 del presente 
Decreto de Urgencia, se autoriza al Ministerio de Defensa, 
con cargo a los recursos de su presupuesto institucional 
sin demandar recursos al Tesoro Público, a realizar el 
pago a los profesores nombrados y contratados con título 
pedagógico bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 
276, en los mismos montos y condiciones que perciben 
a la fecha de vigencia del presente Decreto de Urgencia.

SEGUNDA. Nombramiento del personal 
administrativo contratado bajo el régimen del Decreto 
Legislativo Nº 276

Autorízase excepcionalmente, hasta el 31 de julio de 
2020, el nombramiento del personal administrativo contratado 
bajo el régimen del Decreto Legislativo Nº 276 que, al 31 de 
diciembre de 2019, ocupa plaza orgánica presupuestada por 
un periodo no menor de tres (3) años consecutivos o cuatro 
(4) años alternados, previa verificación del cumplimiento de 
los perfiles establecidos por la normatividad pertinente para 
cada plaza, siempre que la entidad no haya aprobado su 
Cuadro de Puestos de la Entidad (CPE) en el marco de 
la Ley Nº 30057, y se registra en el AIRHSP, a cargo del 
Ministerio de Economía y Finanzas, para lo cual se deben 
observar las siguientes reglas:

1. La implementación de la presente disposición 
se financia con cargo a los recursos del presupuesto 
institucional de cada entidad, sin demandar recursos al 
Tesoro Público.

2. Para efectos de lo establecido en la presente 
disposición, exceptúase a las entidades del Gobierno 
Nacional, los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales, 
de lo dispuesto por el artículo 4 del presente Decreto de 
Urgencia.

3. La Autoridad Nacional del Servicio Civil (SERVIR) 
emite los lineamientos para la aplicación de lo establecido 
en la presente disposición, dentro de un plazo de treinta 
(30) días calendario de publicado el presente Decreto de 
Urgencia.

TERCERA. Autorización al Ministerio de 
Educación, al Ministerio de Salud y a los Gobiernos 
Regionales

1. Autorízase, durante el Año Fiscal 2020, al Ministerio 
de Educación a realizar modificaciones presupuestarias 

en el nivel institucional a favor de los Gobiernos 
Regionales, para financiar el pago de los conceptos a 
los que se refieren los Decretos Supremos Nº 391-2019-
EF, 392-2019-EF y 395-2019-EF, hasta por el monto 
señalado en los mismos, y cuyos recursos transferidos 
por dichos decretos supremos no fueron devengados 
al 31 de diciembre de 2019. Dichas modificaciones 
presupuestarias se aprueban mediante decreto supremo 
refrendado por la Ministra de Economía y Finanzas y la 
Ministra de Educación, a solicitud de esta última.

2. Autorízase, durante el Año Fiscal 2020, al Ministerio de 
Salud a realizar modificaciones presupuestarias en el nivel 
institucional a favor del Instituto Nacional de Enfermedades 
Neoplásicas, Instituto Nacional de Salud y Gobiernos 
Regionales, según corresponda, para financiar el pago de 
los conceptos a los que se refieren Decretos Supremos Nº 
394-2019-EF y 396-2019-EF, hasta por el monto señalado 
en los mismos, y cuyos recursos transferidos por dichos 
decretos supremos no fueron devengados al 31 de 
diciembre de 2019. Dichas modificaciones presupuestarias 
se aprueban mediante decreto supremo refrendado por la 
Ministra de Economía y Finanzas y la Ministra de Salud, a 
solicitud de esta última.

3. Autorízase, durante el Año Fiscal 2020, al Instituto 
Nacional de Enfermedades Neoplásicas, Instituto 
Nacional de Salud y Gobiernos Regionales, a entregar 
la bonificación autorizada por la Quinta Disposición 
Complementaria Final del Decreto de Urgencia Nº 039-
2019, Decreto de Urgencia que establece medidas 
extraordinarias en materia presupuestaria que contribuyan 
a la ejecución del gasto público en los Años Fiscales 2019 
y 2020, y aprueban otras medidas, a favor del personal 
administrativo sujeto al régimen del Decreto Legislativo 
Nº 276, sólo en aquellos casos en que dicho personal no 
haya percibido la referida bonificación en el Año Fiscal 
2019.

4. Para la aplicación de lo establecido en los numerales 
1, 2 y 3 de la presente disposición, y en los casos que 
corresponda, los Gobiernos Regionales, Instituto Nacional 
de Enfermedades Neoplásicas e Instituto Nacional de 
Salud, quedan exonerados de lo establecido en el artículo 
6 del Decreto de Urgencia Nº 014-2019, Decreto de 
Urgencia que aprueba el Presupuesto del Sector Público 
para el Año Fiscal 2020.

5. Lo establecido en los numerales 1, 2 y 3 de la 
presente disposición se financia con cargo al presupuesto 
institucional del Ministerio de Educación y del Ministerio 
de Salud, según corresponda.

6. Autorízase, durante el Año Fiscal 2020, a los 
Gobiernos Regionales a realizar modificaciones 
presupuestarias en el nivel funcional programático con 
cargo a su presupuesto institucional de las Específicas 
del Gasto 2.1. 1 9. 3 98 “Otros Gastos de Personal” y 2.2. 
1 1. 2 98 “Otros Gastos en Pensiones”, por la fuente de 
financiamiento Recursos Ordinarios, para el financiamiento 
de sentencias judiciales con calidad de cosa juzgada en 
el marco de la Ley Nº 30137, Ley que establece criterios 
de priorización para la atención del pago de sentencias 
judiciales, hasta por el monto señalado en el informe 
favorable que fue emitido por la Dirección General de 
Presupuesto Público en el marco del numeral 8.8 del 
artículo 8 de la Ley Nº 30970, Ley que aprueba diversas 
medidas presupuestarias para coadyuvar a la calidad y la 
ejecución del gasto público y dicta otras medidas, referido 
a las modificaciones presupuestarias de las Partidas de 
Gasto 2.1.1 “Retribuciones y Complementos en Efectivo” y 
2.2.1 “Pensiones”. Dichas modificaciones presupuestarias 
se efectúan hasta el 7 de febrero de 2020. Para tal efecto, 
previo a realizar la modificación presupuestaria, la entidad 
debe contar con la validación de la Dirección General de 
Presupuesto Público (DGPP), que se efectúa a través 
del Sistema Integrado de Administración Financiera del 
Sector Público (SIAF-SP).

DISPOSICIÓN
COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

ÚNICA. Derogatoria
Deróganse la Ley Nº 24041, Servidores públicos 

contratados para labores de naturaleza permanente, 
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que tengan más de un año ininterrumpido de servicios, 
no pueden ser cesados ni destituidos sino por causas 
previstas en el Capítulo V del Decreto Legislativo Nº 
276 y con sujeción al procedimiento establecido en él, 
así como el literal n) del numeral 8.1 del artículo 8 y el 
numeral 27.2 del artículo 27 del Decreto de Urgencia Nº 
014-2019.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintitrés 
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas

SYLVIA E. CÁCERES PIZARRO
Ministra de Trabajo y Promoción del Empleo

FLOR AIDEÉ PABLO MEDINA
Ministra de Educación

MARÍA ELIZABETH HINOSTROZA PEREYRA
Ministra de Salud

WALTER MARTOS RUIZ
Ministro de Defensa

ROCÍO INGRED BARRIOS ALVARADO
Ministra de la Producción
Encargada del despacho del Ministerio de Comercio
Exterior y Turismo

ANA TERESA REVILLA VERGARA
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1848575-1

COMUNICADO A NUESTROS USUARIOS

REQUISITOS PARA PUBLICAR EN LA 
SEPARATA DE NORMAS LEGALES

Se comunica a las diversas entidades públicas que para efecto de la publicación de sus dispositivos 

en la separata de normas legales, que contengan o no anexos, se está tomando en cuenta lo 

siguiente:

1.  La documentación a publicar se recibirá de lunes a viernes, en el horario de 9.00 am a 5.30 pm. 

La solicitud de publicación deberá adjuntar los dispositivos legales refrendados por el funcionario 

acreditado con registro de firma ante la Gerencia de Publicaciones Oficiales.

2.  Para todo dispositivo legal, tenga o no anexos, el contenido del archivo o correo electrónico 

será considerado COPIA FIEL DEL DOCUMENTO ORIGINAL IMPRESO que nos entregan 

para su publicación. Cada entidad pública se hará responsable del contenido de los archivos 

electrónicos que entrega para su publicación.

3.  Toda solicitud de publicación deberá adjuntar obligatoriamente la respectiva  “unidad de 

almacenamiento” o enviar el archivo correspondiente al correo electrónico normaslegales@

editoraperu.com.pe

4.  Todo documento que contenga tablas deberá ser trabajado como hoja de cálculo de Excel, de 

acuerdo al formato original y sin justificar. El texto en formato Word y si incluye gráficos, deberán 

ser trabajados en formato PDF o EPS a 300 DPI y en escala de grises, cuando corresponda.

5. Las publicaciones de normas legales, cotizadas y pagadas al contado, se efectuarán conforme 

a las medidas facturadas al cliente, pudiendo existir una variación de +/- 5% como resultado 

de la diagramación final.

6.  Este comunicado rige para las entidades públicas que actualmente no hacen uso del Portal de 

Gestión de Atención al Cliente – PGA, el cual consiste en un sistema de solicitud de publicación 

de normas legales online (www.elperuano.com.pe/pga).

GERENCIA DE PUBLICACIONES OFICIALES
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Operativo Institucional - Año 2020 de SUSALUD  72
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INSTITUCIONES EDUCATIVAS
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JURADO NACIONAL DE ELECCIONES
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MINISTERIO PUBLICO

RR. Nºs. 005 y 006-2020-MP-FN.-  Dan por concluidos 
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fiscales en los Distritos Fiscales de Puno y Tacna  83
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Fe de Erratas Res. Nº 3826-2019-MP-FN 84

REGISTRO NACIONAL DE IDENTIFICACION

Y ESTADO CIVIL

R.J. N° 000221-2019/JNAC/RENIEC.-  Aprueban el Plan 
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Electrónico (DNIe) para el periodo 2019-2021  85

COMISIÓN ESPECIAL - LEY  30916

Res. Nº 099-2019-CE.-  Nombran Miembro Titular de la 

Junta Nacional de Justicia  86

Rectificación Res. Nº 096, 097, 098, 0101 y 0102-2019-CE 87

GOBIERNOS LOCALES

MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO

Ordenanza Nº 511-MSI.-  Ordenanza que prorroga el 
plazo de suspensión de aplicación de disposiciones del 
Reglamento Integrado Normativo - RIN, aprobado por 

Ordenanza N° 474-MSI  87

MUNICIPALIDAD DE VILLA EL SALVADOR

Ordenanza Nº 422-MVES.-  Ordenanza que aprueba el 
Régimen de Aplicación y Sanciones Administrativas (RAS) 
y el Cuadro de Infracciones y Sanciones Administrativas 
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 (Separata Especial)

SEPARATA ESPECIAL

MUNICIPALIDAD DE VILLA EL SALVADOR

Ordenanza Nº 422-MVES.-  Ordenanza que aprueba el 
Régimen de Aplicación y Sanciones Administrativas (RAS) 
y el Cuadro de Infracciones y Sanciones Administrativas 
(CUIS) de la Municipalidad Distrital de Villa El Salvador  

PODER EJECUTIVO

DECRETOS DE URGENCIA

DECRETO DE URGENCIA
Nº 006-2020

DECRETO DE URGENCIA QUE CREA EL SISTEMA 

NACIONAL DE TRANSFORMACIÓN DIGITAL

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al nuevo 
Congreso, una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, el Reglamento de Organización y Funciones 
de la Presidencia del Consejo de Ministros, aprobado 

mediante Decreto Supremo N° 022-2017-PCM, establece 
en el artículo 47, que la Secretaría de Gobierno Digital es 
el órgano de línea, con autoridad técnico normativa a nivel 
nacional, responsable de formular y proponer políticas 
nacionales y sectoriales, planes nacionales, normas, 
lineamientos y estrategias en materia de Informática y 
de Gobierno Electrónico, y ejerce la rectoría del Sistema 
Nacional de Informática;

Que, el Decreto Legislativo N° 1412, que aprueba 
la Ley de Gobierno Digital, establece el marco de 
gobernanza del gobierno digital para la adecuada gestión 
de la identidad digital, servicios digitales, arquitectura 
digital, interoperabilidad, seguridad digital y datos, así 
como el régimen jurídico aplicable al uso transversal 
de tecnologías digitales en la digitalización de procesos 
y prestación de servicios digitales por parte de las 
entidades de la Administración Pública en los tres niveles 
de gobierno;

Que, en el marco de la Política Nacional de 
Competitividad y Productividad, aprobada mediante el 
Decreto Supremo Nº 345-2018-EF, mediante Decreto 
Supremo N° 237-2019-EF, se aprueba el Plan de 
Competitividad y Productividad 2019-2030, el cual 
presenta un conjunto de medidas consensuadas entre el 
sector público y privado con miras a establecer un entorno 
favorable y competitivo que permita generar bienestar 
para todos los peruanos sobre la base de un crecimiento 
económico sostenible con enfoque territorial;

Que, la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) señala en el documento Políticas 
de Banda Ancha para América Latina y el Caribe - Un 
manual para la Economía Digital que las tecnologías 
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digitales podrían contribuir a cada uno de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS);

Que, el Foro Económico Mundial señala que la 
transformación digital tiene impacto directo en la 
competitividad de los países y en la generación de 
bienestar social y económico para los ciudadanos a través 
del impulso en la educación, en el acceso a la tecnología, 
en las pequeñas y medianas empresas, en los sectores de 
mayor demanda de la población, en los emprendimientos 
e innovación y en la cobertura de las necesidades de los 
ciudadanos;

Que, el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), reconoce el avance del Perú en 
el Índice de Desarrollo Humano, pero a su vez señala 
que se presentan brechas que deben ser reducidas 
y analiza las desigualdades actuales y cómo pueden 
cambiar en el futuro, observando particularmente dos 
cambios relevantes que darán forma a la vida hasta el 
siglo 22, entre ellos la transformación digital; indicando 
que las tecnologías digitales, las finanzas digitales y las 
soluciones de salud digital, ofrecen una idea de cómo el 
futuro de la desigualdad puede romper con el pasado, si 
las oportunidades pueden aprovecharse rápidamente y 
compartirse ampliamente; 

Que, la transformación digital es un proceso crítico para 
el bienestar de la población, siendo urgente desarrollar el 
ecosistema que regule las actividades digitales del país, 
así como establecer los mecanismos de colaboración y 
articulación con actores públicos, privados y sociedad civil 
en el entorno digital, a través de un enfoque sistémico 
e integral, que asegure la generación de valor público 
y promueva la generación de valor económico y social 
para los ciudadanos, entidades y sociedad en general, y 
contribuya al fortalecimiento de las funciones sustantivas 
del Estado;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al nuevo Congreso, una 
vez que éste se instale:

DECRETA:

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto crear 

el Sistema Nacional de Transformación Digital.

Artículo 2.- Principios
Son principios que rigen el Sistema Nacional de 

Transformación Digital:

a) Apertura, transparencia e inclusión.- El uso de 
tecnologías digitales brinda la oportunidad de fortalecer la 
apertura, transparencia e inclusión. 

b) Compromiso y participación.- La toma de 
decisiones, diseño de políticas y entrega de servicios 
digitales se realiza utilizando enfoques, métodos o 
técnicas colaborativas que atiendan las necesidades y 
demandas de las personas.

c) Datos como activo estratégico.- Los datos son 
reconocidos como un activo estratégico para diseñar 
políticas, tomar decisiones, así como crear y entregar 
servicios digitales. Asimismo, la gestión transparente 
y ética de los datos se soporta en procesos, roles y 
estructuras de gobernanza.

d) Protección de datos personales y preservación 
de la seguridad.- Se asegura la estructura de gobernanza, 
regulación y liderazgo que facilite el equilibrio entre la 
apertura de datos y los niveles adecuados de privacidad 
y seguridad digital.

e) Liderazgo y compromiso político.- El liderazgo y 
compromiso se asegura desde la alta dirección para dirigir, 
orientar y supervisar la transformación digital, haciendo 
uso de los mecanismos de coordinación existentes.

f) Cooperación y colaboración.- La cooperación con 
otros países y organizaciones, así como la colaboración 
entre entidades, facilita el intercambio de experiencias, 
buenas prácticas, información y conocimiento, y desarrollo 
de servicios en materia de gobierno y transformación 
digital.

g) Servicios digitales centrados en las personas.- 
La creación, diseño y desarrollo de servicios digitales 
responde a las demandas y necesidades de la ciudadanía, 
buscando asegurar la generación de valor público.

h) Competencias digitales.- La transformación digital 
requiere fortalecer las competencias digitales, habilidades 
y destrezas, en especial aquellas competencias 
relacionadas a las prácticas de gestión de proyectos 
digitales, el cambio cultural, los servicios digitales, 
seguridad digital y la arquitectura digital.

i) Adquisiciones y contrataciones inteligentes.- La 
adquisición de tecnologías digitales se adapta a enfoques 
que prioricen el uso compartido y la reutilización de 
infraestructura, plataformas y recursos digitales.

Artículo 3.- Transformación Digital
La transformación digital es el proceso continuo, 

disruptivo, estratégico y de cambio cultural que se 
sustenta en el uso intensivo de las tecnologías digitales, 
sistematización y análisis de datos para generar efectos 
económicos, sociales y de valor para las personas. 

Artículo 4.- Sistema Nacional de Transformación 
Digital

4.1 El Sistema Nacional de Transformación Digital es 
un Sistema Funcional del Poder Ejecutivo, conformado 
por un conjunto de principios, normas, procedimientos, 
técnicas e instrumentos mediante los cuales se organizan 
las actividades de la administración pública y se 
promueven las actividades de las empresas, la sociedad 
civil y la academia orientadas a alcanzar los objetivos del 
país en materia de transformación digital.

4.2 El Sistema Nacional de Transformación Digital 
se sustenta en la articulación de los diversos actores 
públicos y privados de la sociedad y abarca, de manera 
no limitativa, las materias de gobierno digital, economía 
digital, conectividad digital, educación digital, tecnologías 
digitales, innovación digital, servicios digitales, sociedad 
digital, ciudadanía e inclusión digital y confianza digital; 
sin afectar las autonomías y atribuciones propias de cada 
sector, y en coordinación con estos en lo que corresponda 
en el marco de sus competencias.

Artículo 5.- Finalidad del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

El Sistema Nacional de Transformación Digital tiene 
por finalidad:

1. Fomentar e impulsar la transformación digital de las 
entidades públicas, las empresas privadas y la sociedad 
en su conjunto, fortalecer el uso efectivo de las tecnologías 
digitales, las redes y los servicios digitales por parte de los 
ciudadanos y personas en general. 

2. Impulsar la innovación digital, el fortalecimiento de una 
sociedad digital inclusiva y el ejercicio de una ciudadanía 
digital con deberes y derechos digitales de los ciudadanos.

3. Promover la economía digital, la competitividad, 
productividad e inclusión financiera en una sociedad 
digital.

4. Fortalecer el acceso y la inclusión a las tecnologías 
digitales en el país y la confianza digital fomentando la 
seguridad, transparencia, protección de datos personales 
y gestión ética de las tecnologías en el entorno digital 
para la sostenibilidad, prosperidad y bienestar social y 
económico del país.

Artículo 6.- Ámbito de aplicación
Los principios, normas y procedimientos que rigen 

la materia de Transformación Digital son aplicables a 
las entidades establecidas en el artículo I del Título 
Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley N° 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, 
y, a las organizaciones de la sociedad civil, ciudadanos, 
empresas y academia en lo que corresponda.

Artículo 7.- Ente rector del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, es el ente rector del 



5NORMAS LEGALESJueves 9 de enero de 2020
 El Peruano /

Sistema Nacional Transformación Digital, constituyéndose 
en la autoridad técnico-normativa a nivel nacional sobre la 
materia. 

Artículo 8.- Funciones del ente rector

8.1 Son funciones del ente rector:

a) Formular y proponer la política y estrategia nacional 
de transformación digital.

b) Promover, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar la 
transformación digital del país.

c) Elaborar y proponer normas reglamentarias y 
complementarias que regulen la transformación digital del 
país.

d) Elaborar y aprobar lineamientos, procedimientos, 
metodologías, instrumentos, técnicas, modelos, directivas 
u otros para la transformación digital del país.

e) Elaborar y proponer estándares técnicos en 
coordinación con los sectores competentes.

f) Supervisar y fiscalizar, cuando corresponda, el 
cumplimiento del marco normativo en materia del Sistema 
Nacional de Transformación Digital.

g) Emitir opinión vinculante sobre el alcance, 
interpretación e integración de normas que regulan la 
materia de transformación digital; así como sobre el 
despliegue de plataformas transversales administradas 
por el Estado en materia de transformación digital.

h) Promover, coordinar y gestionar el intercambio de 
conocimientos a nivel nacional e internacional en materia 
de transformación digital en el país.

i) Articular acciones con representantes del sector 
privado, la sociedad civil, la academia, las personas u 
otros interesados para promover la transformación digital 
del país.

8.2 Dichas funciones se ejercen sin afectar las 
autonomías y atribuciones de cada sector en el marco de 
sus competencias.

Artículo 9.- Integrantes del Sistema Nacional 
Transformación Digital

Forman parte del Sistema Nacional de Transformación 
Digital:

a) La Presidencia del Consejo de Ministros
b) El Ministerio de Economía y Finanzas
c) El Ministerio de Educación
d) El Ministerio de Transportes y Comunicaciones
e) El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
f) El Ministerio de la Producción
g) El Ministerio de Relaciones Exteriores
h) El Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación Tecnológica
i) Los Comités de Gobierno Digital de las entidades 

públicas a nivel nacional
j) Organizaciones del sector privado, la sociedad civil, la 

academia u otros actores relevantes para una sociedad digital

Artículo 10.- Del Comité de Alto Nivel por un Perú 
Digital, Innovador y Competitivo

El Comité de Alto Nivel por un Perú Digital, Innovador 
y Competitivo constituye el espacio de coordinación y 
articulación entre el sector público, privado, sociedad civil, 
academia y ciudadanos para las acciones relacionadas al 
desarrollo y consolidación de la transformación digital en 
el país, a fin de fortalecer la competitividad, productividad, 
el cierre de brechas en materia digital, el bienestar social 
y económico de las personas y asegurar su sostenibilidad 
en todas las regiones del Perú.

Artículo 11.- Organizaciones del sector privado, la 
sociedad civil, la academia y otros actores relevantes 
para la construcción de una sociedad digital

Las organizaciones del sector privado, la sociedad 
civil, la academia, entre otros actores relevantes para la 
construcción de una sociedad digital y el desarrollo de una 
economía digital, consideran en sus acciones los objetivos 
de la política y estrategia nacional de transformación 
digital orientadas a fortalecer la confianza digital en el 
diseño e implementación de servicios digitales.

Artículo 12.- Política y Estrategia Nacional de 
Transformación Digital

La Política y Estrategia Nacional de Transformación 
Digital se constituyen en los instrumentos estratégicos y 
orientadores para la transformación digital en el país.

Artículo 13.- Articulación con el Sistema 
Administrativo de Modernización de la Gestión 
Pública

La Secretaría de Gobierno Digital coordina con la 
Secretaría de Gestión Pública las acciones vinculadas 
con el Sistema Administrativo de Modernización de la 
Gestión Pública. 

Artículo 14.- Financiamiento
La implementación de lo establecido en el presente 

Decreto de Urgencia se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades correspondientes.

Artículo 15.- Refrendo 
El presente Decreto de Urgencia es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, la Ministra de 
Economía y Finanzas, la Ministra de Educación, el Ministro 
de Transportes y Comunicaciones, la Ministra de Justicia 
y Derechos Humanos, la Ministra de la Producción y el 
Ministro de Relaciones Exteriores.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Modificación del artículo 8 del Decreto 
Legislativo 1310 que aprueba medidas adicionales de 
simplificación administrativa

Modifícase el artículo 8 del Decreto Legislativo N° 
1310 que aprueba medidas adicionales de simplificación 
administrativa, en los siguientes términos:

“Artículo 8. Sistemas de Trámite Documentario de 
las Entidades de la Administración Pública

Las entidades de la Administración Pública deben 
interconectar sus sistemas de trámite documentario o 
equivalentes para el envío automático de documentos 
electrónicos entre dichas entidades a través de la 
Plataforma de Interoperabilidad del Estado administrada 
por la Presidencia del Consejo de Ministros, a través de la 
Secretaría de Gobierno Digital.

Las entidades del Poder Ejecutivo deben adecuar sus 
sistemas de trámite documentario o equivalentes para el 
envío automático de documentos electrónicos con otras 
entidades, así como dentro de sus áreas, órganos y 
unidades, hasta el 31 de diciembre de 2021.

Mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Presidente del Consejo de Ministros se establecen 
los plazos aplicables a las demás entidades de la 
Administración Pública, y cualquier otra disposición que 
resulte necesaria para la digitalización e integración de 
sus sistemas de trámite documentario o equivalentes.”

Segunda.- Reglamento del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

El Reglamento del Sistema Nacional de 
Transformación Digital se aprueba a propuesta de la 
Presidencia del Consejo de Ministros con el refrendo del 
Ministerio de Economía y Finanzas en un plazo máximo 
de noventa (90) días hábiles posterior a la publicación del 
presente Decreto de Urgencia.

Tercera.- Política y Estrategia Nacional de 
Transformación Digital

En un plazo no mayor a noventa (90) días hábiles, 
posterior a la publicación del presente Decreto de 
Urgencia, la Presidencia del Consejo de Ministros, 
en su calidad de ente rector del Sistema Nacional de 
Transformación Digital formula y propone la Política y la 
Estrategia Nacional de Transformación Digital.

Cuarta.- Aplicación de la Norma
Los proyectos de inversión privada que, a la fecha, 

cuenten con contratos suscritos o que hayan sido 
incorporados al proceso de promoción de la inversión 
privada, seguirán sujetos a la normativa vigente hasta antes 
de la entrada en vigencia del presente Decreto de Urgencia.
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DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Norma derogatoria
Deróganse las disposiciones contenidas en el 

Decreto Legislativo 604 relativas al Sistema Nacional 
de Informática que se opongan al presente Decreto de 
Urgencia. Entiéndase, para todos sus efectos, que el 
Sistema Nacional de Transformación Digital sustituye al 
Sistema Nacional de Informática.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los ocho 
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas y
Encargada del Despacho del Ministerio de
Relaciones Exteriores

FLOR AIDEÉ PABLO MEDINA
Ministra de Educación

ANA TERESA REVILLA VERGARA
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

ROCÍO INGRED BARRIOS ALVARADO
Ministra de la Producción

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

1844001-1

DECRETO DE URGENCIA
Nº 007-2020

DECRETO DE URGENCIA QUE APRUEBA EL 

MARCO DE CONFIANZA DIGITAL Y DISPONE 

MEDIDAS PARA SU FORTALECIMIENTO

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1412, Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Gobierno Digital, se 
establece un marco de gobernanza del gobierno digital 
para la adecuada gestión de la identidad digital, servicios 
digitales, arquitectura digital, interoperabilidad, seguridad 
digital y datos, así como el régimen jurídico aplicable al 
uso transversal de tecnologías digitales en la digitalización 
de procesos y prestación de servicios digitales por parte 
de las entidades de la Administración Pública en los tres 
niveles de gobierno;

Que, el artículo 30 del precitado Decreto Legislativo 
define la Seguridad Digital como el estado de confianza 
en el entorno digital que resulta de la gestión y aplicación 
de un conjunto de medidas proactivas y reactivas frente 
a los riesgos que afectan la seguridad de las personas, 
la prosperidad económica y social, la seguridad nacional 
y los objetivos nacionales en dicho entorno. Se sustenta 
en la articulación con actores del sector público, sector 

privado y otros quienes apoyan en la implementación de 
controles, acciones y medidas;

Que, asimismo, el artículo 33 del referido Decreto 
Legislativo, establece que la Seguridad de la Información 
se enfoca en la información, de manera independiente de 
su formato y soporte. La seguridad digital se ocupa de 
las medidas de la seguridad de la información procesada, 
transmitida, almacenada o contenida en el entorno digital, 
procurando generar confianza, gestionando los riesgos 
que afecten la seguridad de las personas y la prosperidad 
económica y social en dicho entorno;

Que, mediante Decreto Supremo N° 237-2019-
EF, se aprueba el Plan Nacional de Competitividad y 
Productividad, el cual presenta un conjunto de medidas 
consensuadas entre el sector público y privado con miras 
a establecer un entorno favorable y competitivo que 
permita generar bienestar para todos los peruanos sobre 
la base de un crecimiento económico sostenible con 
enfoque territorial;

Que, del precitado Plan Nacional se entiende que 
las tecnologías digitales tienen un valor estratégico para 
reducir brechas, impulsar la innovación y apoyar en el 
crecimiento del país; más aún, señala que los cambios 
tecnológicos por los cuales atraviesa el mundo actual 
serían mucho más fáciles de adoptar si es que realizamos 
una transformación digital a lo largo del país;

Que, mediante Decreto Supremo N° 086-2015-
PCM se declara de interés nacional las acciones, 
actividades e iniciativas desarrolladas en el marco del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) e implementación del Programa País, en esa 
línea, cobra relevancia las Recomendaciones para la 
Gestión de Riesgos de Seguridad Digital realizadas por 
la OCDE, entre las cuales se señala la importancia del 
establecimiento de Equipos de Respuestas a Incidentes 
de Seguridad Digital a nivel de los Estados;

Que, en el documento Gobierno Digital en el Perú 
“Trabajando con los ciudadanos” la OCDE señala como 
recomendación que el Estado Peruano debe “considerar 
establecer un Centro Nacional de Seguridad Digital” que 
busque articular acciones con los actores relevantes para 
gestionar incidentes de seguridad digital y fortalecer la 
confianza;

Que, la confianza digital es un estado que emerge 
como resultado de cuan veraz, predecible, seguro 
y confiable son las interacciones digitales que se 
generan entre personas, empresas, entidades públicas 
o cosas en el entorno digital. La confianza digital es 
un componente de la Transformación Digital y tiene 
como ámbitos la protección de datos, transparencia, 
seguridad digital y protección del consumidor en el 
entorno digital;

Que, ante ello como parte de nuestro proceso 
de vinculación, resulta necesario dictar medidas en 
materia de confianza y seguridad digital, estableciendo 
los mecanismos de colaboración y articulación con 
actores públicos, privados y sociedad civil en el entorno 
digital, a través de un enfoque sistémico e integral 
que asegure el fortalecimiento de la confianza en 
los servicios digitales por las personas, entidades y 
sociedad en general;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al Congreso, una vez que 
éste se instale:

DECRETA:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto 

establecer las medidas que resultan necesarias para 
garantizar la confianza de las personas en su interacción 
con los servicios digitales prestados por entidades 
públicas y organizaciones del sector privado en el territorio 
nacional.
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DECRETO DE URGENCIA
Nº 044-2019

DECRETO DE URGENCIA QUE ESTABLECE 

MEDIDAS PARA FORTALECER LA PROTECCIÓN DE 

SALUD Y VIDA DE LOS TRABAJADORES 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo N° 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revoca el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, los derechos a la vida y a la salud se encuentran 
consagrados en la Constitución Política del Perú y en 
diversos instrumentos de derechos humanos ratificados 
por el Perú;

Que, el artículo 22 de la Constitución Política del 
Perú establece que el trabajo es un deber y un derecho, 
base del bienestar social y un medio de realización de 
la persona. Asimismo, el artículo 23 del mismo cuerpo 
normativo contempla que el trabajo, en sus diversas 
modalidades, es objeto de atención prioritaria del Estado, 
el cual protege especialmente a la madre, al menor de 
edad y al impedido que trabajan;

Que, en este contexto, se ha aprobado la Ley Nº 
29783, Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo con 
el objeto de promover una cultura de prevención de 
riesgos laborales a través del deber de prevención 
de los empleadores, el rol de fiscalización y control 
del Estado y la participación de los trabajadores y 
sus organizaciones sindicales, quienes, a través del 
diálogo social, deben velar por la promoción, difusión y 
cumplimiento de la normativa sobre la materia;

Que, la Ley Nº 28806, Ley General de Inspección del 
Trabajo, establece los principios, finalidades y normas de 
alcance general que ordenan el Sistema de Inspección de 
Trabajo, regulando su composición, estructura orgánica, 
facultades y competencias, a fin de que la Administración 
del Trabajo y sus servicios inspectivos puedan cumplir su 
función como garante del cumplimiento de las normas 
sociolaborales y de seguridad y salud en el trabajo;

Que, dado el incremento del número de registro 
de accidentes de trabajo presentado este año ante el 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, resulta 
necesario establecer medidas que garanticen el derecho 
de trabajo en condiciones seguras y compatibles con la 
dignidad de la persona y que se fortalezcan los roles de 
fiscalización y control del Estado en materia de seguridad 
y salud en el trabajo;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo de dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al Congreso, una vez que 
éste se instale:

DECRETA:

Artículo 1.- Objeto 
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto 

modificar la Ley N° 28806, Ley General de Inspección del 

Trabajo, y otras disposiciones de rango legal a efectos 
de otorgar una adecuada tutela al cumplimiento de la 
normativa en materia de seguridad y salud para la defensa 
de la salud y vida de los trabajadores.

Artículo 2.- Modificación de la Ley General 
Inspección del Trabajo

Modifícanse los artículos 5, 15, 36, 38, 39 y 40 de 
la Ley N° 28806, Ley General Inspección del Trabajo, 
conforme al siguiente texto:

“Artículo 5.- Facultades inspectivas
En el desarrollo de las funciones de inspección, 

los inspectores de trabajo que estén debidamente 
acreditados, están investidos de autoridad y facultados 
para:

(…)

5.6 Ordenar el cierre temporal del área de una unidad 
económica o una unidad económica, la paralización 
y/o la prohibición inmediata de trabajos o tareas por 
inobservancia de la normativa en materia de seguridad y 
salud en el trabajo.”

“Artículo 15.- Cierre temporal del área de una unidad 
económica o una unidad económica, paralización y/o 
prohibición inmediata de trabajos

Cuando los inspectores comprueben que la 
inobservancia de la normativa sobre prevención de 
riesgos laborales implica, a su juicio, un riesgo grave e 
inminente para la seguridad y salud de los trabajadores 
pueden ordenar la inmediata paralización o la prohibición 
de los trabajos o tareas.

En caso se haya producido el accidente mortal de 
algún trabajador en el centro de trabajo, el inspector 
encargado de las actuaciones inspectivas puede ordenar 
inmediatamente el cierre temporal del área de una unidad 
económica o una unidad económica, por el plazo máximo 
de duración de las actuaciones inspectivas, conforme 
a los requisitos y procedimientos que se establezcan 
reglamentariamente.

Las órdenes de cierre temporal del área de una 
unidad económica o una unidad económica, paralización 
o prohibición de trabajos son inmediatamente ejecutadas 
y se formalizarán en un acta de cierre temporal del área 
de una unidad económica o una unidad económica, 
paralización o prohibición de trabajos o por cualquier otro 
medio escrito fehaciente, con notificación inmediata al 
sujeto responsable.

El cierre temporal del área de una unidad económica 
o una unidad económica y la paralización o prohibición 
de trabajos se entiende, en cualquier caso, sin perjuicio 
del pago de las remuneraciones y beneficios sociales 
que corresponden a los trabajadores durante los días de 
aplicación de la medida, y del cómputo de dichos días 
como efectivamente laborados para todos los efectos 
legales que correspondan.

Durante el período de cierre temporal, paralización 
o prohibición de trabajos, el empleador no se encuentra 
facultado a otorgar vacaciones a los trabajadores.

Sin perjuicio de que se disponga el cierre temporal 
del área de una unidad económica o una unidad 
económica, paralización o prohibición de trabajos, el 
inspector encargado de las actuaciones inspectivas se 
encuentra obligado a dar aviso a la Autoridad Inspectiva 
de Trabajo sobre otros establecimientos a cargo del 
sujeto inspeccionado en los cuales podrían existir 
graves y similares riesgos a la seguridad y salud de los 
trabajadores para que se disponga, inmediatamente, la 
fiscalización correspondiente.”

“Artículo 36.- Infracciones a la labor inspectiva
Son infracciones a la labor inspectiva las acciones u 

omisiones de los sujetos obligados, sus representantes, 
personas dependientes o de su ámbito organizativo, sean 
o no trabajadores, contrarias al deber de colaboración 
por parte de los sujetos inspeccionados por los 
Supervisores-Inspectores, Inspectores del Trabajo o 
Inspectores Auxiliares, establecidas en la presente Ley y 
su Reglamento.

Tales infracciones pueden consistir en:
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1. La negativa injustificada o el impedimento a que 
se realice una inspección en un centro de trabajo o en 
determinadas áreas del mismo, efectuado por el empleador, 
su representante o dependientes, trabajadores o no de la 
empresa, por órdenes o directivas de aquél. El impedimento 
puede ser directo o indirecto, perjudicando o dilatando la 
labor del inspector actuante de manera tal que no permita 
el cumplimiento de la fiscalización, o negándose a prestarle 
el apoyo necesario. Constituye acto de obstrucción, 
obstaculizar las investigaciones del inspector y obstaculizar 
o impedir la participación del trabajador o su representante o 
de los trabajadores o la organización sindical.

2. El abandono de la diligencia inspectiva, que se 
produce cuando alguna de las partes, luego de iniciada 
ésta, deja el lugar de la diligencia.

3. La inasistencia a la diligencia, cuando las partes 
hayan sido debidamente citadas, por el Inspector del 
Trabajo o la Autoridad Administrativa de Trabajo y éstas 
no concurren”.

“Artículo 38.- Tipos de sanciones y criterios de 
graduación de las sanciones

Las infracciones son sancionadas administrativamente 
con multas administrativas y el cierre temporal, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 39-A de la 
presente ley. 

Las sanciones a imponer por la comisión de infracciones 
de normas legales en materia de relaciones laborales, de 
seguridad y salud en el trabajo y de seguridad social a que 
se refiere la presente Ley, se gradúan atendiendo a los 
siguientes criterios generales:

a) Gravedad de la falta cometida.
b) Número de trabajadores afectados.
c) Tipo de empresa.

El Reglamento establece la tabla de infracciones y 
sanciones, y otros criterios especiales para la graduación.”

“Artículo 39.- Cuantía y aplicación de las sanciones.

(…)

El incumplimiento de la normativa en materia de 
seguridad y salud en el trabajo imputable al empleador 
que produce la muerte como resultado de un accidente de 
trabajo; así como, la obstrucción a la labor de la Inspección 
de Trabajo para su investigación, se sancionan con multa 
administrativa y el cierre temporal del área de la unidad 
económica o de la unidad económica a cargo del sujeto 
inspeccionado. 

Sin perjuicio de la sanción administrativa, los casos de 
incumplimiento de la normativa en materia de seguridad y 
salud en el trabajo imputables al empleador, que resulten 
en un accidente mortal, determinados en una resolución 
administrativa, son puestos en conocimiento del Ministerio 
Público por la Autoridad Inspectiva de Trabajo en un plazo 
máximo de cinco (5) días hábiles.”

“Artículo 40.- Reducción de la multa y reiterancia

(…)

El empleador afectado que demuestre ante la 
Autoridad Inspectiva de Trabajo haber implementado 
medidas de mejora para el cumplimiento de la normativa 
vulnerada en seguridad y salud del trabajo, puede solicitar 
la reducción del plazo de la sanción de cierre temporal 
hasta quince (15) días calendario.” 

Artículo 3.- Incorporación de artículos a la Ley 
General Inspección del Trabajo.

Incorpóranse los artículos 39-A y 51 a la Ley N° 28806, 
Ley General Inspección del Trabajo, conforme al siguiente 
texto:

“Artículo 39-A.-Sanción de cierre temporal del área 
de una unidad económica o una unidad económica

La sanción de cierre temporal comprende el área de 
la unidad económica o la unidad económica en la que se 
produjo la infracción en materia de seguridad y salud en el 
trabajo y tiene una duración que no supera los treinta (30) 
días calendarios. 

Esta sanción no libera al sujeto inspeccionado del 
pago de las remuneraciones y beneficios sociales que 
corresponden a sus trabajadores durante los días de 
aplicación de la sanción, ni de computar dichos días como 
efectivamente laborados para todos los efectos legales 
que correspondan.

Durante el cierre temporal por sanción, el empleador 
no se encuentra facultado a otorgar vacaciones a los 
trabajadores.”

“Artículo 51.- Ejecutoriedad de las resoluciones de 
la Autoridad de Inspección del Trabajo

La sola presentación de una demanda contencioso 
administrativa, de amparo u otra, no interrumpe ni suspende 
el procedimiento de ejecución coactiva de las resoluciones 
de primera o segunda instancia administrativa o aquellas 
emitidas por el Tribunal de Fiscalización Laboral referidas 
a la imposición de sanciones administrativas emitidas por 
el Sistema de Inspección del Trabajo, salvo resolución 
judicial que disponga lo contrario.”

Artículo 4.- Refrendo
El Decreto de Urgencia es refrendado por el Presidente 

del Consejo de Ministros, la Ministra de Economía y 
Finanzas, la Ministra de Justicia y Derechos Humanos y 
la Ministra de Trabajo y Promoción del Empleo.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Adecuación normativa a cargo del 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo

Mediante decreto supremo, con el refrendo de la 
Ministra de Trabajo y Promoción del Empleo y de la 
Ministra de Economía y Finanzas, se podrá reglamentar 
los criterios que determinan una implementación 
progresiva de lo establecido en la Segunda Disposición 
Complementaria Modificatoria del presente Decreto de 
Urgencia cuando corresponda.

Las demás disposiciones del presente Decreto de 
Urgencia se reglamentan mediante decreto supremo 
refrendado por la Ministra de Trabajo y Promoción del 
Empleo.

Ambos decretos supremos, según corresponda, se 
aprueban en un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles, 
contados desde el día siguiente de la publicación del 
presente Decreto de Urgencia en el Diario Oficial El Peruano. 

Segunda.- Vigencia 
Lo dispuesto en las Disposiciones Complementarias 

Finales y la Primera Disposición Complementaria 
Modificatoria entran en vigencia al día siguiente de la 
publicación del presente Decreto de Urgencia en el Diario 
Oficial El Peruano.

La Segunda Disposición Complementaria Modificatoria 
del presente Decreto de Urgencia entra en vigencia al día 
siguiente de la publicación del decreto supremo a que 
se refiere el primer párrafo de la Primera Disposición 
Complementaria Final en el Diario Oficial El Peruano.

Las demás disposiciones del presente Decreto 
de Urgencia entran en vigencia al día siguiente de la 
publicación del decreto supremo a que se refiere el segundo 
párrafo de la Primera Disposición Complementaria Final 
en el Diario Oficial El Peruano. 

Tercera.- Fortalecimiento de la fiscalización de la 
seguridad y salud en el trabajo

1. Autorízase, durante el Año Fiscal 2020, a realizar 
modificaciones presupuestarias en el nivel institucional 
a favor del pliego Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral - SUNAFIL, hasta por la suma 
de S/ 43 000 000 (CUARENTA Y TRES MILLONES Y 
00/100 SOLES), por la fuente de financiamiento Recursos 
Ordinarios, de los cuales hasta por la suma de S/. 22 
000 000 (VEINTIDOS MILLONES Y 00/100 SOLES), 
se transfieren en el mes de enero de 2020 y hasta por 
la suma de S/. 21 000 000 (VEINTIÚN MILLONES Y 
00/100 SOLES), se transfieren posteriormente durante 
el Año Fiscal 2020, a fin de financiar el fortalecimiento 
del Sistema de Inspección del Trabajo de la SUNAFIL, 
con cargo a los recursos a los que se refiere el artículo 
53 del Decreto Legislativo N°1440, Decreto Legislativo 
del Sistema Nacional de Presupuesto Público. Dichas 
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modificaciones presupuestarias se aprueban utilizando 
solo el mecanismo establecido en el artículo 54 del 
Decreto Legislativo N° 1440, debiendo contar también con 
el refrendo de el/la Ministro/a de Trabajo y Promoción del 
Empleo, a solicitud de este /a último/a.

2. Exceptúese a la Superintendencia Nacional de 
Fiscalización Laboral – SUNAFIL, durante el Año Fiscal 
2020, de las disposiciones contenidas en el numeral 9.10 
del artículo 9 y numeral 11.4 del artículo 11 del Decreto de 
Urgencia N° 014-2019, Decreto de Urgencia que aprueba 
el Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 
2020, para la adquisición de vehículos automotores para 
fortalecer el Sistema de Inspección del Trabajo. 

3. Dispóngase que en un plazo no mayor a sesenta (60) 
días calendario contados a partir de la vigencia del presente 
Decreto de Urgencia, mediante Resolución del Consejo 
Directivo de SUNAFIL, previa opinión favorable de la Dirección 
General de Presupuesto Público del Ministerio de Economía 
y Finanzas, se aprueban los modelos operacionales y la 
estructura de costos de las Intendencias Regionales que 
se implemente a través del Programa Presupuestal 0103: 
Fortalecimiento de las condiciones laborales.

4. Los numerales 1 y 2 de la presente disposición 
entran en vigencia a partir del 2 de enero de 2020.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
MODIFICATORIAS

Primera.- Modificación del artículo 168-A del Código 
Penal, aprobado por el Decreto Legislativo N° 635

Modifícase el artículo 168-A del Código Penal, 
aprobado por el Decreto Legislativo N° 635, conforme al 
siguiente texto:

“Artículo 168-A.- Atentado contra las condiciones 
de seguridad y salud en el trabajo

El que, deliberadamente, infringiendo las normas de 
seguridad y salud en el trabajo y estando legalmente 
obligado, ponga en peligro inminente la vida, salud o 
integridad física de sus trabajadores de forma grave, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno 
ni mayor de cuatro años. 

Si, como consecuencia de la inobservancia deliberada 
de las normas de seguridad y salud en el trabajo, se causa 
la muerte del trabajador o terceros o le producen lesión 
grave, y el agente pudo prever este resultado, la pena 
privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de 
ocho años en caso de muerte y, no menor de tres ni mayor 
de seis años en caso de lesión grave”.

Segunda.- Modificación del artículo 1 del Decreto 
Legislativo Nº 688, Ley de Consolidación de Beneficios 
Sociales

Modifícase el artículo 1 del Decreto Legislativo N° 688, 
Ley de Consolidación de Beneficios Sociales, conforme al 
siguiente texto:

“Artículo 1.- El trabajador tiene derecho a un 
seguro de vida a cargo de su empleador, a partir del 
inicio de la relación laboral. 

(…).”

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los 
veintinueve días del mes de diciembre del año dos mil 
diecinueve.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas

ANA TERESA REVILLA VERGARA
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

SYLVIA E. CÁCERES PIZARRO
Ministra de Trabajo y Promoción del Empleo

1841339-1

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Autorizan transferencia financiera a favor 
del Ministerio de Defensa por acciones de 
apoyo brindado por las Fuerzas Armadas a 
la PCM

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
N° 454-2019-PCM

Lima, 27 de diciembre de 2019

CONSIDERANDO:

Que, mediante la Ley N° 30879, Ley de Presupuesto 
del Sector Público para el Año Fiscal 2019, se aprobó el 
Presupuesto Anual de Gastos para el Año Fiscal 2019;

Que, a través de la Resolución Ministerial N° 324-
2018-PCM se aprobó el Presupuesto Institucional de 
Apertura de Gastos del Pliego 001: Presidencia del 
Consejo de Ministros – PCM para el Año Fiscal 2019, de 
conformidad con la Ley Nº 30879;

Que, la Cuadragésima Primera Disposición 
Complementaria Final de la Ley N° 30879, dispone 
que cuando los pliegos presupuestarios del Gobierno 
Nacional, los gobiernos regionales y los gobiernos locales 
reciban el apoyo de las Fuerzas Armadas y/o de la Policía 
Nacional del Perú, para un mejor cumplimiento de sus 
funciones, quedan autorizados a realizar transferencias 
financieras a favor del pliego Ministerio de Defensa y/o 
Ministerio del Interior según corresponda, sólo si el gasto 
efectuado por el apoyo que brinden las Fuerzas Armadas 
o la Policía Nacional del Perú supera el monto máximo que 
debe ser financiado con cargo al presupuesto institucional 
aprobado de los pliegos Ministerio de Defensa o Ministerio 
del Interior, respectivamente. Dicho monto máximo anual 
se establece mediante decreto supremo;

Que, asimismo, la citada Disposición Complementaria 
Final establece que las transferencias financieras a las que 
se refiere el considerando precedente se financian con 
cargo al presupuesto institucional del pliego que reciba 
el apoyo de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional del 
Perú, por la fuente de financiamiento Recursos Ordinarios 
para el caso de las entidades del Gobierno Nacional, sin 
demandar recursos adicionales al tesoro público;

Que, adicionalmente, se dispone que las mencionadas 
transferencias financieras se aprueban mediante 
resolución del titular del pliego, previo informe de la 
Presidencia del Consejo de Ministros en el que se debe 
indicar si el pliego Ministerio de Defensa o Ministerio 
del Interior, según corresponda, ha excedido el monto 
máximo destinado a las acciones de apoyo fijado por 
la Presidencia del Consejo de Ministros y de la Oficina 
de Presupuesto o la que haga sus veces en el pliego 
que reciba el apoyo de las Fuerzas Armadas o Policía 
Nacional del Perú, bajo responsabilidad del titular del 
referido pliego, publicándose la mencionada resolución 
en el diario oficial El Peruano;

Que, mediante el Decreto Supremo N° 047-2019-
PCM se estableció el monto máximo de S/ 54 438.00 
(cincuenta y cuatro mil cuatrocientos treinta y ocho con 
00/100 soles) con cargo al presupuesto del Ministerio de 
Defensa para atender las operaciones de apoyo a los 
Pliegos Presupuestarios del Gobierno Nacional, Gobierno 
Regionales y Gobiernos Locales en el Año Fiscal 2019;

Que, mediante Oficio Nº D001522-2019-PCM-SG, 
la Secretaría General de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, remite a la Secretaría General del Ministerio 
de Defensa, el Informe Nº D0080-2019-PCM-OGPP, 
elaborado por la Oficina General de Planificación y 
Presupuesto de la Presidencia del Consejo de Ministros, 
en el que se concluye que el Ministerio de Defensa ha 
excedido el monto máximo establecido en el Decreto 
Supremo Nº 047-2019-PCM, con cargo a su presupuesto, 
para atender las operaciones de apoyo a los Pliegos 
Presupuestarios del Gobierno Nacional, los Gobiernos 
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SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD

Res. Nº 001-2020-SUSALUD/S.-  Aprueban el Plan 

Operativo Institucional - Año 2020 de SUSALUD  72

Res. Nº 002-2020-SUSALUD/S.-  Delegan facultades en 

diversos funcionarios de SUSALUD  73

PODER JUDICIAL

CORTES SUPERIORES DE JUSTICIA

Res. Adm. Nº 06-2020-P-CSJCL/PJ.-  Establecen 
conformación de diversos órganos jurisdiccionales de la 

Corte Superior de Justicia del Callao  77

ORGANISMOS AUTONOMOS

INSTITUCIONES EDUCATIVAS

RR. Nºs. R-2080 y 2081-2019-UNSAAC.-  Autorizan 
participación de estudiantes de la Universidad Nacional 
de San Antonio Abad del Cusco en programa de movilidad 

académica estudiantil a realizarse en México  80

JURADO NACIONAL DE ELECCIONES

Res. Nº 0006-2020-JNE.-  Confirman la Res. N° 
00369-2019-JEE-HVCA/JNE, emitida por el Jurado Electoral 

Especial de Huancavelica  82

MINISTERIO PUBLICO

RR. Nºs. 005 y 006-2020-MP-FN.-  Dan por concluidos 

designación y nombramientos, designan y nombran 

fiscales en los Distritos Fiscales de Puno y Tacna  83

Fe de Erratas Res. Nº 3743-2019-MP-FN 84

Fe de Erratas Res. Nº 3826-2019-MP-FN 84

REGISTRO NACIONAL DE IDENTIFICACION

Y ESTADO CIVIL

R.J. N° 000221-2019/JNAC/RENIEC.-  Aprueban el Plan 
de Masificación del Documento Nacional de Identidad 

Electrónico (DNIe) para el periodo 2019-2021  85

COMISIÓN ESPECIAL - LEY  30916

Res. Nº 099-2019-CE.-  Nombran Miembro Titular de la 

Junta Nacional de Justicia  86

Rectificación Res. Nº 096, 097, 098, 0101 y 0102-2019-CE 87

GOBIERNOS LOCALES

MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO

Ordenanza Nº 511-MSI.-  Ordenanza que prorroga el 
plazo de suspensión de aplicación de disposiciones del 
Reglamento Integrado Normativo - RIN, aprobado por 

Ordenanza N° 474-MSI  87

MUNICIPALIDAD DE VILLA EL SALVADOR

Ordenanza Nº 422-MVES.-  Ordenanza que aprueba el 
Régimen de Aplicación y Sanciones Administrativas (RAS) 
y el Cuadro de Infracciones y Sanciones Administrativas 
(CUIS) de la Municipalidad Distrital de Villa El Salvador 

 (Separata Especial)

SEPARATA ESPECIAL

MUNICIPALIDAD DE VILLA EL SALVADOR

Ordenanza Nº 422-MVES.-  Ordenanza que aprueba el 
Régimen de Aplicación y Sanciones Administrativas (RAS) 
y el Cuadro de Infracciones y Sanciones Administrativas 
(CUIS) de la Municipalidad Distrital de Villa El Salvador  

PODER EJECUTIVO

DECRETOS DE URGENCIA

DECRETO DE URGENCIA
Nº 006-2020

DECRETO DE URGENCIA QUE CREA EL SISTEMA 

NACIONAL DE TRANSFORMACIÓN DIGITAL

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al nuevo 
Congreso, una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, el Reglamento de Organización y Funciones 
de la Presidencia del Consejo de Ministros, aprobado 

mediante Decreto Supremo N° 022-2017-PCM, establece 
en el artículo 47, que la Secretaría de Gobierno Digital es 
el órgano de línea, con autoridad técnico normativa a nivel 
nacional, responsable de formular y proponer políticas 
nacionales y sectoriales, planes nacionales, normas, 
lineamientos y estrategias en materia de Informática y 
de Gobierno Electrónico, y ejerce la rectoría del Sistema 
Nacional de Informática;

Que, el Decreto Legislativo N° 1412, que aprueba 
la Ley de Gobierno Digital, establece el marco de 
gobernanza del gobierno digital para la adecuada gestión 
de la identidad digital, servicios digitales, arquitectura 
digital, interoperabilidad, seguridad digital y datos, así 
como el régimen jurídico aplicable al uso transversal 
de tecnologías digitales en la digitalización de procesos 
y prestación de servicios digitales por parte de las 
entidades de la Administración Pública en los tres niveles 
de gobierno;

Que, en el marco de la Política Nacional de 
Competitividad y Productividad, aprobada mediante el 
Decreto Supremo Nº 345-2018-EF, mediante Decreto 
Supremo N° 237-2019-EF, se aprueba el Plan de 
Competitividad y Productividad 2019-2030, el cual 
presenta un conjunto de medidas consensuadas entre el 
sector público y privado con miras a establecer un entorno 
favorable y competitivo que permita generar bienestar 
para todos los peruanos sobre la base de un crecimiento 
económico sostenible con enfoque territorial;

Que, la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) señala en el documento Políticas 
de Banda Ancha para América Latina y el Caribe - Un 
manual para la Economía Digital que las tecnologías 
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digitales podrían contribuir a cada uno de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS);

Que, el Foro Económico Mundial señala que la 
transformación digital tiene impacto directo en la 
competitividad de los países y en la generación de 
bienestar social y económico para los ciudadanos a través 
del impulso en la educación, en el acceso a la tecnología, 
en las pequeñas y medianas empresas, en los sectores de 
mayor demanda de la población, en los emprendimientos 
e innovación y en la cobertura de las necesidades de los 
ciudadanos;

Que, el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), reconoce el avance del Perú en 
el Índice de Desarrollo Humano, pero a su vez señala 
que se presentan brechas que deben ser reducidas 
y analiza las desigualdades actuales y cómo pueden 
cambiar en el futuro, observando particularmente dos 
cambios relevantes que darán forma a la vida hasta el 
siglo 22, entre ellos la transformación digital; indicando 
que las tecnologías digitales, las finanzas digitales y las 
soluciones de salud digital, ofrecen una idea de cómo el 
futuro de la desigualdad puede romper con el pasado, si 
las oportunidades pueden aprovecharse rápidamente y 
compartirse ampliamente; 

Que, la transformación digital es un proceso crítico para 
el bienestar de la población, siendo urgente desarrollar el 
ecosistema que regule las actividades digitales del país, 
así como establecer los mecanismos de colaboración y 
articulación con actores públicos, privados y sociedad civil 
en el entorno digital, a través de un enfoque sistémico 
e integral, que asegure la generación de valor público 
y promueva la generación de valor económico y social 
para los ciudadanos, entidades y sociedad en general, y 
contribuya al fortalecimiento de las funciones sustantivas 
del Estado;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y
Con cargo a dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al nuevo Congreso, una 
vez que éste se instale:

DECRETA:

Artículo 1.- Objeto
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto crear 

el Sistema Nacional de Transformación Digital.

Artículo 2.- Principios
Son principios que rigen el Sistema Nacional de 

Transformación Digital:

a) Apertura, transparencia e inclusión.- El uso de 
tecnologías digitales brinda la oportunidad de fortalecer la 
apertura, transparencia e inclusión. 

b) Compromiso y participación.- La toma de 
decisiones, diseño de políticas y entrega de servicios 
digitales se realiza utilizando enfoques, métodos o 
técnicas colaborativas que atiendan las necesidades y 
demandas de las personas.

c) Datos como activo estratégico.- Los datos son 
reconocidos como un activo estratégico para diseñar 
políticas, tomar decisiones, así como crear y entregar 
servicios digitales. Asimismo, la gestión transparente 
y ética de los datos se soporta en procesos, roles y 
estructuras de gobernanza.

d) Protección de datos personales y preservación 
de la seguridad.- Se asegura la estructura de gobernanza, 
regulación y liderazgo que facilite el equilibrio entre la 
apertura de datos y los niveles adecuados de privacidad 
y seguridad digital.

e) Liderazgo y compromiso político.- El liderazgo y 
compromiso se asegura desde la alta dirección para dirigir, 
orientar y supervisar la transformación digital, haciendo 
uso de los mecanismos de coordinación existentes.

f) Cooperación y colaboración.- La cooperación con 
otros países y organizaciones, así como la colaboración 
entre entidades, facilita el intercambio de experiencias, 
buenas prácticas, información y conocimiento, y desarrollo 
de servicios en materia de gobierno y transformación 
digital.

g) Servicios digitales centrados en las personas.- 
La creación, diseño y desarrollo de servicios digitales 
responde a las demandas y necesidades de la ciudadanía, 
buscando asegurar la generación de valor público.

h) Competencias digitales.- La transformación digital 
requiere fortalecer las competencias digitales, habilidades 
y destrezas, en especial aquellas competencias 
relacionadas a las prácticas de gestión de proyectos 
digitales, el cambio cultural, los servicios digitales, 
seguridad digital y la arquitectura digital.

i) Adquisiciones y contrataciones inteligentes.- La 
adquisición de tecnologías digitales se adapta a enfoques 
que prioricen el uso compartido y la reutilización de 
infraestructura, plataformas y recursos digitales.

Artículo 3.- Transformación Digital
La transformación digital es el proceso continuo, 

disruptivo, estratégico y de cambio cultural que se 
sustenta en el uso intensivo de las tecnologías digitales, 
sistematización y análisis de datos para generar efectos 
económicos, sociales y de valor para las personas. 

Artículo 4.- Sistema Nacional de Transformación 
Digital

4.1 El Sistema Nacional de Transformación Digital es 
un Sistema Funcional del Poder Ejecutivo, conformado 
por un conjunto de principios, normas, procedimientos, 
técnicas e instrumentos mediante los cuales se organizan 
las actividades de la administración pública y se 
promueven las actividades de las empresas, la sociedad 
civil y la academia orientadas a alcanzar los objetivos del 
país en materia de transformación digital.

4.2 El Sistema Nacional de Transformación Digital 
se sustenta en la articulación de los diversos actores 
públicos y privados de la sociedad y abarca, de manera 
no limitativa, las materias de gobierno digital, economía 
digital, conectividad digital, educación digital, tecnologías 
digitales, innovación digital, servicios digitales, sociedad 
digital, ciudadanía e inclusión digital y confianza digital; 
sin afectar las autonomías y atribuciones propias de cada 
sector, y en coordinación con estos en lo que corresponda 
en el marco de sus competencias.

Artículo 5.- Finalidad del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

El Sistema Nacional de Transformación Digital tiene 
por finalidad:

1. Fomentar e impulsar la transformación digital de las 
entidades públicas, las empresas privadas y la sociedad 
en su conjunto, fortalecer el uso efectivo de las tecnologías 
digitales, las redes y los servicios digitales por parte de los 
ciudadanos y personas en general. 

2. Impulsar la innovación digital, el fortalecimiento de una 
sociedad digital inclusiva y el ejercicio de una ciudadanía 
digital con deberes y derechos digitales de los ciudadanos.

3. Promover la economía digital, la competitividad, 
productividad e inclusión financiera en una sociedad 
digital.

4. Fortalecer el acceso y la inclusión a las tecnologías 
digitales en el país y la confianza digital fomentando la 
seguridad, transparencia, protección de datos personales 
y gestión ética de las tecnologías en el entorno digital 
para la sostenibilidad, prosperidad y bienestar social y 
económico del país.

Artículo 6.- Ámbito de aplicación
Los principios, normas y procedimientos que rigen 

la materia de Transformación Digital son aplicables a 
las entidades establecidas en el artículo I del Título 
Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley N° 
27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado mediante Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, 
y, a las organizaciones de la sociedad civil, ciudadanos, 
empresas y academia en lo que corresponda.

Artículo 7.- Ente rector del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

La Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
la Secretaría de Gobierno Digital, es el ente rector del 
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Sistema Nacional Transformación Digital, constituyéndose 
en la autoridad técnico-normativa a nivel nacional sobre la 
materia. 

Artículo 8.- Funciones del ente rector

8.1 Son funciones del ente rector:

a) Formular y proponer la política y estrategia nacional 
de transformación digital.

b) Promover, dirigir, coordinar, supervisar y evaluar la 
transformación digital del país.

c) Elaborar y proponer normas reglamentarias y 
complementarias que regulen la transformación digital del 
país.

d) Elaborar y aprobar lineamientos, procedimientos, 
metodologías, instrumentos, técnicas, modelos, directivas 
u otros para la transformación digital del país.

e) Elaborar y proponer estándares técnicos en 
coordinación con los sectores competentes.

f) Supervisar y fiscalizar, cuando corresponda, el 
cumplimiento del marco normativo en materia del Sistema 
Nacional de Transformación Digital.

g) Emitir opinión vinculante sobre el alcance, 
interpretación e integración de normas que regulan la 
materia de transformación digital; así como sobre el 
despliegue de plataformas transversales administradas 
por el Estado en materia de transformación digital.

h) Promover, coordinar y gestionar el intercambio de 
conocimientos a nivel nacional e internacional en materia 
de transformación digital en el país.

i) Articular acciones con representantes del sector 
privado, la sociedad civil, la academia, las personas u 
otros interesados para promover la transformación digital 
del país.

8.2 Dichas funciones se ejercen sin afectar las 
autonomías y atribuciones de cada sector en el marco de 
sus competencias.

Artículo 9.- Integrantes del Sistema Nacional 
Transformación Digital

Forman parte del Sistema Nacional de Transformación 
Digital:

a) La Presidencia del Consejo de Ministros
b) El Ministerio de Economía y Finanzas
c) El Ministerio de Educación
d) El Ministerio de Transportes y Comunicaciones
e) El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos
f) El Ministerio de la Producción
g) El Ministerio de Relaciones Exteriores
h) El Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e 

Innovación Tecnológica
i) Los Comités de Gobierno Digital de las entidades 

públicas a nivel nacional
j) Organizaciones del sector privado, la sociedad civil, la 

academia u otros actores relevantes para una sociedad digital

Artículo 10.- Del Comité de Alto Nivel por un Perú 
Digital, Innovador y Competitivo

El Comité de Alto Nivel por un Perú Digital, Innovador 
y Competitivo constituye el espacio de coordinación y 
articulación entre el sector público, privado, sociedad civil, 
academia y ciudadanos para las acciones relacionadas al 
desarrollo y consolidación de la transformación digital en 
el país, a fin de fortalecer la competitividad, productividad, 
el cierre de brechas en materia digital, el bienestar social 
y económico de las personas y asegurar su sostenibilidad 
en todas las regiones del Perú.

Artículo 11.- Organizaciones del sector privado, la 
sociedad civil, la academia y otros actores relevantes 
para la construcción de una sociedad digital

Las organizaciones del sector privado, la sociedad 
civil, la academia, entre otros actores relevantes para la 
construcción de una sociedad digital y el desarrollo de una 
economía digital, consideran en sus acciones los objetivos 
de la política y estrategia nacional de transformación 
digital orientadas a fortalecer la confianza digital en el 
diseño e implementación de servicios digitales.

Artículo 12.- Política y Estrategia Nacional de 
Transformación Digital

La Política y Estrategia Nacional de Transformación 
Digital se constituyen en los instrumentos estratégicos y 
orientadores para la transformación digital en el país.

Artículo 13.- Articulación con el Sistema 
Administrativo de Modernización de la Gestión 
Pública

La Secretaría de Gobierno Digital coordina con la 
Secretaría de Gestión Pública las acciones vinculadas 
con el Sistema Administrativo de Modernización de la 
Gestión Pública. 

Artículo 14.- Financiamiento
La implementación de lo establecido en el presente 

Decreto de Urgencia se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades correspondientes.

Artículo 15.- Refrendo 
El presente Decreto de Urgencia es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, la Ministra de 
Economía y Finanzas, la Ministra de Educación, el Ministro 
de Transportes y Comunicaciones, la Ministra de Justicia 
y Derechos Humanos, la Ministra de la Producción y el 
Ministro de Relaciones Exteriores.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Modificación del artículo 8 del Decreto 
Legislativo 1310 que aprueba medidas adicionales de 
simplificación administrativa

Modifícase el artículo 8 del Decreto Legislativo N° 
1310 que aprueba medidas adicionales de simplificación 
administrativa, en los siguientes términos:

“Artículo 8. Sistemas de Trámite Documentario de 
las Entidades de la Administración Pública

Las entidades de la Administración Pública deben 
interconectar sus sistemas de trámite documentario o 
equivalentes para el envío automático de documentos 
electrónicos entre dichas entidades a través de la 
Plataforma de Interoperabilidad del Estado administrada 
por la Presidencia del Consejo de Ministros, a través de la 
Secretaría de Gobierno Digital.

Las entidades del Poder Ejecutivo deben adecuar sus 
sistemas de trámite documentario o equivalentes para el 
envío automático de documentos electrónicos con otras 
entidades, así como dentro de sus áreas, órganos y 
unidades, hasta el 31 de diciembre de 2021.

Mediante Decreto Supremo refrendado por el 
Presidente del Consejo de Ministros se establecen 
los plazos aplicables a las demás entidades de la 
Administración Pública, y cualquier otra disposición que 
resulte necesaria para la digitalización e integración de 
sus sistemas de trámite documentario o equivalentes.”

Segunda.- Reglamento del Sistema Nacional de 
Transformación Digital

El Reglamento del Sistema Nacional de 
Transformación Digital se aprueba a propuesta de la 
Presidencia del Consejo de Ministros con el refrendo del 
Ministerio de Economía y Finanzas en un plazo máximo 
de noventa (90) días hábiles posterior a la publicación del 
presente Decreto de Urgencia.

Tercera.- Política y Estrategia Nacional de 
Transformación Digital

En un plazo no mayor a noventa (90) días hábiles, 
posterior a la publicación del presente Decreto de 
Urgencia, la Presidencia del Consejo de Ministros, 
en su calidad de ente rector del Sistema Nacional de 
Transformación Digital formula y propone la Política y la 
Estrategia Nacional de Transformación Digital.

Cuarta.- Aplicación de la Norma
Los proyectos de inversión privada que, a la fecha, 

cuenten con contratos suscritos o que hayan sido 
incorporados al proceso de promoción de la inversión 
privada, seguirán sujetos a la normativa vigente hasta antes 
de la entrada en vigencia del presente Decreto de Urgencia.
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DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Norma derogatoria
Deróganse las disposiciones contenidas en el 

Decreto Legislativo 604 relativas al Sistema Nacional 
de Informática que se opongan al presente Decreto de 
Urgencia. Entiéndase, para todos sus efectos, que el 
Sistema Nacional de Transformación Digital sustituye al 
Sistema Nacional de Informática.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los ocho 
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas y
Encargada del Despacho del Ministerio de
Relaciones Exteriores

FLOR AIDEÉ PABLO MEDINA
Ministra de Educación

ANA TERESA REVILLA VERGARA
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

ROCÍO INGRED BARRIOS ALVARADO
Ministra de la Producción

EDMER TRUJILLO MORI
Ministro de Transportes y Comunicaciones

1844001-1

DECRETO DE URGENCIA
Nº 007-2020

DECRETO DE URGENCIA QUE APRUEBA EL 

MARCO DE CONFIANZA DIGITAL Y DISPONE 

MEDIDAS PARA SU FORTALECIMIENTO

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con el artículo 135 de la 
Constitución Política del Perú, durante el interregno 
parlamentario, el Poder Ejecutivo legisla mediante 
decretos de urgencia de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 165-2019-
PCM, Decreto Supremo que disuelve el Congreso de 
la República y convoca a elecciones para un nuevo 
Congreso, se revocó el mandato parlamentario de los 
congresistas, manteniéndose en funciones la Comisión 
Permanente;

Que, mediante Decreto Legislativo N° 1412, Decreto 
Legislativo que aprueba la Ley de Gobierno Digital, se 
establece un marco de gobernanza del gobierno digital 
para la adecuada gestión de la identidad digital, servicios 
digitales, arquitectura digital, interoperabilidad, seguridad 
digital y datos, así como el régimen jurídico aplicable al 
uso transversal de tecnologías digitales en la digitalización 
de procesos y prestación de servicios digitales por parte 
de las entidades de la Administración Pública en los tres 
niveles de gobierno;

Que, el artículo 30 del precitado Decreto Legislativo 
define la Seguridad Digital como el estado de confianza 
en el entorno digital que resulta de la gestión y aplicación 
de un conjunto de medidas proactivas y reactivas frente 
a los riesgos que afectan la seguridad de las personas, 
la prosperidad económica y social, la seguridad nacional 
y los objetivos nacionales en dicho entorno. Se sustenta 
en la articulación con actores del sector público, sector 

privado y otros quienes apoyan en la implementación de 
controles, acciones y medidas;

Que, asimismo, el artículo 33 del referido Decreto 
Legislativo, establece que la Seguridad de la Información 
se enfoca en la información, de manera independiente de 
su formato y soporte. La seguridad digital se ocupa de 
las medidas de la seguridad de la información procesada, 
transmitida, almacenada o contenida en el entorno digital, 
procurando generar confianza, gestionando los riesgos 
que afecten la seguridad de las personas y la prosperidad 
económica y social en dicho entorno;

Que, mediante Decreto Supremo N° 237-2019-
EF, se aprueba el Plan Nacional de Competitividad y 
Productividad, el cual presenta un conjunto de medidas 
consensuadas entre el sector público y privado con miras 
a establecer un entorno favorable y competitivo que 
permita generar bienestar para todos los peruanos sobre 
la base de un crecimiento económico sostenible con 
enfoque territorial;

Que, del precitado Plan Nacional se entiende que 
las tecnologías digitales tienen un valor estratégico para 
reducir brechas, impulsar la innovación y apoyar en el 
crecimiento del país; más aún, señala que los cambios 
tecnológicos por los cuales atraviesa el mundo actual 
serían mucho más fáciles de adoptar si es que realizamos 
una transformación digital a lo largo del país;

Que, mediante Decreto Supremo N° 086-2015-
PCM se declara de interés nacional las acciones, 
actividades e iniciativas desarrolladas en el marco del 
proceso de vinculación del Perú con la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) e implementación del Programa País, en esa 
línea, cobra relevancia las Recomendaciones para la 
Gestión de Riesgos de Seguridad Digital realizadas por 
la OCDE, entre las cuales se señala la importancia del 
establecimiento de Equipos de Respuestas a Incidentes 
de Seguridad Digital a nivel de los Estados;

Que, en el documento Gobierno Digital en el Perú 
“Trabajando con los ciudadanos” la OCDE señala como 
recomendación que el Estado Peruano debe “considerar 
establecer un Centro Nacional de Seguridad Digital” que 
busque articular acciones con los actores relevantes para 
gestionar incidentes de seguridad digital y fortalecer la 
confianza;

Que, la confianza digital es un estado que emerge 
como resultado de cuan veraz, predecible, seguro 
y confiable son las interacciones digitales que se 
generan entre personas, empresas, entidades públicas 
o cosas en el entorno digital. La confianza digital es 
un componente de la Transformación Digital y tiene 
como ámbitos la protección de datos, transparencia, 
seguridad digital y protección del consumidor en el 
entorno digital;

Que, ante ello como parte de nuestro proceso 
de vinculación, resulta necesario dictar medidas en 
materia de confianza y seguridad digital, estableciendo 
los mecanismos de colaboración y articulación con 
actores públicos, privados y sociedad civil en el entorno 
digital, a través de un enfoque sistémico e integral 
que asegure el fortalecimiento de la confianza en 
los servicios digitales por las personas, entidades y 
sociedad en general;

En uso de las facultades conferidas por el artículo 135 
de la Constitución Política del Perú;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros; y,
Con cargo a dar cuenta a la Comisión Permanente 

para que lo examine y lo eleve al Congreso, una vez que 
éste se instale:

DECRETA:

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto
El presente Decreto de Urgencia tiene por objeto 

establecer las medidas que resultan necesarias para 
garantizar la confianza de las personas en su interacción 
con los servicios digitales prestados por entidades 
públicas y organizaciones del sector privado en el territorio 
nacional.
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Autorizan viaje de funcionaria diplomática 
a México, en comisión de servicios

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 0003/RE-2020

Lima, 2 de enero de 2020

CONSIDERANDO:

Que, la III Reunión de la Comisión de Asuntos 
Políticos; y, la III Reunión del Consejo del Acuerdo de 
Asociación Estratégica entre la República del Perú y los 
Estados Unidos Mexicanos, se llevarán a cabo en Ciudad 
de México, Estados Unidos Mexicanos, el 7 de enero de 
2020;

Que, el citado Consejo, es el órgano supervisor del 
Acuerdo, estando conformado por seis miembros, que 
corresponden a los encargados designados en las 
siguientes Comisiones Especiales: a) la Comisión de 
Asuntos Políticos; b) la Comisión de Cooperación, y c) la 
Comisión de Asuntos Económicos, Comercio e Inversión;

Que, se estima necesaria la participación de la 
Directora General de América, en el referido evento, a fin 
de hacer seguimiento político-diplomático de los temas a 
tratar;

De conformidad con la Ley Nº 27619, Ley que regula 
la autorización de viajes al exterior de servidores y 
funcionarios públicos, modificada por la Ley Nº 28807, 
y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 
047-2002-PCM y su modificatoria; el Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, aprobado por Decreto Supremo Nº 135-
2010-RE; la Ley Nº 28091, Ley del Servicio Diplomático 
de la República y sus modificatorias; su Reglamento 
aprobado por Decreto Supremo Nº 130-2003-RE y sus 
modificatorias; y, el Decreto de Urgencia Nº 014-2019, 
Decreto de Urgencia que Aprueba el de Presupuesto del 
Sector Público para el Año Fiscal 2020;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Autorizar el viaje en comisión de servicios 
de la Embajadora en el Servicio Diplomático de la 
República Esther Elizabeth Astete Rodríguez, Directora 
General de América, a Ciudad de México, Estados Unidos 
Mexicanos, el 7 de enero de 2020, para los fines expuestos 
en la parte considerativa de la presente resolución.

Artículo 2.- Los gastos que irrogue el cumplimiento 
de la presente comisión de servicios serán cubiertos 
por el pliego presupuestal del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Meta 0137175 Representación Diplomática 
y Defensa de los Intereses Nacionales en el Exterior, 
debiendo rendir cuenta documentada en un plazo no 
mayor de quince (15) días hábiles, al término del referido 
viaje, de acuerdo con el siguiente detalle:

Nombres y Apellidos

Pasajes Aéreos

Clase Económica

USD

Viáticos 

por día 

USD

Número 

de días

Total 

viáticos 

USD

Esther Elizabeth Astete 

Rodríguez
950.00 440.00 1 + 1 880.00

Artículo 3.- Dentro de los quince (15) días calendario, 
posteriores a su retorno al país, la citada funcionaria 
diplomática deberá presentar al Ministro de Relaciones 
Exteriores, un informe de las acciones realizadas y los 
resultados obtenidos en el viaje autorizado.

Artículo 4.- La presente Resolución no libera ni 
exonera del pago de impuestos o de derechos aduaneros 
cualquiera sea su clase o denominación.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

GUSTAVO MEZA-CUADRA V.
Ministro de Relaciones Exteriores

1842745-1

TRABAJO Y PROMOCION

DEL EMPLEO

Decreto Supremo que aprueba los 
Lineamientos para el otorgamiento de 
ajustes razonables a las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo y 
los criterios para determinar una carga 
desproporcionada o indebida, aplicables en 
el Sector Público

DECRETO SUpREMO
Nº 001-2020-TR

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 7 de la Constitución Política del 
Perú señala que la persona con discapacidad tiene 
derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal 
de protección, atención, readaptación y seguridad; 
ello con la finalidad de garantizar su participación, de 
manera independiente, en todos los aspectos de la vida 
en sociedad;

Que, el artículo 23 de la Constitución Política del Perú 
señala que el trabajo, en sus diversas modalidades, es 
objeto de atención prioritaria del Estado, el cual protege 
especialmente, entre otros, a la persona con discapacidad 
que trabaja; 

Que, el numeral 50.1 del artículo 50 de la Ley                            
N° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
modificado por Decreto Legislativo N° 1417, Decreto 
Legislativo que promueve la inclusión de las personas con 
discapacidad, establece que la persona con discapacidad 
tiene derecho a ajustes razonables en el proceso de 
selección de recursos humanos y en el lugar de trabajo;

Que, por su parte, el numeral 50.4 del artículo 50 de la 
misma ley establece que los empleadores de los sectores 
público y privado están obligados a realizar los ajustes 
razonables, salvo cuando demuestren que suponen una 
carga desproporcionada o indebida, de conformidad 
con los criterios fijados por el Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo que se aplican en los sectores 
público y en el privado;

Que, la Tercera Disposición Complementaria Final 
del referido Decreto Legislativo Nº 1417 dispone que el 
Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo emite los 
lineamientos para el otorgamiento de ajustes razonables 
a las personas con discapacidad en el lugar de trabajo 
para los sectores público y privado, así como los 
criterios para determinar una carga desproporcionada 
o indebida;

Que, mediante Resolución Ministerial N° 284-2018-
TR se conforma un Grupo de Trabajo denominado “Mesa 
de Trabajo para el otorgamiento de ajustes razonables 
en el lugar de trabajo de las personas con discapacidad 
en el sector público”, integrado por representantes del 
Ministerio del Trabajo y Promoción del Empleo, del 
Consejo Nacional para la Integración de la Persona con 
Discapacidad (CONADIS) y de la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil (SERVIR), con la finalidad de elaborar la 
propuesta de lineamientos para el otorgamiento de ajustes 
razonables en el lugar de trabajo para las personas con 
discapacidad en el sector público; 

Que, de conformidad con el artículo 14 de la Ley                                                                                                                       
Nº 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
y sus modificatorias, así como del numeral 12.1 
del artículo 12 del Reglamento de la Ley N° 29973, 
Ley General de la Persona con Discapacidad, 
aprobado por Decreto Supremo N° 002-2014-MIMP, 
y sus modificatorias, mediante Resolución Ministerial                                                                              
N° 057-2019-TR se prepublica en el portal del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo el proyecto de 
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decreto supremo que aprueba los “Lineamientos para 
el otorgamiento de ajustes razonables a las personas 
con discapacidad en el lugar de trabajo, así como 
los criterios para una carga desproporcionada o 
indebida, para el sector público”, a efectos de recibir 
las sugerencias, comentarios o recomendaciones 
de empleadores y trabajadores, o sus respectivas 
organizaciones; de las entidades públicas o privadas y 
de la ciudadanía en general;

Que, la Dirección de Promoción Laboral para 
Personas con Discapacidad de la Dirección General 
de Promoción del Empleo del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, luego de la revisión y análisis 
de los aportes de la sociedad civil a la propuesta 
presentada por la acotada Mesa de Trabajo formula 
una nueva propuesta del documento normativo 
denominado “Lineamientos para el otorgamiento de 
ajustes razonables a las personas con discapacidad en 
el lugar de trabajo y los criterios para determinar una 
carga desproporcionada o indebida, aplicables en el 
sector público”;

De conformidad con lo establecido por el numeral 
8 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú; 
el numeral 1 del artículo 6 de la Ley Nº 29158, Ley 
Orgánica del Poder Ejecutivo, y sus modificatorias; el 
numeral 5.2 del artículo 5 de la Ley Nº 29381, Ley de 
Organización y Funciones del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, y sus modificatorias; la Ley N° 
29973, Ley General de la Persona con Discapacidad, 
y sus modificatorias, y su Reglamento, aprobado 
por Decreto Supremo N° 002-2014-MIMP, y sus 
modificatorias; la Sección Primera del Reglamento de 
Organización y Funciones del Ministerio de Trabajo y 
Promoción del Empleo, aprobada por Decreto Supremo 
Nº 019-2019-TR; y la Sección Segunda del Reglamento 
de Organización y Funciones del Ministerio de Trabajo 
y Promoción del Empleo, aprobada por Resolución 
Ministerial N° 285-2019-TR;

DECRETA:

Artículo 1.- Objeto
Apruébase el documento denominado “Lineamientos 

para el otorgamiento de ajustes razonables a las 
personas con discapacidad en el lugar de trabajo y los 
criterios para determinar una carga desproporcionada 
o indebida, aplicables en el sector público” que consta 
de tres (3) capítulos, once (11) artículos y cinco (5) 
disposiciones complementarias finales; y que, como 
anexo, forma parte integrante del presente decreto 
supremo.

Artículo 2.- publicación 
Publícase el presente decreto supremo en los portales 

institucionales de los ministerios cuyos/as titulares lo 
refrendan, el mismo día de su publicación en el Diario 
Oficial El Peruano.

Artículo 3.- Refrendo
El presente decreto supremo es refrendado por 

el Presidente del Consejo de Ministros, la Ministra de 
Trabajo y Promoción del Empleo, y la Ministra de la Mujer 
y Poblaciones Vulnerables.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los tres días 
del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

GLORIA MONTENEGRO FIGUEROA
Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

SYLVIA E. CÁCERES PIZARRO
Ministra de Trabajo y Promoción del Empleo

LINEAMIENTOS pARA EL OTORGAMIENTO DE 
AJUSTES RAZONABLES A LAS pERSONAS CON 
DISCApACIDAD EN EL LUGAR DE TRABAJO Y 

LOS CRITERIOS pARA DETERMINAR UNA CARGA 
DESpROpORCIONADA O INDEBIDA, ApLICABLES 

EN EL SECTOR pÚBLICO

CApÍTULO I

DISpOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto
El presente documento establece los lineamientos 

para el otorgamiento de ajustes razonables en el lugar 
de trabajo a favor de los/las servidores/ras civiles con 
discapacidad, así como los criterios para identificar si los 
mismos suponen una carga desproporcionada o indebida 
para la entidad, a fin de contribuir a la eliminación de la 
discriminación por razón de discapacidad.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación
Los lineamientos y los criterios se aplican en todas las 

entidades de la Administración Pública.
Para los fines de la presente norma, se entiende por 

“entidad” o “entidades” de la Administración Pública a 
todas aquellas comprendidas en el Artículo I del Título 
Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS.

Artículo 3.- Definiciones
En la aplicación de los lineamientos para el 

otorgamiento de ajustes razonables en el lugar de 
trabajo en el sector público se consideran las siguientes 
definiciones:

3.1 Ajustes razonables en el lugar de trabajo: son 
las modificaciones, adaptaciones necesarias y adecuadas, 
requeridas en casos particulares que, sin imponer una 
carga desproporcionada o indebida para la entidad 
pública, sirven para garantizar al/a la servidor/a civil con 
discapacidad el goce o ejercicio del derecho al trabajo 
en igualdad de condiciones, a fin de facilitar el desarrollo 
eficiente del mismo o la participación en programas de 
capacitación, actualización laboral, entre otros.

3.2 Barreras en el lugar de trabajo: es cualquier 
impedimento u obstáculo que limita o impide el acceso, 
utilización, interacción y comprensión de manera 
normalizada, digna, cómoda y segura de cualquier 
espacio, equipamiento y/o servicio en el centro de trabajo.

3.3 Enfoque de género: es la herramienta de análisis 
que permite examinar la realidad, las asimetrías y las 
relaciones de poder que se producen entre hombres 
y mujeres teniendo en cuenta los roles socialmente 
asignados, a fin de formular medidas que contribuyan 
a superar las brechas de género. Este enfoque se 
complementa con los enfoques de derechos humanos, 
interculturalidad, entre otros aplicables.

3.4 Lugar de trabajo: es el espacio físico, estructura 
o conjunto de instalaciones que se hallan bajo el control 
de la entidad pública, a los que el/la servidor/a civil con 
discapacidad debe acceder para la adecuada ejecución 
de sus funciones.

Artículo 4.- Principios Generales
Entre los principios que orientan el otorgamiento de 

ajustes razonables al/a la servidor/a civil con discapacidad 
en el lugar de trabajo, se consideran los siguientes:

4.1 Accesibilidad.- Asegurar el acceso de los/as 
servidores/as civiles con discapacidad, en igualdad de 
condiciones, al entorno físico, los medios de transporte, 
la información y las comunicaciones y a otros servicios e 
instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto 
en zonas urbanas y rurales, a fin de que puedan vivir en 
forma independiente y participar plenamente en todos los 
aspectos de la vida en sociedad.

4.2 Accesibilidad de la información.- La información 
que la entidad pública provee al/ a la servidor/a civil 
con discapacidad debe brindarse a través de medios 
apropiados y accesibles para conocer, recibir y 
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proporcionar información relevante para la toma de 
decisiones sobre los ajustes razonables requeridos. 

4.3 Autonomía y autodeterminación.- El diseño e 
implementación de ajustes razonables otorgados respeta 
las preferencias y la libre toma de decisión del/de la 
servidor/a civil con discapacidad, considerando la opinión 
y propuestas relacionadas a sus necesidades individuales, 
asegurando que cuando éste/a lo requiera, de ser el caso, 
cuente con servicios de apoyo en el trabajo.

4.4 Celeridad.- Los ajustes razonables deben 
proporcionarse en el lapso más breve posible, atendiendo 
a las necesidades particulares de los/las servidores/
as civiles con discapacidad, desarrollando de forma 
inmediata las acciones previstas para su implementación.

4.5 Confidencialidad.- La entidad pública debe 
guardar reserva sobre la información personal que la 
persona con discapacidad expone a efectos de solicitar 
ajustes razonables, en cualquiera de las etapas señaladas 
en la presente norma.

4.6 Igualdad de oportunidades.- Los ajustes 
razonables deben permitir al/a la servidor/a civil con 
discapacidad desempeñarse en igualdad de condiciones 
que el resto de los servidores públicos de la entidad para 
el desempeño adecuado de sus funciones en el lugar de 
trabajo.

4.7 No discriminación.- Es la prohibición de realizar 
algún acto de distinción, exclusión o restricción basada 
en una discapacidad, antecedente de discapacidad, 
consecuencia de discapacidad anterior o percepción de 
una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto 
o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de 
sus derechos humanos y libertades fundamentales.

4.8 Respeto a su dignidad.- Los ajustes razonables 
deben implementarse oportunamente y sin menoscabar la 
dignidad del/la servidor/a con discapacidad.

4.9 Razonabilidad.- El otorgamiento, la debida 
implementación y/o denegatoria de ajustes razonables 
atiende a los criterios de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en atención a las necesidades 
particulares del/de la servidor/a civil con discapacidad y 
posibilidades de la entidad.

CApÍTULO II

DEL pROCEDIMIENTO pARA EL OTORGAMIENTO DE 
AJUSTES RAZONABLES EN 

EL LUGAR DE TRABAJO

Artículo 5.- Identificación de los/las servidores/as 
civiles con discapacidad

5.1 La entidad, a través de la Oficina de Recursos 
Humanos, o la que haga sus veces, identifica a los/las 
servidores/as civiles con discapacidad hasta el día hábil 
siguiente de su ingreso a la entidad pública.

5.2 La entidad identifica también a aquellos/as 
servidores/as civiles con discapacidad que tengan 
vínculo laboral que no cuentan con ajustes razonables. 
Para dicho efecto, los responsables de las unidades 
de la entidad pública reportan a la Oficina de Recursos 
Humanos, o la que haga sus veces, los/las servidores/
as civiles con discapacidad que prestan servicios en la 
unidad a su cargo y que requieren ajustes razonables 
para la ejecución de sus actividades.

5.3 Sin perjuicio de ello, los/las servidores/as civiles 
con discapacidad pueden solicitar en cualquier momento 
de la relación laboral los ajustes razonables, en tanto 
se identifiquen barreras que impidan el ejercicio de sus 
funciones en el lugar de trabajo.

Artículo 6.- Procedimiento para el otorgamiento de 
ajustes razonables

6.1 Dentro de los dos (2) días hábiles de identificado/a 
el/la servidor/a civil con discapacidad, la Oficina de 
Recursos Humanos, o la que haga sus veces, le 
informa sobre el derecho que le asiste para requerir el 
otorgamiento de ajustes razonables en el lugar de trabajo. 

6.2 El/la servidor/a civil con discapacidad, atendiendo a su 
discapacidad y a las funciones que desempeña en la entidad 

pública, puede remitir una solicitud, a través de cualquier 
medio que le resulte accesible y evidencie su formulación, a 
la Oficina de Recursos Humanos, o la que haga sus veces, 
proponiendo la implementación de determinados ajustes 
razonables que estime necesarios de ser implementados.

A efectos de lo anterior, y a través de la entidad 
pública, de oficio o a iniciativa del/de la servidor/a civil 
con discapacidad, la Oficina de Recursos Humanos, o 
la que haga sus veces, puede requerir la asistencia de 
instituciones especializadas en cuestiones de discapacidad, 
públicas o privadas, tales como, el Consejo Nacional para 
la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS), 
el Instituto Nacional de Rehabilitación (INR), el Instituto 
Nacional de Salud Mental Honorio Delgado - Hideyo 
Noguchi, el Centro Nacional de Salud Ocupacional y 
Protección del Medio Ambiente para la Salud (CENSOPAS), 
el Instituto Nacional de Salud (INS), el Seguro Social de 
Salud (ESSALUD), las Oficinas Regionales de Atención 
a las Personas con Discapacidad (OREDIS), las Oficinas 
Municipales de Atención a las Personas con Discapacidad 
(OMAPED), entre otras instituciones. 

6.3 Dentro de los dos (2) días hábiles de realizada 
la comunicación a que se refiere el numeral 6.1, y con la 
solicitud remitida por el/la servidor/a civil con discapacidad, 
o sin la existencia de una solicitud, siempre y cuando haya 
identificado barreras que limitan su adecuado desempeño 
en las tareas del puesto, la Oficina de Recursos Humanos, 
o la que haga sus veces, lleva a cabo una reunión con el/la 
servidor/a con discapacidad a efectos de que éste/a último/a 
pueda comunicar sobre los necesarios ajustes razonables 
que considera deben implementarse en su lugar de trabajo.

De acuerdo con cada caso en particular, y según lo 
solicite el/la servidor/a civil con discapacidad, la entidad 
facilita los medios o intermediarios que garanticen una 
efectiva comunicación, que pueden ser aumentativos o 
alternativos de comunicación, en el marco de lo establecido 
en el artículo 21 de la Ley N° 29973, Ley General de la 
Persona con Discapacidad, y sus modificatorias.

Conforme lo solicite el/la servidor/a civil con 
discapacidad, y para garantizar la adecuada comunicación, 
la entidad pública facilita la participación de una persona 
de apoyo o de confianza designada por aquél/lla.

6.4 Considerando el diálogo sostenido con el/la 
servidor/a civil con discapacidad y atendiendo su solicitud 
de ser el caso, dentro de los cuatro (4) días hábiles de 
sostenida la reunión referida en el numeral 6.3, la Oficina 
de Recursos Humanos, o la que haga sus veces, emite 
un informe de calificación a través del cual, se determine 
si el/la servidor/a civil con discapacidad requiere de la 
implementación de ajustes razonables.

6.5 De concluirse que el/la servidor/a civil con 
discapacidad requiere de ajustes razonables en el lugar 
de trabajo, el informe emitido debe contener lo siguiente:

a) El análisis de las barreras del puesto en el lugar 
de trabajo atendiendo a la situación concreta del/de la 
servidor/a civil con discapacidad.

b) Los ajustes razonables susceptibles de ser 
implementados a favor del/de la servidor/a civil con 
discapacidad, indicando el plazo razonable en el cual se 
encontrarán en funcionamiento y/o su implementación, 
atendiendo a la naturaleza del ajuste.

De ser el caso, el informe incluye la fundamentación 
de la denegatoria de los ajustes propuestos por el/
la servidor/a civil con discapacidad de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 10 de la presente norma y, 
en atención a ello, las alternativas de ajuste que pueden 
reemplazar a éstos cuando corresponda.

6.6 El informe elaborado por la Oficina de Recursos 
Humanos, o la que haga sus veces, debe ser comunicado 
bajo un medio accesible al/a la servidor/a civil con 
discapacidad.

6.7 El plazo para la emisión del informe puede 
ser ampliado hasta por cuatro (4) días hábiles en 
caso se fundamenten complicaciones objetivas en la 
determinación de ajustes razonables.

6.8 De ser reasignado el/la servidor/a civil con 
discapacidad y el nuevo puesto que ocupa requiere 
de adaptaciones o modificaciones, éstas se realizan 
conforme a lo establecido en los presentes lineamientos.
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Artículo 7.- Implementación de los ajustes 
razonables 

7.1 La Oficina de Recursos Humanos, o la que haga 
sus veces, de ser necesario, solicita la participación de un 
médico ocupacional o especialista en seguridad y salud en 
el trabajo cuando en la implementación del ajuste se advierta 
una situación relacionada a la salud y seguridad en el trabajo. 

Las áreas competentes de la entidad emiten opinión 
técnica a solicitud de la Oficina de Recursos Humanos, o 
la que haga sus veces. 

7.2 La implementación de los ajustes razonables es 
responsabilidad de la Oficina de Recursos Humanos; la 
Oficina de Planeamiento, Presupuesto y Administración o 
las que hagan sus veces, respectivamente; así como, de la 
oficina en la cual desarrolla sus funciones el/la servidor/a 
civil con discapacidad como área facilitadora para la 
implementación, y las otras que resulten necesarias.

Artículo 8.- Mantenimiento y renovación de los 
ajustes razonables

La entidad está obligada a dar el necesario mantenimiento 
a los ajustes razonables para conservarlos operativos a 
favor del/de la servidor/a civil con discapacidad.

En caso el/la servidor/a civil con discapacidad detecte 
el deterioro del ajuste razonable que afecte su utilidad, 
puede comunicar ello a la Oficina de Recursos Humanos, 
la Oficina de Planeamiento, Presupuesto y Administración 
o las que hagan sus veces, respectivamente, requiriendo 
el mantenimiento o renovación, según corresponda.

La entidad está obligada a dar respuesta a la solicitud 
del/de la servidor/a civil con discapacidad en un plazo no 
mayor a cinco (5) días hábiles desde la recepción de la 
comunicación, indicando el plazo de funcionamiento y/o 
de implementación del ajuste razonable cuyo deterioro 
fue comunicado.

Atendiendo a la proporcionalidad y la complejidad de 
la ejecución del mantenimiento o renovación del ajuste 
razonable, el plazo puede ser extendido hasta por veinte 
(20) días hábiles. 

CApÍTULO III

DE LA CARGA DESpROpORCIONADA O INDEBIDA

Artículo 9.- Carga desproporcionada o carga 
indebida

La entidad pública deniega la solicitud de ajustes 
razonables presentada por el/la servidor/a civil con 
discapacidad si el ajuste solicitado impone una carga 
desproporcionada o indebida.

Para determinar la carga desproporcionada o indebida, 
se entiende que éstas se configuran cuando la ejecución 
del ajuste solicitado:

a) Resulte innecesaria porque el/la servidor/a civil con 
discapacidad no enfrenta barreras para desarrollarse en el 
puesto de trabajo, pudiendo realizar sus funciones y tareas 
en igualdad de condiciones que los demás servidores 
civiles, sin requerir adaptaciones o modificaciones a dicho 
puesto.

b) Aun siendo necesaria, no resulta idónea para 
atender el adecuado desarrollo de funciones del/de la 
servidor/a civil con discapacidad en el puesto de trabajo.

c) Existe una alternativa al ajuste razonable solicitado, 
igualmente satisfactoria y menos onerosa para la entidad. 

d) La asunción del costo económico del ajuste razonable 
solicitado, efectuada la ponderación de derechos, ocasiona 
una afectación mayor sobre otros derechos fundamentales 
o bienes constitucionalmente protegidos.

En los supuestos previstos en los literales b), c) y 
d) del párrafo anterior, la entidad pública deniega el 
ajuste solicitado y evalúa el otorgamiento de un ajuste 
razonable alternativo a favor del/de la servidor/a civil con 
discapacidad.

Artículo 10.- Obligación de motivar la denegatoria 
de ajustes por carga indebida o desproporcionada

La entidad pública está obligada a motivar de forma 
suficiente la denegatoria de ajustes solicitados por el/la 

servidor/a civil con discapacidad por considerarlos carga 
indebida o desproporcionada, conforme los criterios 
indicados en el artículo anterior.

La denegatoria de ajustes y su motivación debe ser 
incluida en el informe que elabore la Oficina de Recursos 
Humanos, o la que haga sus veces, conforme lo dispone 
el artículo 6 de la presente norma.

Artículo 11.- Actos de denegatoria injustificada de 
otorgamiento de ajustes razonables

La denegatoria injustificada de ajustes razonables 
constituye un acto de discriminación conforme a Ley N° 
29973, Ley General para Personas con Discapacidad, y 
sus modificatorias. 

Los actos de denegatoria injustificada, son los 
siguientes:

11.1 No iniciar y/o dilatar las gestiones para el 
otorgamiento del ajuste razonable a favor del/de la 
servidor/a civil con discapacidad solicitante.

11.2 El incumplimiento injustificado de los plazos 
indicados en el informe elaborado por la entidad indicado 
en el artículo 6 de la presente norma.

11.3 La inacción sostenida y prolongada respecto a 
la solicitud de un/a servidor/a civil con discapacidad para 
el mantenimiento o renovación de los ajustes razonables. 

11.4 Cuando se deniega la solicitud de ajuste 
razonable argumentando la existencia de carga indebida 
o desproporcionada sin la debida justificación.

11.5 No brindar alternativas a la solicitud de ajustes 
razonables ante la existencia de carga desproporcionada 
o indebida.

DISpOSICIONES COMpLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Inafectación de beneficios laborales por 
el otorgamiento de ajustes razonables

El otorgamiento de ajustes razonables a favor 
del/de la servidor/a civil con discapacidad no afecta 
la remuneración ni otros beneficios pactados con 
anterioridad a la introducción de los mismos.

Segunda.- Teletrabajo como ajuste razonable
Cuando la modalidad de teletrabajo sea establecida 

como ajuste razonable para el/la servidor/a civil con 
discapacidad, la prestación se rige de acuerdo a lo 
establecido en la Ley N° 30036, Ley que regula el 
teletrabajo, y su reglamento aprobado por Decreto 
Supremo N° 017-2015-TR.

Tercera.- Capacitación al personal de la Oficina de 
Recursos Humanos

Las entidades públicas, a través de su Oficina de 
Recursos Humanos, o la que haga sus veces, deben 
adoptar medidas para capacitar a su personal en la 
aplicación de la perspectiva de discapacidad en la gestión 
de recursos humanos, con énfasis en accesibilidad y 
ajustes razonables, como medida destinada para la 
calificación de otorgamiento de ajustes razonables.

Cuarta.- Admisión a trámite de las solicitudes de 
otorgamiento de ajustes razonables a personas con 
discapacidad que no cuentan con certificado

Las Entidades Públicas admiten a trámite las 
solicitudes de ajustes razonables formuladas por las 
personas con discapacidad que aún no cuenten con el 
certificado de discapacidad. Una vez que se presente 
dicho certificado se implementa el ajuste que determine el 
informe de calificación establecido en el artículo 6 de los 
presentes lineamientos.

Quinta.- Financiamiento para la implementación 
de los ajustes razonables

La implementación de lo establecido en los presentes 
lineamientos se financia con cargo al presupuesto 
institucional de las entidades correspondientes, en 
el marco de las leyes anuales de presupuesto y sin 
demandar recursos adicionales al Tesoro Público.
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Res. Adm. Nº 001-2020-J-ODECMA-CALLAO-CSJCL/PJ.-  
Aprueban Cronograma de Visitas Judiciales Ordinarias del año 

judicial 2020 en la Corte Superior de Justicia del Callao  66

ORGANISMOS AUTONOMOS

INSTITUCIONES EDUCATIVAS

Res. Nº 0062.-  Aprueban expedición de duplicado de 
diplomas de grado académico de bachiller en ciencias y de 
título profesional de ingeniero electrónico otorgados por la 

Universidad Nacional de Ingeniería  68

RR. Nºs. 0001 y 004-2020-UNAM.-  Autorizan viaje de 
representantes de la Universidad Nacional de Moquegua a 

Chile, en comisión de servicios  69

Res. N° R-0007-2020-UNSAAC..-  Autorizan viaje de 
docente de la Universidad Nacional de San Antonio Abad del 

Cusco para participar en pasantía a realizarse en Italia  70

JURADO NACIONAL 

DE ELECCIONES

Res. Nº 0002-2020-JNE.-  Convocan a ciudadanos para 
que asuman cargos de regidores del Concejo Distrital de 
Víctor Larco Herrera, provincia de Trujillo, departamento 

de la Libertad  72

MINISTERIO PUBLICO

Res. Nº 001-2020-MP-FN-JFS.-  Prorrogan vigencia de 
la plaza transitoria de Fiscal Superior, creada mediante 
Resolución de Junta de Fiscales Supremos N° 115-2016-MP-

FN-JFS  75

OFICINA NACIONAL DE 

PROCESOS ELECTORALES

R.J. N°000012-2020-JN/ONPE.-  Aprueban modelo 
definitivo de la Cédula de Sufragio para la Consulta Vecinal 
con fines de Demarcación Territorial para la creación del 
distrito de Alto Trujillo, provincia de Trujillo, departamento 

de La Libertad  76

R.J. N° 000013-2020-JN/ONPE.-  Aprueban el modelo 
definitivo de la Cédula de Sufragio para las Elecciones 

Municipales Complementarias 2020  78

SUPERINTENDENCIA DE BANCA, SEGUROS

Y ADMINISTRADORAS PRIVADAS
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PROVINCIAS

MUNICIPALIDAD 

PROVINCIAL DE BELLAVISTA

R.A. Nº 008-2020-MPB.-  Designan Responsable del 

Portal de Transparencia Estándar de la Municipalidad  86

MUNICIPALIDAD 

PROVINCIAL SANCHEZ CARRION

Ordenanza Nº 388-MPSC.-  Aprueban delimitación de 
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PODER EJECUTIVO

PRESIDENCIA DEL CONSEJO

DE MINISTROS

Decreto Supremo que establece 
disposiciones para la gestión de reclamos 
en las entidades de la Administración 
Pública

DECRETO SUPREMO
N° 007-2020-PCM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 65 de la Constitución Política del Perú 
establece que el Estado defiende el interés de los usuarios. 
Para tal efecto, garantiza el derecho a la información sobre 

los bienes y servicios que se encuentran a su disposición 
en el mercado;

Que, el artículo 5-A de la Ley N° 27658, Ley Marco 
de Modernización de la Gestión del Estado, estipula 
que el Sistema Administrativo de Modernización de la 
Gestión Pública tiene por finalidad velar por la calidad de 
la prestación de los bienes y servicios; entre otros, siendo 
el ente rector de dicho sistema la Presidencia del Consejo 
de Ministros a través de la Secretaría de Gestión Pública; 

Que, mediante Decreto Supremo N° 004-2013-PCM, 
se aprueba la Política Nacional de Modernización de la 
Gestión Pública al 2021, con el objeto de orientar, articular 
e impulsar en todas las entidades públicas, el proceso de 
modernización hacia una gestión pública para resultados 
que impacte positivamente en el bienestar del ciudadano 
y el desarrollo del país; 

Que, conforme lo establece el artículo 57 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 
N° 004-2019-JUS, la Presidencia del Consejo de 
Ministros está facultada para establecer mecanismos de 
participación de la ciudadanía, entre otros; 

Que, el artículo 42 del Reglamento de Organización 
y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros, 
aprobado por Decreto Supremo N° 022-2017-PCM, 
señala que la Secretaría de Gestión Pública es el órgano 
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de línea responsable de gestionar la implementación de 
programas, proyectos u otros mecanismos destinados a 
mejorar la atención al ciudadano, en coordinación con 
las entidades públicas o privadas, según corresponda; 
así como, de realizar acciones orientadas a promover 
la cultura de mejor atención al servicio del ciudadano y 
procesos de mejora continua en las entidades;

Que, mediante Decreto Supremo N° 042-2011-
PCM, se establece la obligación de las Entidades 
del Sector Público de contar con un Libro de 
Reclamaciones, en el cual los usuarios formulen sus 
reclamos respecto de un servicio de atención brindado 
por una entidad pública;

Que, posteriormente, se expide el Decreto Supremo 
N° 123-2018-PCM que aprueba el Reglamento del 
Sistema Administrativo de Modernización de la Gestión 
Pública, cuyo artículo 8 preceptúa que la calidad de la 
prestación de los bienes y servicios comprende acciones 
que abordan desde el diseño y el proceso de producción 
del bien o servicio, el acceso y la atención en ventanilla, 
cuando corresponda, hasta el bien o servicio que 
presta la entidad. Están dirigidas, según corresponda, 
a conocer las necesidades de las personas a las que 
atiende la entidad, ampliar, diversificar o asociar los 
canales de atención, establecer estándares de calidad, 
utilizar tecnologías de información y comunicación 
en la interacción con las personas o entre entidades 
públicas, y otros medios que mejoren la calidad del bien 
o servicio;

Que, el numeral 3 del artículo 11 de la Ley N° 29158, 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, establece que los 
Decretos Supremos son normas de carácter general 
que reglamentan normas con rango de ley o regulan la 
actividad sectorial funcional o multisectorial funcional a 
nivel nacional;

Que, en este contexto, resulta necesario establecer 
un nuevo enfoque para el Libro de Reclamaciones en las 
entidades públicas, actualmente previsto en el Decreto 
Supremo N° 042-2011-PCM, a fin de fortalecer el marco 
normativo que regule el proceso de gestión de reclamos 
para promover una cultura de mejor atención al ciudadano 
y la implementación de procesos de mejora continua en 
la Administración Pública con el objeto de brindar a la 
ciudadanía servicios de calidad en la forma y oportunidad 
requerida; expidiéndose para dicho efecto, un nuevo texto 
normativo que comprenda dichas mejoras y derogue el 
mencionado dispositivo legal; 

Que, en ese sentido, el nuevo texto normativo 
determina el alcance, las condiciones, los roles y 
responsabilidades, y las etapas del proceso de gestión 
de reclamos ante las entidades de la Administración 
Pública previstas en el numeral 3.1 del artículo 3 de los 
Lineamientos de Organización del Estado aprobados por 
Decreto Supremo N° 054-2018-PCM, según corresponda;

De conformidad con lo establecido en el numeral 
8) del artículo 118 de la Constitución Política del Perú; 
la Ley N° 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; y, 
el Decreto Supremo N° 022-2017-PCM que aprueba 
el Reglamento de Organización y Funciones de la 
Presidencia del Consejo de Ministros;

DECRETA: 

Artículo 1.- Objeto
La presente norma establece el alcance, las 

condiciones, los roles y responsabilidades y las etapas 
del proceso de gestión de reclamos ante las entidades 
de la Administración Pública, estandarizando el registro, 
atención y respuesta, notificación y seguimiento de los 
reclamos interpuestos por las personas.

Artículo 2.- Finalidad
La presente norma tiene por finalidad establecer 

disposiciones para la gestión de reclamos como parte 
del modelo para la gestión de la calidad de servicio 
en las entidades públicas, que les permita identificar 
e implementar acciones que contribuyan a mejorar la 
calidad de la prestación de los bienes y servicios, lo 
cual se encuentra dentro del marco de las acciones 
principales del proceso de Modernización de la Gestión 
Pública.

Artículo 3.- Ámbito de aplicación

3.1 La presente norma es de aplicación obligatoria 
para las entidades públicas señaladas en el numeral 3.1 
del artículo 3 de los Lineamientos de Organización del 
Estado, aprobados mediante Decreto Supremo N° 054-
2018-PCM; que prestan bienes y servicios de información, 
orientación, atención de trámites u otros a los ciudadanos, 
en el marco de sus atribuciones y competencias 
legalmente asignadas.

Para efectos de la presente norma, las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional del Perú tienen el mismo 
tratamiento que las entidades públicas citadas en el 
párrafo precedente.

3.2 Se encuentran fuera del alcance de la presente 
norma los reclamos que se deriven de los servicios de 
salud que se sujetan a las disposiciones del Decreto 
Supremo N° 002-2019-SA o norma que la sustituya.

3.3 Las disposiciones de la presente norma son de 
aplicación para el Fondo Nacional de Financiamiento 
de la Actividad Empresarial del Estado - FONAFE y las 
empresas bajo su ámbito que no cuenten con normativa 
especial que regule un procedimiento específico de 
atención de los reclamos que le son presentados en el 
ámbito de su competencia. 

Se encuentran fuera del alcance de la presente norma 
las empresas en liquidación bajo el ámbito de FONAFE.

3.4 Las entidades o empresas que cuentan con 
normativa especial en gestión de reclamos en el marco de 
las disposiciones de protección y defensa del consumidor, 
del sistema financiero y de seguros y de los servicios 
públicos regulados; pueden aplicar de manera supletoria 
el presente Decreto Supremo, en lo que resulte pertinente 
y en tanto no contravengan lo dispuesto por su propia 
normativa especial.

3.5 Las entidades o empresas que se encuentran 
excluidas del ámbito de aplicación de la presente norma, 
les corresponde informar anualmente a la Secretaría 
de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, los reclamos que les hayan sido presentados 
para su atención bajo la normativa que les aplique, 
conforme a lo que establezca la Secretaría de Gestión 
Pública.

Artículo 4.- Reclamo

4.1 El reclamo es el mecanismo de participación de 
la ciudadanía a través del cual las personas, expresan 
su insatisfacción o disconformidad ante la entidad de la 
Administración Pública que lo atendió o le prestó un bien 
o servicio.

4.2 De manera enunciativa, el reclamo puede versar 
sobre los siguientes aspectos: (i) trato profesional durante 
la atención; (ii) información (iii) tiempo de atención, 
(iv) acceso a la prestación de los bienes y servicios (v) 
resultado de la gestión o atención, (vi) confianza de la 
entidad ante las personas; entre otros, los cuales pueden 
ser adaptados o modificados de manera periódica como 
consecuencia del análisis que realice la Secretaría 
de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de 
Ministros respecto de los reclamos interpuestos. 

Artículo 5.- Libro de Reclamaciones 

5.1 La plataforma digital que soporta la gestión 
de reclamos se denomina “Libro de Reclamaciones”, 
la cual permite realizar el registro del reclamo y su 
seguimiento por parte de los ciudadanos, así como a las 
entidades efectuar la gestión del reclamo, la supervisión 
de la atención, la obtención de información detallada y 
estadística para la toma de decisiones de la Alta Dirección 
que coadyuven a la mejora continua de los bienes y 
servicios que prestan las entidades.

Las entidades deben contar como medio de respaldo 
con un Libro de Reclamaciones en versión física, en 
caso de suspensión temporal de la plataforma digital a 
fin de facilitar al ciudadano el registro del reclamo para 
su posterior incorporación en la plataforma digital para 
asegurar la gestión del reclamo.

5.2 El acceso al Libro de Reclamaciones en su versión 
digital, se realiza a través de la Plataforma Digital Única 
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del Estado para orientación al ciudadano, denominada 
Plataforma GOB.PE (www.gob.pe). 

En el caso de aquellas entidades que aún no han 
migrado su página web institucional a la Plataforma GOB.
PE, deben asegurar el acceso al Libro de Reclamaciones 
en su versión digital desde la referida página web 
institucional, en tanto dure el periodo de migración 
correspondiente, conforme a los plazos establecidos 
en el Decreto Supremo N° 033-2018-PCM, que crea la 
Plataforma Digital Única del Estado Peruano y establece 
disposiciones adicionales para el desarrollo del Gobierno 
Digital.

5.3 En el caso de las entidades de la Administración 
Pública que no cuenten con las condiciones tecnológicas, 
el Libro de Reclamaciones, por excepción, se constituye 
en versión física y permite el registro de los reclamos. 

5.4 El registro en el Libro de Reclamaciones en su 
versión física o digital se realiza en un formato al que se le 
asigna un código correlativo.

5.5 Corresponde un único Libro de Reclamaciones por 
cada entidad, independientemente del número de sedes o 
el uso de su versión física o digital. 

5.6 En el caso de reclamos vinculados con bienes 
o servicios, según corresponda, prestados por diversas 
entidades públicas a través de la Plataforma de Mejor 
Atención al Ciudadano (MAC) y Ventanillas Únicas, los 
reclamos son registrados en el Libro de Reclamaciones 
de la entidad administradora a cargo de la Plataforma 
MAC y Ventanilla Única, según sea el caso, cuya atención 
se realiza conforme con lo establecido en el artículo 16.

Artículo 6.- Responsabilidades de la Presidencia 
del Consejo de Ministros

6.1 Corresponde a la Presidencia del Consejo de 
Ministros, a través de la Secretaría de Gestión Pública, 
lo siguiente: 

a) Proponer o aprobar, según corresponda, las 
disposiciones complementarias que resulten necesarias 
para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente 
Decreto Supremo.

b) Conducir, implementar y desplegar el proceso de 
gestión de reclamos, así como administrar la plataforma 
digital “Libro de Reclamaciones”. 

c) Monitorear y evaluar el proceso de gestión de 
reclamos en las entidades de la Administración Pública, así 
como su vinculación con la identificación e implementación 
de oportunidades de mejora de la prestación de los bienes 
y servicios, en el marco del modelo para la gestión de la 
calidad de servicios en el sector público.

d) Evaluar el cumplimiento de las disposiciones de la 
presente norma por parte del Responsable del proceso de 
gestión de reclamos.

e) Brindar asistencia técnica a las entidades de la 
Administración Pública y ciudadanos en la implementación 
y ejecución del proceso de gestión de reclamos, de 
acuerdo a las disposiciones del presente Decreto 
Supremo. 

f) Realizar talleres de capacitación y difusión al 
personal de las entidades públicas sobre el proceso 
de gestión de reclamos para su debida aplicación, de 
acuerdo con el cronograma que apruebe. 

g) Promover la articulación entre las entidades 
públicas frente a problemas sistémicos. 

h) Establecer los mecanismos que permitan resolver 
las contingencias, conflictos, controversias o problemas 
que surjan durante la ejecución del proceso de gestión de 
reclamos que afecten su continuidad; así como, interpretar 
las disposiciones del presente Decreto Supremo.

6.2 Corresponde a la Presidencia del Consejo de 
Ministros a través de la Secretaría de Gobierno Digital, 
lo siguiente: 

a) Liderar el diseño de la plataforma digital “Libro de 
Reclamaciones”, en base a los requerimientos funcionales 
que define la Secretaría de Gestión Pública. 

b) Implementar, desarrollar, desplegar y dar 
mantenimiento a la plataforma digital “Libro de 
Reclamaciones”.

c) Capacitar a la Secretaría de Gestión Pública sobre la 
administración y funcionalidades de la plataforma digital.

d) Brindar soporte técnico para resolver incidentes 
tecnológicos y contingencias que afecten o puedan afectar 
la disponibilidad y funcionamiento de la plataforma digital, 
así como también aspectos relacionados a los controles 
de acceso lógico.

e) Brindar el respaldo tecnológico, la interoperabilidad, 
datos, arquitectura, seguridad e identidad digital 
necesarios para la implementación, escalabilidad, 
sostenibilidad y funcionamiento de la plataforma digital 
“Libro de Reclamaciones”, cuando corresponda.

f) Garantizar la interoperabilidad de los sistemas 
informáticos a fin de asegurar el intercambio de 
información.

Artículo 7.- Responsabilidades de la máxima 
autoridad administrativa de cada entidad

La máxima autoridad administrativa de las entidades 
de la Administración Pública o quien esta delegue, tiene 
las siguientes responsabilidades:

a) Garantizar el cumplimiento de las disposiciones 
del presente Decreto Supremo, asegurando los recursos 
humanos, la provisión de materiales y la optimización de 
los procesos internos para la gestión de los reclamos.

b) Garantizar la infraestructura tecnológica y demás 
condiciones requeridas, cuando exista la obligación de 
utilizar la plataforma digital administrada por la Presidencia 
del Consejo de Ministros.

c) Garantizar el acceso de las personas al Libro 
de Reclamaciones en su versión digital a través de la 
Plataforma GOB.PE de acuerdo a lo establecido en el 
numeral 5.2 del artículo 5 del presente Decreto Supremo; 
por lo menos, en un equipo informático en cada sede 
de la entidad; salvo que no cuenten con las condiciones 
tecnológicas requeridas.

d) Designar formalmente a los funcionarios o servidores 
civiles como Responsable titular y alterno, encargados 
de asegurar el correcto cumplimiento del proceso de 
gestión de reclamos de la entidad, comunicando dicha 
designación a la Secretaría de Gestión Pública de la 
Presidencia del Consejo de Ministros dentro de los tres 
(03) días hábiles de efectuada la designación, a través de 
comunicación escrita notificada en físico mediante oficio 
o al correo electrónico gestionreclamaciones@pcm.gob.
pe; debiendo adjuntar el documento que acredite dicha 
designación. En el caso de las entidades obligadas a 
utilizar el Libro de Reclamaciones en su versión digital, 
el registro del responsable del proceso de gestión de 
reclamos, se efectúa en dicha plataforma digital.

e) Evaluar los resultados del proceso de gestión de 
reclamos, procurando la implementación de acciones de 
mejora continua a los procesos de gestión interna o a la 
prestación de bienes y servicios que brinda la entidad 
pública, en el marco del modelo para la gestión de la 
calidad de servicios en el sector público.

Artículo 8.- Del Responsable del proceso de 
gestión de reclamos

8.1 Corresponde al Responsable designado, 
gestionar de manera oportuna e idónea los reclamos 
correspondientes a la prestación de los bienes y 
servicios dentro de su ámbito de competencia, así 
como implementar y utilizar la plataforma digital Libro de 
Reclamaciones según corresponda, en la entidad y sus 
canales de atención; coordinar la atención oportuna y 
la idoneidad de la respuesta con las áreas involucradas 
de la entidad; y, mantener actualizada la información 
institucional sobre el proceso de gestión de reclamos de 
la entidad, de acuerdo a las disposiciones del artículo 13 y 
siguientes del presente Decreto Supremo.

8.2 De considerarlo pertinente, el Responsable del 
proceso de gestión de reclamos puede delegar, total 
o parcialmente, en el o los encargados por sede, las 
acciones que le corresponden dentro del proceso de 
gestión de reclamos; debiendo brindarles la respectiva 
asistencia técnica respecto de dicho proceso.

8.3 Corresponde al Responsable del proceso de 
gestión de reclamos, registrar en la plataforma digital de 
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la Presidencia del Consejo de Ministros, la identificación 
de los encargados, titular y alterno, del Libro de 
Reclamaciones en cada sede.

En el caso de las entidades de la Administración Pública 
que cuenten únicamente con el Libro de Reclamaciones 
en su versión física o que utilicen un sistema informático 
propio o particular debidamente autorizado por la 
Presidencia del Consejo de Ministros de acuerdo con el 
numeral 3 de la Primera Disposición Complementaria 
Transitoria del presente Decreto Supremo, corresponde 
al Responsable del proceso de gestión de reclamos, 
informar a la Presidencia del Consejo de Ministros, la 
identificación de los encargados, titular y alterno, del Libro 
de Reclamaciones en cada sede. 

Artículo 9.- De los encargados de la entidad en 
cada una de sus sedes

Corresponde a los encargados por sede, la atención 
de incidentes, asegurar la disponibilidad y acceso del Libro 
de Reclamaciones en su versión física o digital, según 
corresponda; así como brindar información y asistencia 
técnica a las personas que desean presentar su reclamo. 

Artículo 10.- Deber de atención de reclamos
Todos los funcionarios y servidores civiles de la 

entidad pública, de manera conjunta con el Responsable 
del proceso de gestión de reclamos, tienen el deber de 
atender los reclamos presentados para garantizar la 
oportunidad e idoneidad de las respuestas a los mismos. 

Artículo 11.- De la difusión del Libro de 
Reclamaciones 

11.1 Corresponde a cada entidad de la Administración 
Pública informar a las personas sobre la existencia del 
Libro de Reclamaciones y el proceso de atención de los 
reclamos. 

11.2 Se debe difundir en lugares accesibles y visibles 
la existencia del Libro de Reclamaciones de las entidades 
de la Administración Pública, el derecho que poseen 
las personas para solicitarlo cuando lo consideren 
conveniente, el horario y plazo de atención, conforme a 
la señalética aprobada de acuerdo a lo establecido en la 
Primera Disposición Complementaria Final del presente 
Decreto Supremo. 

Artículo 12.- De la atención de incidentes 
Cuando una persona comunica o informa la ocurrencia 

de un incidente que afecta la atención o prestación del 
bien o servicio recibido, corresponde a las entidades de 
la Administración Pública procurar su solución, de forma 
inmediata y de manera previa al registro del reclamo.

Artículo 13.- De las etapas del proceso de gestión 
de reclamos

El proceso de gestión de reclamos tiene las siguientes 
etapas:

a) Del registro del reclamo
b) De la atención y respuesta del reclamo
c) De la notificación de la respuesta

Artículo 14.- Del plazo de atención
El plazo máximo de atención y respuesta de los 

reclamos es de treinta (30) días hábiles, contados desde el 
día siguiente de su registro en el Libro de Reclamaciones 
en su versión física o digital. 

Artículo 15.- Del registro del reclamo 

15.1 Las personas tienen derecho a registrar un 
reclamo en el Libro de Reclamaciones en su versión física 
o digital, independientemente de si el incidente fue o no 
solucionado por la entidad.

El reclamo presentado en lengua originaria no puede 
ser rechazado.

15.2 El registro del reclamo, y en general todo el 
proceso de gestión del reclamo, es de carácter gratuito 
y no genera costo alguno a la persona que lo presente.

15.3 La entidad debe brindar orientación y asistencia 
técnica durante el registro del reclamo. De identificar que 

no se trata de un reclamo bajo los alcances de la presente 
norma, las entidades comunican a la persona sobre las 
vías de tramitación que tienen a su disposición, según 
cada caso en particular.

15.4 El reclamo debe contener información clara y 
suficiente sobre los datos personales de quién recibió la 
atención, bien o servicio, y en general de la situación que 
da lugar al reclamo, según el formato de registro en su 
versión física y digital aprobado conforme a lo establecido 
en la Primera Disposición Complementaria Final del 
presente Decreto Supremo.

15.5 Las personas pueden complementar el registro 
de su reclamo presentando los medios o documentos 
que estimen pertinentes para facilitar la evaluación por 
parte de la entidad. El registro del reclamo no puede 
ser rechazado por no estar acompañado de medios o 
documentos que lo sustenten.

15.6 Las entidades de la Administración Pública 
proporcionan de manera inmediata, una copia del registro 
del reclamo consignado en el Libro de Reclamaciones en 
su versión física o digital, a la persona que lo presenta. 

15.7 En el caso que una entidad pública obligada a 
utilizar el Libro de Reclamaciones en su versión digital 
haya recibido un reclamo registrado en un medio distinto 
a este, corresponde que el Responsable del Proceso de 
Gestión de Reclamos traslade de manera clara y precisa 
la información a través de los medios disponibles que 
permitan su inclusión en la plataforma digital, incluyéndose 
la referencia de la codificación del reclamo presentado 
inicialmente.

El traslado de la información debe realizarse en 
el plazo máximo de dos (2) días hábiles de recibido el 
reclamo. 

Artículo 16.- De la atención y respuesta del reclamo

16.1 De la derivación del reclamo.- El Responsable del 
proceso de gestión de reclamos cuenta con un plazo no 
mayor a tres (3) días hábiles, contados a partir del día 
siguiente de presentado el reclamo, para efectuar las 
siguientes acciones:

a) Determinar si el bien o servicio objeto de reclamo 
se encuentra bajo las disposiciones del presente Decreto 
Supremo y si la entidad es competente para atender el 
reclamo.

En caso la evaluación efectuada determina que no 
corresponde su tramitación bajo los alcances del presente 
Decreto Supremo o la entidad no es competente, 
se efectúa la derivación interna o externa, según 
corresponda, y se notifica de dicha situación a la persona 
que presentó el reclamo. En este último caso, la entidad 
pública que recibe el reclamo continúa con su trámite, 
incorporando la referencia de la codificación del reclamo 
presentado inicialmente. 

En el caso de que se haya registrado quejas o 
denuncias en el Libro de reclamaciones en su versión 
física o digital, la unidad de organización competente de 
atender quejas o denuncias en la entidad pública, continúa 
con su trámite bajo el procedimiento legal establecido o 
que se establezca.

El plazo de treinta (30) días hábiles para que la entidad 
competente atienda y resuelva el reclamo comienza a 
computarse desde el día siguiente de su recepción.

b) En caso la evaluación efectuada determina que 
corresponde su tramitación en la entidad, debe verificar 
que la información consignada en el formato de registro 
sea la necesaria y cuente con los datos esenciales o 
campos obligatorios que permitan atender el reclamo.

De determinar que se cuenta con la información 
necesaria, deriva el reclamo a la unidad de organización 
cuyo bien o servicio ha sido objeto de reclamo. 

De determinar que no se cuenta con la información 
necesaria para atender el reclamo, se otorga a la persona 
un único plazo de dos (2) días hábiles para que subsane 
la omisión detectada o aquella información que no sea 
legible, en cuyo caso se suspende el plazo de atención y 
respuesta. De incumplir con lo requerido en dicho plazo, 
el reclamo se archiva, pudiendo la persona interponer 
nuevamente el mismo reclamo con la información 
completa.
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c) En el caso de reclamos vinculados con bienes o 
servicios, según corresponda, prestados por diversas 
entidades públicas a través de la Plataforma de Mejor 
Atención al Ciudadano (MAC) y las Ventanillas Únicas, los 
reclamos son derivados por la entidad administradora a la 
entidad pública cuyo bien o servicio es objeto de reclamo. 

16.2 De la respuesta del reclamo.- La unidad de 
organización de la entidad pública cuyo bien o servicio 
ha motivado el reclamo, es la responsable de dilucidar 
los hechos, analizar los medios aportados y proyectar la 
respuesta al reclamo.

Dicho proyecto de respuesta es remitido al 
Responsable del proceso de gestión de reclamos, para su 
evaluación y posterior notificación a la persona.

En el caso de reclamos vinculados con bienes o 
servicios, según corresponda, prestados por diversas 
entidades públicas a través de la Plataforma de Mejor 
Atención al Ciudadano (MAC) y las Ventanillas Únicas, 
dicha respuesta es proyectada por la entidad pública 
cuyo bien o servicio es objeto de reclamo, quien la deriva 
a la entidad administradora para que verifique que la 
respuesta atiende todos los aspectos del reclamo. 

La respuesta determina si el reclamo es aceptado o 
denegado:

a) Aceptado: Para los casos en los cuales de manera 
sustentada se acoge el reclamo de la persona. En este 
caso, de corresponder, se señalan adicionalmente las 
medidas correctivas a adoptar. De manera excepcional, 
y conforme a la evaluación del reclamo presentado, se 
puede establecer medios de restitución del bien o servicio.

b) Denegado: Para los casos en los que de manera 
sustentada se deniega el reclamo presentado por la 
persona.

16.3 Durante la atención y formulación de la respuesta, 
pueden suscitarse las siguientes situaciones:

a) Acumulación de reclamos en trámite.- El 
Responsable del proceso de gestión de reclamos puede 
disponer la acumulación de reclamos para que sigan un 
mismo trámite y se emita una única respuesta cuando se 
trate de reclamos presentados por una misma persona 
que coincidan en la entidad pública y sede, fecha del 
evento, y descripción del evento; independientemente si 
los motivos del reclamo son distintos. 

Los reclamos se acumulan y referencian al reclamo de 
mayor antigüedad.

b) De la duplicidad de reclamos resueltos.- Existe 
duplicidad cuando dos reclamos son presentados por una 
misma persona y coinciden en la entidad pública, sede, 
fecha del evento, descripción del evento y motivo del 
reclamo, y esta situación se dé siempre que el reclamo 
más antiguo ya haya sido notificado y el nuevo reclamo se 
encuentre en proceso de atención.

En este caso, el Responsable del proceso de gestión 
procede a archivar el nuevo reclamo, comunicando dicha 
situación a la persona en un plazo de cinco (5) días 
hábiles posterior al archivo.

c) Del desistimiento del reclamo.- Hasta antes de la 
notificación de la respuesta, la persona puede desistirse 
de continuar con el reclamo, dejando constancia de 
dicha situación. Ante ello, el Responsable del proceso de 
gestión procede a archivar el reclamo. 

Artículo 17.- De la notificación de la respuesta 

17.1 El responsable del proceso de gestión de 
reclamos notifica la respuesta del reclamo a partir del día 
siguiente de expedida la misma, en el domicilio físico que 
la persona haya consignado en su reclamo o en la sede 
de la entidad, de haberse solicitado, con lo cual se agota 
el proceso de gestión de reclamos. 

En caso la persona haya autorizado se le notifique 
mediante correo electrónico o a través del servicio 
de mensajes cortos (SMS), esta se dará de manera 
automática el mismo día de expedida la respuesta. 

17.2 La notificación en el domicilio indicado por la 
persona, se realiza por única vez. De haberse registrado 
un domicilio fuera del territorio nacional, la notificación se 

efectúa al correo electrónico consignado en el formato de 
registro del reclamo.

En el caso que la persona no haya completado su 
dirección o que ésta sea inexistente, la notificación se 
realiza en el domicilio señalado en el Documento Nacional 
de Identidad o Carné de Extranjería. 

La notificación puede ser recibida por la persona que 
consignó el reclamo o por cualquier persona mayor de 
edad que se encuentre en el domicilio.

17.3 En el caso de la notificación en la sede de la 
entidad, la persona tiene un plazo de treinta (30) días 
hábiles para recoger la respuesta, contados desde el día 
siguiente de vencido el plazo de atención señalado en el 
artículo 15 del presente Decreto Supremo. 

17.4 Las notificaciones distintas a la respuesta, se 
efectúan al número de teléfono celular indicado por la 
persona en el formato de registro.

Artículo 18.- Del archivo del reclamo

18.1 Las entidades son responsables del archivo y 
custodia del Libro de Reclamaciones en su versión física, 
de acuerdo con las normas del Sistema Nacional de 
Archivos.

18.2 En el caso del Libro de Reclamaciones en 
su versión digital, la plataforma digital mantiene la 
información de los reclamos tramitados por esta vía por el 
plazo de tres (3) años.

Artículo 19.- Monitoreo y evaluación del proceso 
de gestión de reclamos en la entidad pública

19.1 El Responsable del proceso de gestión de 
reclamos dirige y monitorea el cumplimiento de las 
condiciones, etapas y plazos de la gestión de reclamos 
en la entidad pública. 

19.2 En caso la entidad pública cuente únicamente 
con el Libro de Reclamaciones en su versión física o 
cuente con un sistema informático propio o particular 
autorizado por la Secretaría de Gestión Pública de la 
Presidencia del Consejo de Ministros de acuerdo con 
el numeral 3 de la Primera Disposición Complementaria 
Transitoria del presente Decreto Supremo, el 
Responsable del proceso de gestión de reclamos 
remite al Titular de la entidad, con copia a la Secretaría 
de Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de 
Ministros, los reportes sobre la gestión de los reclamos 
en forma anual a fin de que dicha información sirva para 
su evaluación así como para la adopción de mejoras 
de la prestación de bienes y servicios brindados en el 
marco del proceso de mejora continua.

Artículo 20.- Rol de la Contraloría General de la 
República

La Contraloría General de la República a través del 
Órgano de Control Institucional de cada entidad de la 
Administración Pública, es la competente para verificar 
que las entidades cumplan con garantizar la disponibilidad 
y acceso al Libro de Reclamaciones sea su versión digital 
o física, con el plazo máximo de atención y respuesta 
de los reclamos; así como, la gratuidad durante todo el 
proceso de gestión del reclamo.

Artículo 21.- Refrendo
El presente Decreto Supremo es refrendado por el 

Presidente del Consejo de Ministros.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES

Primera.- Normas complementarias
La Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia del 

Consejo de Ministros emite las normas complementarias 
que aprueban los formatos de registro en su versión 
física y digital; formato mínimo de Respuesta; tipología 
y aspectos objeto del reclamo; matriz para reportes de 
información por parte de las entidades que no utilizan 
el Libro de Reclamaciones en su versión digital así 
como para las entidades o empresas señaladas en el 
numeral 3.5 del artículo 3 del presente Decreto Supremo; 
flujogramas; señaléticas y demás que resulten necesarios 
para la aplicación del presente Decreto Supremo, en un 



8 NORMAS LEGALES Viernes 17 de enero de 2020 /  El Peruano

plazo no mayor a sesenta (60) días hábiles, contados a 
partir de la publicación del presente Decreto Supremo.

Segunda.- Vigencia de la norma 
El presente Decreto Supremo entra en vigencia 

al día siguiente de su publicación, no obstante sus 
disposiciones se aplican gradualmente a las distintas 
entidades de la Administración Pública, conforme a los 
plazos, cronograma y condiciones de adecuación que la 
Secretaría de Gestión Pública aprueba en un plazo no 
mayor a sesenta (60) días hábiles, contados a partir de la 
publicación del presente Decreto Supremo.

Tercera.- Proceso de gestión interna
Las entidades de la Administración Pública 

pueden establecer procesos internos para asegurar el 
cumplimiento de las disposiciones del proceso de gestión 
de reclamos en los plazos establecidos en el presente 
Decreto Supremo, siempre que no contravenga lo 
regulado en esta norma.

Cuarta.- Prohibición para diseñar, desarrollar 
o implementar un Libro de Reclamaciones en su 
versión digital

Las entidades públicas que reciben reclamos que 
se encuentran dentro del ámbito de aplicación del 
presente Decreto Supremo quedan prohibidas de diseñar, 
desarrollar y/o implementar un Libro de Reclamaciones 
en su versión digital, propio o particular, como soporte al 
proceso de gestión de reclamos.

Quinta.- Derivación de reclamos
En el caso de aquellas entidades que no cuenten 

con las condiciones tecnológicas para recibir los 
reclamos presentados a través de la Plataforma GOB.
PE, la Secretaría de Gestión Pública de la Presidencia 
del Consejo de Ministros deriva el reclamo a la entidad 
competente y supervisa su atención y respuesta 
correspondiente.

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
TRANSITORIAS

Primera.- Del cumplimiento de las condiciones 
previas para la implementación del presente Decreto 
Supremo 

Dentro del plazo máximo de sesenta (60) días 
hábiles contados desde el día siguiente de publicada 
la Resolución de Secretaría de Gestión Pública referida 
en la Primera Disposición Complementaria Final del 
presente Decreto Supremo, las entidades deben 
realizar lo siguiente:

1. Designar por primera vez al responsable de la 
gestión de reclamos, titular y alterno, comunicando 
dicha designación a la Secretaría de Gestión Pública 
de la Presidencia del Consejo de Ministros, a través de 
comunicación escrita notificada en físico mediante oficio 
o al correo electrónico gestionreclamaciones@pcm.gob.
pe; debiendo adjuntar el documento que acredite dicha 
designación. 

2. Una vez designado, el Responsable del proceso de 
gestión de reclamos debe:

a) Identificar a las unidades de organización, sedes 
de la entidad y los encargados de las mismas, así como 
a las unidades de organización ante las cuales se deben 
encausar las quejas y denuncias que hubieran sido 
presentadas como reclamo. 

Dicha información es remitida a la Secretaría de 
Gestión Pública de la Presidencia del Consejo de 
Ministros a través de comunicación escrita notificada 
en físico o al correo electrónico gestionreclamaciones@
pcm.gob.pe. En el caso de las entidades obligadas a 
utilizar el Libro de Reclamaciones en su versión digital, 
el registro de unidades de organización y sus titulares, 
sedes de la entidad y los encargados de las mismas y 
los responsables del proceso de gestión de reclamos, se 
efectúa en dicha plataforma digital.

Asimismo, deben mantener actualizada la información 
antes señalada y comunicarla a la Secretaría de Gestión 

Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros a 
través de los medios previstos en el párrafo anterior.

b) Coordinar al interior de la entidad, la definición de 
los bienes o servicios de la entidad que son objeto de 
reclamo, distinguiéndolos de aquellos que corresponden 
ser tramitados bajo los alcances de la normativa especial 
aplicable a cada caso. 

c) Coordinar la difusión de los bienes o servicios de 
la entidad que son objeto de reclamo en los medios o 
canales pertinentes, asegurando que dicha información 
se encuentre disponible al momento de la presentación 
de un reclamo. 

d) En el caso que las entidades públicas no cuenten 
con las condiciones tecnológicas requeridas para utilizar 
el Libro de Reclamaciones en su versión digital, les 
corresponde sustentar ante la Secretaría de Gestión 
Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros, 
a través de un informe técnico, que no cuentan con 
equipos de cómputos con sistema operativo y navegador 
web instalado que se encuentre en funcionamiento; 
conexión y acceso al servicio de internet que asegure una 
conectividad óptima.

La información remitida está sujeta a fiscalización 
posterior aleatoria por parte de la Secretaría de Gestión 
Pública de la Presidencia del Consejo de Ministros.

3. En el caso de las entidades públicas que cuenten 
con un sistema informático propio o particular, deben 
sustentar ante la Secretaría de Gestión Pública de la 
Presidencia del Consejo de Ministros su uso a fin que 
ésta, evalúe y emita opinión favorable previa que les 
permita continuar utilizándolo como soporte al proceso de 
gestión de reclamos.

Para dicha evaluación, se requiere que las entidades 
públicas proporcionen a la Secretaría de Gobierno Digital, 
el acceso al referido sistema informático y documentación, 
a fin de realizar la evaluación técnica correspondiente que 
respalde la opinión favorable del uso. 

Las entidades públicas que cuenten con un 
sistema informático propio o particular autorizado por 
la Presidencia del Consejo de Ministros deben habilitar 
un servicio de información, a través de la Plataforma de 
Interoperabilidad del Estado, para su integración con la 
plataforma digital Libro de Reclamaciones, conforme a los 
lineamientos establecidos por la Secretaría de Gobierno 
Digital.

De no contarse con la opinión favorable previa, deben 
utilizar el Libro de Reclamaciones en su versión digital en 
los plazos previstos en la presente norma. 

Segunda.- Reclamos presentados con 
anterioridad al inicio de implementación del Libro de 
Reclamaciones en su versión digital

Los reclamos presentados con anterioridad a la entrada 
en vigencia del presente Decreto Supremo, continúan 
su tramitación de conformidad con las disposiciones de 
la normativa vigente al momento de su registro hasta su 
culminación. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA

Única.- Derogación
Derógase el Decreto Supremo N° 042-2011-PCM, 

Obligación de las Entidades del Sector Público de contar 
con un Libro de Reclamaciones, una vez implementadas 
las disposiciones del presente decreto supremo conforme 
a los plazos, cronograma y condiciones establecidos por 
Resolución de Secretaria de Gestión Pública de acuerdo 
a la Segunda Disposición Complementaria Final del 
presente Decreto Supremo.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los dieciséis  
días del mes de enero del año dos mil veinte.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

VICENTE ANTONIO ZEBALLOS SALINAS
Presidente del Consejo de Ministros

1846653-1
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de Gestión Ambiental para promover el desarrollo 
sostenible de las actividades del Subsector Hidrocarburos, 
en concordancia con las Políticas Nacionales Sectoriales 
y la Política Nacional del Ambiente. Asimismo, tiene como 
función formular y proponer normas relacionadas con la 
protección del ambiente y evaluación de instrumentos de 
gestión ambiental en el Subsector Hidrocarburos;

Que, mediante Decreto Supremo N° 039-2014-EM 
se aprobó el Reglamento para la Protección Ambiental 
en Actividades de Hidrocarburos, el cual tiene como 
objeto normar la protección y gestión ambiental en las 
Actividades de Hidrocarburos, con el fin primordial de 
prevenir, minimizar, rehabilitar remediar y compensar 
los impactos ambientales negativos derivados de tales 
actividades, para propender el desarrollo sostenible;

Que, mediante el Informe N° 233-2019-MINEM/
DGAAH/DGAH, la Dirección General de Asuntos 
Ambientales de Hidrocarburos, sustenta la necesidad de 
modificar el Reglamento para la Protección Ambiental en 
las Actividades de Hidrocarburos, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 039-2014-EM, a fin de poder impulsar 
sosteniblemente las actividades de hidrocarburos del país;

Que, el numeral 1 del artículo 14 del Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de Proyectos Normativos y difusión de Normas 
Legales de Carácter General, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 001-2009-JUS, menciona que las entidades 
dispondrán la publicación de los proyectos de normas 
de carácter general que sean de su competencia, en el 
Diario Oficial “El Peruano”, en sus portales electrónicos o 
mediante cualquier otro medio, en un plazo no menor de 
treinta (30) días antes de la fecha prevista para su entrada 
en vigencia, salvo casos excepcionales, con la finalidad 
de permitir que las personas interesadas formulen 
comentarios sobre las medidas propuestas;

Que, en atención a lo dispuesto en el artículo 39 del 
Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 
Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana 
en Asuntos Ambientales, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 002-2009-MINAM, los proyectos de normas 
que regulen asuntos ambientales generales o que tengan 
efectos ambientales serán puestos en conocimiento 
del público para recibir opiniones y sugerencias de los 
interesados. El aviso de publicación del proyecto debe 
publicarse en el Diario Oficial “El Peruano” y el cuerpo 
completo del proyecto en el portal de transparencia de la 
entidad, por un periodo mínimo de diez (10) días útiles; 

Que, en ese sentido, corresponde disponer la publicación 
del Proyecto de Decreto Supremo que modifica los artículos 
40, 42-A, 58, 66, 99 y 102, incorpora los artículos del 66-A al 
66-E, así como derogar el artículo 103 del Reglamento para 
la Protección Ambiental en las Actividades de Hidrocarburos, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 039-2014-EM, 
otorgando a los interesados un plazo de diez (10) días 
hábiles para la remisión por escrito o vía electrónica de los 
comentarios y sugerencias;

De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento 
que establece disposiciones relativas a la publicidad, 
publicación de Proyectos Normativos y difusión de 
Normas Legales de Carácter General, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 001-2009-JUS; en el Reglamento 
sobre Transparencia, Acceso a la Información Pública 
Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en 
Asuntos Ambientales, aprobado mediante Decreto 
Supremo N° 002-2009-MINAM; en la Ley N° 30705, Ley 
de Organización y Funciones del Ministerio de Energía y 
Minas; y en el Reglamento de Organización y Funciones 
del Ministerio de Energía y Minas, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 031-2007-EM y sus modificatorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Disponer la publicación del Proyecto de 
Decreto Supremo que modifica los artículos 40, 42-A, 
58, 66, 99 y 102; incorpora los artículos 66-A al 66-E y 
deroga el artículo 103 del Reglamento para la Protección 
Ambiental en las Actividades de Hidrocarburos, aprobado 
mediante Decreto Supremo N° 039-2014-EM y su 
Exposición de Motivos.

Artículo 2.- Establecer un plazo de diez (10) días 
hábiles, contados a partir del día siguiente de la publicación 

de la presente Resolución, a fin que los interesados 
remitan por escrito sus opiniones y sugerencias a 
la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Hidrocarburos, sito en Avenida De Las Artes Sur Nº 
260, distrito de San Borja, provincia y departamento de 
Lima; o, vía electrónica a la siguiente dirección de correo 
electrónico: prepublicacionesdgaah@minem.gob.pe. 

Artículo 3.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Oficial “El Peruano”. 
Asimismo, publíquese en el portal institucional del 
Ministerio de Energía y Minas (www.minem.gob.pe) el 
Proyecto de Decreto Supremo que modifica los artículos 
40, 42-A, 58, 66, 99 y 102; incorpora los artículos 66-A 
al 66-E y deroga el artículo 103 del Reglamento para la 
Protección Ambiental en las Actividades de Hidrocarburos, 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 039-2014-EM, el 
mismo día de la publicación de la presente Resolución 
Ministerial en el Diario Oficial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

JUAN CARLOS LIU YONSEN
Ministro de Energía y Minas

1843482-1

Aprueban el Programa Anual de 
Promociones 2020, que contiene los 
programas destinados a ampliar el acceso 
universal al suministro de energía y la 
energización rural

RESOLUCIÓN MINISTERIAL
Nº 007-2020-MINEM/DM

Lima, 7 de enero de 2020

VISTOS: El Informe N° 053-2019-MINEM/DGEE de 
la Dirección General de Eficiencia Energética, el Informe 
Técnico Legal N° 181-2019-MINEM/DGH-DGGN-DNH 
de la Dirección General de Hidrocarburos, el Informe 
N° 573-2019/MINEM-DGE de la Dirección General de 
Electricidad, el Informe N° 308-2019-MINEM/DGER/
DPRO-JER de la Dirección General de Electrificación 
Rural, y el Informe N° 1241-2019-MINEM/OGAJ de la 
Oficina General de Asesoría Jurídica del Ministerio de 
Energía y Minas; y,

CONSIDERANDO:

Que, mediante Ley N° 29852, Ley que crea el Sistema 
de Seguridad Energética en Hidrocarburos y el Fondo 
de Inclusión Social Energético, se crea el Fondo de 
Inclusión Social Energético (FISE), como un sistema de 
compensación energética que permita brindar seguridad 
al sistema, así como de un esquema de compensación 
social y mecanismos de acceso universal a la energía;

Que, el artículo 5 de la Ley N° 29852, establece que 
el FISE tiene como fines: i) la masificación del uso del 
gas natural mediante el financiamiento parcial o total de 
las conexiones de consumidores regulados, sistemas 
o medios de distribución o transporte, y conversiones 
vehiculares, ii) la compensación para el desarrollo de 
nuevos suministros en la frontera energética, iii) la 
compensación social y promoción para el acceso al GLP 
de los sectores vulnerables, tanto urbanos como rurales, 
iv) la compensación a las empresas de distribución 
de electricidad por la aplicación del mecanismo de 
compensación de la tarifa eléctrica residencial, conforme a 
la ley de la materia, y v) la implementación del mecanismo 
de promoción contenido en el Decreto Supremo N° 040-
2008-EM, dirigido a las poblaciones de menores recursos;

Que, mediante Decreto Supremo N° 021-2012-
EM se aprueba el reglamento de la Ley N° 29852, el 
cual establece que el Programa Anual de Promociones 
forma parte del Plan de Acceso Universal a la Energía y 
contiene los proyectos directamente vinculados a los fines 
del FISE. El Ministerio de Energía y Minas establece la 
cartera de proyectos del Programa Anual de Promociones 

Firmado Digitalmente por:
EMPRESA PERUANA DE SERVICIOS
EDITORIALES S.A. - EDITORA PERU
Fecha: 09/01/2020 04:30:22



38 NORMAS LEGALES Jueves 9 de enero de 2020 /  El Peruano

a ejecutarse con recursos del FISE, considerando su 
disponibilidad financiera;

Que, la citada Ley y su reglamento establecen que el 
Ministerio de Energía y Minas aprueba el Plan de Acceso 
Universal a la Energía; y que los proyectos incluidos en 
dicho Plan serán priorizados de acuerdo a la disponibilidad 
del FISE y conforme al Programa Anual de Promociones 
aprobado por el Ministerio de Energía y Minas, entidad 
decisora y promotora de los proyectos a financiarse con 
recursos del FISE, siendo responsable que el diseño y/o 
la ejecución de los proyectos consideren mecanismos 
competitivos para su aprovisionamiento, que garanticen 
su eficiencia;

Que, mediante Resolución Ministerial N° 203-2013-
MEM/DM, se aprueba el Plan de Acceso Universal a la 
Energía 2013-2022, el cual tiene como objetivo promover, 
desde el ámbito energético, el desarrollo económico 
eficiente, sustentable con el medio ambiente y con 
equidad, a través de la implementación de proyectos 
que permitan ampliar el acceso universal al suministro 
energético, priorizando el uso de fuentes energéticas 
disponibles, con la finalidad de generar una mayor y mejor 
calidad de vida de las poblaciones de menores recursos 
en el país; 

Que, conforme a lo establecido en el numeral 7 del 
Plan de Acceso Universal a la Energía 2013 – 2022, se 
prevé ampliar el acceso universal al suministro de energía 
y la energización rural a través de cuatro mecanismos 
generales: i) Programas de Promoción de Masificación 
del Uso del Gas Natural, ii) Promoción y/o Compensación 
para el Acceso al GLP, iii) Programas de Desarrollo de 
Nuevos Suministros en la Frontera Energética, y iv) 
Programas y Mejora de Uso Energético Rural. Asimismo, 
en el marco de sus competencias, el Ministerio de Energía 
y Minas en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 
3 y 5 de la Ley N° 29852; viene evaluando la creación de 
nuevos programas que permitan brindar un mayor acceso 
al GLP y la masificación del uso del Gas Natural a nivel 
nacional;

Que, el penúltimo párrafo del artículo 112a del 
Texto Único Ordenado del Reglamento de Distribución 
de Gas Natural por Red de Ductos, aprobado con 
Decreto Supremo N° 040-2008-EM, establece que el 
Mecanismo de Promoción también cubrirá el costo de 
conexión de consumidores residenciales beneficiados 
con el FISE, de acuerdo a los criterios para la 
determinación de beneficiarios, conceptos y montos 
que establezca el Programa Anual de Promociones 
que aprueba el Ministerio de Energía y Minas, en el 
marco de lo establecido en el reglamento de la Ley 
N° 29852;

Que, de acuerdo con lo dispuesto en el punto iii) del 
numeral 10.5 del artículo 10 del Reglamento de la Ley 
N° 29852, el precio máximo del Servicio Integral de 
Instalación Interna que será cubierto por el FISE debe ser 
aprobado por el Organismo Supervisor de la Inversión en 
Energía y Minería - OSINERGMIN para cada Programa 
Anual de Promociones, el cual se aplicará durante la 
vigencia del mismo;

Que, mediante la Ley N° 30468 se crea el Mecanismo 
de Compensación de la Tarifa Eléctrica Residencial, 
aplicable a todos los usuarios residenciales del servicio 
público de electricidad, independientemente de su 
ubicación geográfica y del sistema eléctrico al que 
pertenezcan, el cual está orientado a reducir el cargo por 
energía y el cargo fijo de la opción tarifaria BT5B y otras 
opciones tarifarias aplicables a los usuarios residenciales 
en todos los sistemas eléctricos del país, antes de la 
aplicación del mecanismo del Fondo de Compensación 
Social Eléctrica (FOSE);

Que, el numeral 4.1 del artículo 4 de la Ley N° 30468, 
dispone que el referido mecanismo se financia con los 
saldos disponibles del FISE previstos en el artículo 4 de la 
Ley N° 29852 hasta un máximo de 180 millones de soles 
anuales, y no demanda recursos adicionales al Tesoro 
Público;

Que, el numeral 4.3 del artículo 4 de la Ley N° 30468 
establece que el Ministerio de Energía y Minas incluye en 
el Programa Anual de Promociones, a que se refiere el 
artículo 8 de la Ley N° 29852, considerando el cumplimiento 
del Plan de Acceso Universal a la Energía, una partida 

destinada a cubrir las transferencias del mecanismo de 
compensación a la tarifa eléctrica residencial;

Que, a través de la Quinta Disposición Complementaria 
Final del Decreto Supremo N° 012-2016-EM se dispuso 
que semestralmente, y de manera excepcional cuando el 
Ministerio de Energía y Minas o el Ministerio de Economía 
y Finanzas (MEF) lo soliciten, el OSINERGMIN remitirá 
a dichas entidades un informe sobre los ingresos y 
egresos del FISE que contenga los saldos del FISE a la 
fecha de elaboración del informe. En tal sentido, con la 
finalidad de brindar mayor exactitud a las proyecciones 
elaboradas por el OSINERGMIN, la Dirección General de 
Hidrocarburos ha establecido algunas consideraciones 
respecto de los programas vinculados a la masificación 
del gas natural, las cuales se detallan en el Anexo N° 2 de 
la presente Resolución Ministerial y deben ser aplicadas 
por el OSINERGMIN;

Que, por lo expuesto, resulta necesario aprobar el 
Programa Anual de Promociones para el año 2020, en el 
marco de lo establecido en el Plan de Acceso Universal a 
la Energía 2013-2022, aprobado con Resolución N° 203-
2013-MEM/DM y en la Ley N° 29852 y su reglamento;

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 30705, 
Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Energía 
y Minas; el Reglamento de Organización y Funciones del 
Ministerio de Energía y Minas, aprobado por Decreto 
Supremo N° 031-2007-EM y sus modificatorias; así como 
la Ley N° 29852, Ley que crea el Sistema de Seguridad 
Energética en Hidrocarburos y el Fondo de Inclusión 
Social Energético, su reglamento aprobado por el Decreto 
Supremo N° 021-2012-EM y sus modificatorias; la Ley N° 
30468 y su reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 
027-2016-EM; y el Plan de Acceso Universal a la Energía 
2013-2022, aprobado con Resolución Ministerial N° 203-
2013-MEM/DM y sus modificatorias;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Aprobar el Programa Anual de 
Promociones 2020, que contiene los programas 
destinados a ampliar el acceso universal al suministro 
de energía y la energización rural, que como Anexo N° 
1 forman parte integrante de la presente Resolución 
Ministerial.

Artículo 2.- Para efectos de la aplicación 
del artículo 112a del Texto Único Ordenado del 
Reglamento de Distribución de Gas Natural por Red 
de Ductos, aprobado con Decreto Supremo N° 040-
2008-EM, los criterios para la determinación de 
beneficiarios, conceptos y montos para la aplicación 
del Mecanismo de Promoción son aquellos a los que 
se refiere el programa N° 4 del Anexo N° 1 de la 
presente Resolución Ministerial.

Artículo 3.- Para efectos de los programas de 
promoción de nuevos suministros residenciales en el 
área de las concesiones de distribución de gas natural 
por red de ductos de Lima, Callao e Ica, contemplados 
dentro del Programa Anual de Promociones 2020, se 
mantendrán vigentes los precios máximos del Servicio 
Integral de Instalación Interna establecidos por el 
OSINERGMIN para el Programa Anual de Promociones 
2019, hasta que dicho organismo establezca los precios 
máximos correspondientes para el Programa Anual de 
Promociones 2020.

Artículo 4.- En el plazo máximo de cuarenta y 
cinco (45) días calendario, contados desde la vigencia 
de la presente Resolución Ministerial, el OSINERGMIN 
establece los precios máximos del Servicio Integral de 
Instalación Interna que serán cubiertos por el FISE, para 
lo cual utilizará los estudios que correspondan.

Artículo 5.- Considerar las proyecciones de egresos 
detalladas en el Anexo N° 2 de la presente Resolución 
Ministerial para la elaboración del informe sobre los 
ingresos y egresos del FISE que contenga los saldos del 
FISE, señalado en la Quinta Disposición Complementaria 
Final del Decreto Supremo N° 012-2016-EM, y sus 
modificatorias.

Artículo 6.- Disponer la publicación de la presente 
Resolución Ministerial en el Diario Oficial “El Peruano”, 
así como la publicación de sus anexos en el Portal 
Institucional del Ministerio de Energía y Minas.



39NORMAS LEGALESJueves 9 de enero de 2020
 El Peruano /

Artículo 7.- Publíquese en el Portal Institucional del 
Ministerio de Energía y Minas los informes sustentatorios 
del Programa Anual de Promociones 2020, aprobado 
mediante el artículo 1 de la presente Resolución 
Ministerial.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

JUAN CARLOS LIU YONSEN
Ministro de Energía y Minas

1843583-1

JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Acceden a solicitudes de extradición activa 
de ciudadanos peruanos y disponen su 
presentación a EE.UU. y España

RESOLUCIÓN SUPREMA
N° 001-2020-JUS

Lima, 8 de enero de 2020

VISTO; el Informe Nº 158-2019/COE-TPC, del 
12 de diciembre de 2019, de la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas, 
sobre la solicitud de extradición activa del ciudadano 
peruano PEDRO ANTONIO QUIJANDRÍA MUNAYCO 
a los Estados Unidos de América, formulada por la 
Segunda Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia de Ica, para ser procesado por 
la presunta comisión del delito de defraudación tributaria 
en la modalidad de obtención indebida de crédito fiscal 
y utilización indebida como costo o gasto u obtención 
indebida de ventajas tributarias, en agravio del Estado 
peruano–Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria–SUNAT;

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 37 de la Constitución Política del Perú 
dispone que la extradición solo se concede por el Poder 
Ejecutivo, previo informe de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en cumplimiento de la ley y los tratados;

Que, conforme al inciso 5) del artículo 34 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 017-93-JUS, 
concordante con el inciso 6) del artículo 26 del Código 
Procesal Penal, las Salas Penales de la Corte Suprema 
de Justicia de la República conocen las solicitudes de 
extradiciones activas y pasivas;

Que, mediante Resolución Consultiva del 29 de 
mayo de 2019, la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República declara procedente 
la solicitud de extradición activa del ciudadano peruano 
PEDRO ANTONIO QUIJANDRÍA MUNAYCO a los 
Estados Unidos de América, formulada por la Segunda 
Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora de la Corte 
Superior de Justicia de Ica, para ser procesado por la 
presunta comisión del delito de defraudación tributaria 
en la modalidad de obtención indebida de crédito fiscal 
y utilización indebida como costo o gasto u obtención 
indebida de ventajas tributarias, en agravio del Estado 
peruano–Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria – SUNAT (Expediente Nº 12-2018);

Que, el literal a) del artículo 28 del Decreto Supremo 
Nº 016-2006-JUS, Normas referidas al comportamiento 
judicial y gubernamental en materia de extradiciones y 
traslado de condenados, establece que la Comisión Oficial 
de Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone al Consejo de Ministros, a través del Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, acceder o no al pedido de 
extradición activa formulado por el órgano jurisdiccional 
competente;

Que, de acuerdo con el inciso 1) del artículo 514 del 
Código Procesal Penal, corresponde al Gobierno decidir 
la extradición, pasiva o activa, mediante Resolución 

Suprema expedida con el acuerdo del Consejo de 
Ministros, previo informe de la referida Comisión Oficial;

Que, mediante el Informe Nº 158-2019/COE-TPC, 
del 12 de diciembre de 2019, la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas 
propone acceder a la solicitud de extradición activa del 
requerido, para ser procesado por la presunta comisión 
del delito de defraudación tributaria en la modalidad 
de obtención indebida de crédito fiscal y utilización 
indebida como costo o gasto u obtención indebida de 
ventajas tributarias, en agravio del Estado peruano–
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria–
SUNAT;

Que, conforme al Tratado de Extradición entre la 
República del Perú y los Estados Unidos de América, 
suscrito el 25 de julio del 2001, vigente desde el 25 de 
agosto del 2003; así como al Código Procesal Penal 
peruano y al Decreto Supremo N° 016-2006-JUS respecto 
del trámite interno y en todo lo que no disponga el Tratado;

En uso de la facultad conferida en el inciso 8) del 
artículo 118 de la Constitución Política del Perú; y,

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

SE RESUELVE:

Artículo 1.- Acceder a la solicitud de extradición activa 
del ciudadano peruano PEDRO ANTONIO QUIJANDRÍA 
MUNAYCO a los Estados Unidos de América, formulada 
por la Segunda Sala Penal de Apelaciones y Liquidadora 
de la Corte Superior de Justicia de Ica, declarada 
procedente por la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, para ser procesado 
por la presunta comisión del delito de defraudación 
tributaria en la modalidad de obtención indebida de crédito 
fiscal y utilización indebida como costo o gasto u obtención 
indebida de ventajas tributarias, en agravio del Estado 
peruano–Superintendencia Nacional de Administración 
Tributaria – SUNAT; y, disponer su presentación por vía 
diplomática a los Estados Unidos de América, conforme al 
Tratado vigente y a la normativa interna aplicable al caso.

Artículo 2.- La presente Resolución Suprema 
es refrendada por la Ministra de Justicia y Derechos 
Humanos, y por el Ministro de Relaciones Exteriores.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

MARTÍN ALBERTO VIZCARRA CORNEJO
Presidente de la República

MARÍA ANTONIETA ALVA LUPERDI
Ministra de Economía y Finanzas
Encargada del Despacho del Ministerio 
de Relaciones Exteriores

ANA TERESA REVILLA VERGARA
Ministra de Justicia y Derechos Humanos

1844001-6

RESOLUCIÓN SUPREMA
N° 002-2020-JUS

Lima, 8 de enero de 2020

VISTO; el Informe Nº 150-2019/COE-TPC, del 
2 de diciembre de 2019, de la Comisión Oficial de 
Extradiciones y Traslado de Personas Condenadas, 
sobre el requerimiento de extradición activa del ciudadano 
peruano SIXTO MARTÍN ZAMORA VELÁSQUEZ al Reino 
de España, formulada por el Trigésimo Primer Juzgado 
Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima, para el 
cumplimiento de la condena impuesta por el delito de 
violencia y resistencia a la autoridad, en agravio del 
Estado peruano;

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 37 de la Constitución Política del Perú 
dispone que la extradición solo se concede por el Poder 
Ejecutivo, previo informe de la Corte Suprema de Justicia 
de la República, en cumplimiento de la ley y los tratados;


